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Introducción

Los problemas ambientales no son nuevos. Desde siempre la especie humana ha interaccionado 
con el medio y lo ha modificado. Sin embargo, lo que hace especialmente preocupante la situación  
actual, es la aceleración de esas modificaciones, su carácter masivo y la universalidad de sus con ­
secuencias. 

Por otra parte, o mejor expresado, en simultáneo, los problemas ambientales ya no apare­
cen como independientes unos de otros sino que constituyen parte de una auténtica crisis am­
biental global. Desde esta mirada, resulta fundamental favorecer el consenso entre los ciudadanos 
que permitan garantizar el uso racional de los recursos naturales, la protección del medio am ­
biente y asegurar el bienestar de todos los habitantes. Sólo así se podrá hacer frente a los graves 
problemas relacionados con dicha crisis, como el cambio climático, el deterioro de los ecosiste ­
mas, la degradación de suelos y consecuente pérdida de biodiversidad, la acumulación de dese ­
chos, etc., problemas que están vinculados con otros de gran impacto como los referidos a proble­
máticas sociales como la pobreza, el analfabetismo, la violencia, etc. 

La degradación ambiental no es sólo un problema que exige soluciones científico técnicas,  
también requiere del hombre una toma de conciencia y un cambio de actitud, supone un reto a los  
valores de la sociedad contemporánea ya que esos valores, que sustentan las decisiones humanas,  
son la base de la crisis ambiental. En este contexto, la Universidad Nacional de Río Negro ha ini­
ciado desde hace 4 años, un camino de formación superior e investigación. Desde el año 2010, la  
UNRN cuenta con la carrera de Licenciatura en Ciencias del Ambiente en su sede Atlántica, con la 
que pretende llenar un vacío en la promoción de temas vinculados a la problemática ambiental. 

Es así, que en sintonía con la UNESCO, expresamos que para contribuir con eficacia a mejo­
rar el medio ambiente, la acción de la educación debe vincularse con la legislación, las políticas,  
las medidas de control y las decisiones que los gobiernos adopten en relación al medio ambiente 
humano.

En los últimos años, la sociedad ha reconocido numerosos problemas ambientales (y no por ello 
nuevos) que van desde la escala local a lo global. Pero este reconocimiento lo ha hecho desde un 
lugar diferente: ha podido plantear finalmente que esos problemas no son causa ni consecuencias 
del ambiente, si no que emergen de un sistema de desarrollo humano mundial. 

Cuando nos propusimos organizar estas jornadas desde la Licenciatura en Ciencias del Am­
biente, nos motivó la necesidad de abordar algunas de las complejas interrelaciones que se mani­
fiestan entre el ambiente, la sociedad y la producción. Nos motivó también,  establecer un apro­
piado ámbito de transferencia de saberes, divulgación de experiencias y de discusión, promover 
un posicionamiento activo y crítico de las sociedades humanas sobre estos aspectos, compren­
diendo la fuerte relación existente entre el desarrollo social, sus posibles impactos y consecuen­
cias sobre el medio ambiente. Finalmente, incrementar el vínculo entre la universidad pública y  
parte del sector científico, técnico y social.
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Los tres ejes ambiente, producción y sociedad que pretendimos abordar, resultan de una so ­
ciedad inmersa en un contexto productivo, dentro de un ambiente determinado.

Desconocemos muchos aspectos sobre la relación entre salud y medio ambiente. Abordamos 
entonces esta temática presentando los resultados de investigaciones llevadas a cabo por la Muni­
cipalidad de Bahía Blanca, a fin de facilitar herramientas de análisis y de prevención a la hora de 
la toma de decisiones.

Con frecuencia, suele afirmarse que la legislación ambiental es escasa. El doctor Gabriel Jar­
que, especialista en la temática, presenta los instrumentos legales con los que se cuenta a nivel 
nacional y en la provincia de Buenos Aires. Dentro de este contexto, la doctora Teodora Zamudio,  
aborda el derecho de los pueblos indígenas sobre los recursos genéticos, la biodiversidad y el co­
nocimiento tradicional, dentro del marco legal vigente.

Finalmente, la producción y vida silvestre se verán reflejadas, por una parte, en el análisis  
de las tendencias de lluvias en los últimos años en la Comarca Viedma-Patagones. Como es sabido,  
esta región, ha sufrido una gran sequía, cuyo inicio podemos establecerlo en 2007, y que, aún no  
se considera del todo finalizado. Si este dato, abordado como una experiencia de la cátedra de Cli ­
matología y Meteorología llevada a cabo entre docentes y estudiantes de la Licenciatura en Cien­
cias del Ambiente, se pone en un contexto regional de desertificación, emerge sin dudas como un 
importante aporte para la toma de eventuales decisiones productivas. Estas decisiones, bien pue­
den afectar el funcionamiento de los ecosistemas. Mediante el análisis de la ecología trófica de un 
carnívoro frecuente en la región pampeana como es el zorro gris, se pretende poner en evidencia 
las consecuencias de las modificaciones antrópicas sobre la vida silvestre. Por último, se propone 
un acercamiento a la utilización de las tecnologías emergentes como estrategias para la conserva­
ción y utilización sustentable de la biodiversidad.

Patricia Boeri y Diego Birochio

Compiladores
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Cambio climático y salud regional

Carlos Carignano, María Paula Abrego y Silvina Spagnolo
Municipalidad de Bahía Blanca, Área de Epidemiología Ambiental

Introducción

Jordi Sunyer, codirector del Centro de Investigación en Epidemiología Ambiental (CREAL), afirma 
de manera contundente: el cambio climático es el reto de salud más importante del siglo XXI. Es dable 
considerar que, si las enfermedades alérgicas y respiratorias como el asma, han aumentado a nivel  
mundial, el cambio climático agravará esta situación. La variabilidad climática y el incremento de  
las olas de calor pronostican un aumento directo de la mortalidad por enfermedades cardiovascu ­
lares, diabetes e insuficiencia renal. (www.alerweb.net)

El cambio climático posiblemente sea el problema ambiental, económico, social y político 
más importante que debemos enfrentar como comunidad mundial en los próximos años.  Sus 
efectos directos alteran los atributos y procesos del sistema ecológico. Igualmente importantes 
son los efectos indirectos, sociales y económicos mayoritariamente negativos.

En tal sentido, es necesario contar con información regional que permita realizar estudios 
de vulnerabilidad y adaptación y que compruebe la asociación entre  el  impacto y determinadas  
enfermedades.

Por ello, la vigilancia epidemiológica es una de las herramientas fundamentales de un pro­
grama sanitario. 

Impactos en la Argentina

La información suministrada a través del monitoreo ambiental de varias fuentes, entre ellas, el 
Servicio Meteorológico Nacional, permiten afirmar que la República Argentina ha sido afectada 
por el cambio climático en el Siglo XX  (Vera, 2009).

 Aumento significativo de la temperatura de superficie en la Patagonia e islas del Atlántico 
Sur. 

 Al norte de los 40º S las tendencias positivas de temperatura fueron menores a partir de 
los últimos 40 años. En contraste, allí se registró un considerable aumento de la precipita ­
ción durante las décadas del ´60 y ´70.

 Aumento de precipitaciones medias anuales en casi todo el país con mayor incidencia en  
el noreste y centro, provocando por un lado, anegamientos permanentes o transitorios de 
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gran cantidad de campos productivos y por el otro, la extensión de la frontera agrícola en 
la zona oeste periférica a la región húmeda tradicional como también el aumento de cau­
dales de los ríos, con excepción de aquellos que se originan en la Cordillera de los Andes.

 Aumento de más de un grado en la zona cordillerana de la Patagonia con el consiguiente 
retroceso de la mayoría de los glaciares andinos. 

 Retroceso en los caudales de los ríos que se originan en las provincias de San Juan, Mendo ­
za, Neuquén y Río Negro. 

 Las nacientes del Río Colorado se hallan en la cordillera de los Andes de Mendoza y Neu­
quén. El incremento de la temperatura pronosticado para esa zona afectaría negativamen­
te su caudal. 

 Variabilidad interanual de precipitaciones impactando fuertemente en la producción agro­
pecuaria por períodos de sequía y por períodos de grandes lluvias que generarían exceden­
tes hídricos y causarían pérdidas económicas como inundaciones de campos productivos,  
daños en la infraestructura, y afectaría la seguridad y la salud de las poblaciones urbanas.

 El cambio climático afectaría el litoral marítimo argentino, a través del aumento  de la 
temperatura del océano, del cambio en las corrientes marinas, de la erosión costera, del  
aumento del nivel del mar, de la energía cinética y frecuencia de las olas,  de las tormentas 
y corrientes costeras y las características de los materiales costeros. 

 Algunos efectos pueden ser beneficiosos: los inviernos más benignos, reducirían los picos 
estacionales de mortalidad. 

 Los efectos indirectos mediados por la alteración de los ecosistemas consisten en: 
o Limitaciones en el acceso a fuentes de agua, 
o Alteraciones en la capacidad de producción, almacenamiento y distribución de ali­

mentos, 
o Cambios en los patrones de distribución de las poblaciones de vectores,
o Elevación del nivel del mar
o Desplazamiento de poblaciones

Estos efectos provocarían:
o Enfermedades y defunciones referidas al incremento de la temperatura
o Acción directa de los fenómenos meteorológicos extremos.
o Efectos relacionados con la contaminación atmosférica
o Enfermedades transmitidas por el agua y los alimentos
o Afecciones transmitidas por vectores (dengue, fiebre amarilla, leishmaniasis, ma­

laria, tripanosomiasis, etc.)
o Efectos provocados por agua y alimentos insuficientes.
o Efectos sobre la salud mental
o Otras acciones deletéreas (Vera, 2009; Trodler, 2009)

La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático y el Protocolo de Kioto reco­
nocen la importancia de implementar mecanismos flexibles para alcanzar de manera costo efecti­
va a la reducción de emisiones de GEIs a nivel mundial, sin alterar el proceso de crecimiento de los  
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países menos desarrollados. Nuestro país adopta el PK en 1997, ratificándolo en septiembre de 
2001, mediante la Ley Nº 25438. El Protocolo entró en vigencia en febrero de 2005. 

Situación en Bahía Blanca

En Bahía Blanca, las frecuencias de las diversas causas de muerte se encuentran dentro de los pará ­
metros nacionales y tienen una distribución aleatoria (Pizarro, 2004). En el quinquenio de 1993 a 
1998, se reconoció un incremento de las muertes por accidentes y enfermedades respiratorias. El en­
vejecimiento acelerado (>12%) –junto a una población pasiva transitoria con un decrecimiento de  
10%, y el conocimiento de que los ancianos registran mayores casos de neumonías en invierno y  
deshidratación en verano, señalan la necesidad de ejercer acciones sobre esta población de riesgo 
pues el cambio climático puede acelerar o profundizar esta situación. La mortalidad infantil supe ­
rior en la periferia, ratifica la necesidad de proteger a los sectores más vulnerables o carenciados.

Respecto del perfil de morbilidad, Bahía Blanca Carignano y col (2007) refiere prevalencias 
de variadas enfermedades, similares a las escalas nacional e internacional, pero con diferencias 
significativas según el lugar de residencia en la ciudad. Los datos estandarizados indican que, sal­
vo en el caso de las enfermedades respiratorias más frecuentes en los barrios de la delegación de 
Ingeniero White y barrios de la delegación Villa Rosas, el Centro es el área que registra las mayo­
res prevalencias de diversas enfermedades, como trastornos del oído, enfermedad cardiovascular,  
hipertensión arterial, y diabetes, entre otras.

El conocimiento de la morbi–mortalidad de la población es indispensable para establecer un 
sistema de vigilancia de aquellas causas de muerte y enfermedades más sensibles al cambio climá­
tico. Ello contribuiría en la toma de decisiones para la adaptación y mitigación. 

Un posible escenario local fue planteado a los efectos de esta investigación. Se prevén incre­
mentos de olas de calor –de una semana sin descenso nocturno de la temperatura–, al igual que  
olas de frío (como por ejemplo, en 1988); cambios en el régimen de precipitaciones por sectores;  
tormentas sub–tropicales con ciclones; incremento de 25–50 cm del nivel del mar con oleaje de 
magnitud y cambios en la salinidad y la temperatura del océano 

La situación es compleja si se tiene en cuenta el estado de la infraestructura de los servicios.  
Nuestro partido no escapa a ello. Actualmente, altas temperaturas, precipitaciones importantes  
en corto tiempo y vientos de magnitud afectan los servicios de energía y de provisión de agua.  El  
abastecimiento de agua potable es crítico. Este panorama se agravaría si se dan condiciones climá­
ticas como las pronosticadas. Los recursos sanitarios no están preparados para hacer frente a si­
tuaciones de emergencia que superen la demanda conocida (olas de calor, de frío, inundaciones,  
etc.). Esto también forma parte de las repercusiones no evaluables del cambio climático.

Nuestra región, considerada como un ecosistema, debería conformar grupos multidiscipli­
narios que trabajen sobre las distintas posibilidades del impacto y realicen estudios epidemiológi ­
cos, asociando los datos de la vigilancia ambiental, los meteorológicos y la  morbi–mortalidad de 
la población. 
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Mientras tanto, como sociedad, debemos usar racionalmente la energía y el agua, exigiendo 
inversiones a los responsables de los servicios. Se deben optimizar los recursos de saneamiento, 
los sanitarios y de defensa civil.

¿Qué podemos hacer nosotros?
- Tener plantas en casa.
- Usar productos de limpieza ecológicos.
- Comprar alimentos locales para reducir la necesidad de transporte.

Desde la gestión pública y privada:
- Apoyar los horarios flexibles y las telecomunicaciones, lo que reduciría el número de des­

plazamientos innecesarios.
- Plantar árboles y arbustos.
- Promover el uso compartido de automóviles.

En síntesis, el cambio climático profundizará los problemas sanitarios Por ello es necesario una 
planificación que permita la gestión de salud ambiental en forma integral, considerando las carac­
terísticas regionales, con el objeto de prevenir situaciones de riesgo para la población. Se deben 
desarrollar sistemas de alerta temprana y fortalecer la participación social en la toma de decisio­
nes basadas en la comunicación permanente.  
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Tendencia de las lluvias y las temperaturas en el noroeste 

patagónico: variabilidad o cambio climático

Ricardo Del Barrio1,  Darío Martin1, Dianela Calvo2, Fernando Hartmann2, 
Leonel Luppi2, Pamela Martin2, Maricruz Núñez2 y Mercedes Torres2

(1) Docentes de la Cátedra Meteorología y Climatología de la Licenciatura en Ciencias del Ambiente 

Universidad Nacional de Río Negro, Sede Atlántica 

(2) Alumnos de la Asignatura Meteorología y Climatología año 2011

Introducción

El presente trabajo comprende una experiencia de  la Cátedra de Meteorología y Climatología con 
alumnos de primer año de la Licenciatura en Ciencias del Ambiente de la Universidad Nacional de  
Río Negro. 

Entre los contenidos  abordados en el Programa de estudio ocupa un lugar importante la te­
mática de la variabilidad y el cambio climático, con énfasis en la especial fragilidad que presen­
tan los ecosistemas de la Norpatagonia como consecuencia de alteraciones que puedan producirse  
en las condiciones del ambiente.

Tradicionalmente se ha definido al CLIMA como el conjunto de los fenómenos (factores +  
elementos) que caracterizan el estado medio de la atmósfera en un lugar determinado. 

Sin embargo, en las últimas décadas numerosos estudios científicos de todo el mundo indi­
can  que el cambio climático está ocurriendo a un ritmo sin precedentes en los últimos años.  A 
modo de ejemplo, basta señalar que en la actualidad las temperaturas superficiales en la tierra 
son las más altas de los últimos 1200 años (Esper et al, 2002). 

En primer término, no deben confundirse los conceptos:  Cambio climático comprende “el 
cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana  que altera la composi­
ción de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante 
períodos de tiempo  comparables”; mientras que Variabilidad climática se atribuye a “las variacio­
nes periódicas o no que presentan los parámetros climáticos en forma natural, independiente­
mente que ocurran en el término de una década o en una era geológica”.( IPCC, 2001; IPCC, 2007).

El Informe del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático  (IPCC) en 
su reunión de noviembre 2007 en Valencia, España, confirma que el cambio climático ya es una re­
alidad, fundamentalmente por causa de las actividades humanas. Ilustra impactos del calenta­
miento global que ya está sucediendo y de lo que está en ciernes; analiza el potencial de adapta­
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ción de la sociedad para reducir su vulnerabilidad y evalúa los costos, políticas y tecnologías que 
traerá aparejada una limitación de la magnitud de los cambios futuros.

Entre sus principales conclusiones pueden mencionarse:
 

 De los doce últimos años (1995–2006), once figuran entre los doce más cálidos en los regis ­
tros instrumentales de la temperatura de la superficie mundial (desde 1850). 

 La tendencia lineal de aumento de temperatura media del aire en la tierra es, a 100 años  
(1906–2005), de  0,74°C.  

 Este aumento de temperatura está distribuido por todo el planeta y es más acentuado en  
las latitudes septentrionales superiores. 

 Las regiones terrestres se han calentado más a prisa que los océanos.
 El aumento de nivel del mar concuerda con este calentamiento.  El nivel de los océanos 

mundiales ha aumentado desde 1961 a un promedio de 1,8 mm/año, y desde 1993 al 2003 a  
3,1 mm/año, en parte por efecto de la dilatación térmica y del deshielo de los glaciares y  
de los mantos de hielo polares.  

 La disminución observada de las extensiones de nieve y de hielo concuerda también con el  
calentamiento. Datos satelitales obtenidos desde 1978 indican que el promedio anual de la  
extensión de los hielos marinos árticos ha disminuido en un 2,7% por decenio.

 En promedio, los glaciares de montaña y la cubierta de nieve han disminuido en ambos 
hemisferios.

 Aumento de lluvias y extensión e intensidad de sequías es más errático. 
 Es muy probable  que en los últimos 50 años los días fríos, las noches frías y las escarchas 

hayan sido menos frecuentes en la mayoría de las áreas terrestres, y que los días y noches 
cálidos hayan sido más frecuentes. 

 Es probable que las olas de calor hayan sido más frecuentes en la mayoría de las áreas te­
rrestres. 

Sobre esta base se planteó la realización de una experiencia de cátedra con datos de lluvias y tem­
peraturas de nuestra región  que planteaba las siguientes  hipótesis:  
A medida que las series de datos analizados se acercan en el tiempo a la actualidad se espera:

 Un aumento de las temperaturas en general (medias, máximas y mínimas)
 Una disminución de las precipitaciones anuales.
 Un aumento en la intensidad y frecuencia de eventos extremos

Sobre la base de estas hipótesis se planteó como objetivo del trabajo analizar  las variaciones de 
temperatura del aire y precipitación en las últimas cinco décadas en dos localidades –Viedma y 
Patagones– del noreste de la región patagónica.
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Materiales y métodos

Se dispuso de series mensuales de 46 años de datos (1965–2010) de la estación meteorológica que 
se encuentra en la Estación Experimental Agropecuaria del Valle Inferior del río Negro –Convenio 
provincia de Río Negro–INTA– (Lat.40º47’S. Long. 63º03’W 7m.s.n.m.), en el área de riego del IDeVi 
a 8 km de la ciudad de Viedma. Los registros utilizados en el presente trabajo comprenden tempe­
ratura media, temperatura mínima media, temperatura máxima media, temperatura mínima ab­
soluta y temperatura máxima absoluta del aire, así como precipitaciones, tanto mensuales como 
anuales.

Además  se  contó  con  una  serie  de  30  años  de  registros  pluviométricos  mensuales 
(1981–2010) de la Chacra Experimental de Patagones (MAA. Provincia de Bs. As. Lat. 40º39’S Long. 
62º54’W  40 m.s.n.m.).

En el caso de las precipitaciones, para cada una de las localidades estudiadas se calculó el  
valor normal anual con su respectiva desviación típica, la variabilidad interanual a partir del valor 
normal de referencia y la tendencia de la serie a partir de la utilización de promedios móviles.  
También, particionando  las series en décadas se calcularon la ocurrencia de eventos extremos y 
su distribución en el período estudiado. Para las series de precipitación y temperaturas de la EEA ­
VI, el primer período de partición corresponde a 1965–1980; siendo el resto decádico.

A partir de las temperaturas medias  anuales se calculó la media normal anual de toda la se­
rie. Se fraccionó la serie en décadas y se calcularon las respectivas temperaturas medias decádicas  
para observar las tendencias resultantes.

Para el caso de las temperaturas máximas medias el análisis se centró en  los meses  más cá ­
lidos del año (enero, febrero y marzo), calculando los respectivos valores normales y particionan ­
do  las series en décadas en forma similar a las anteriores.

Con las temperaturas máximas absolutas se trabajó calculando la probabilidad de ocurren­
cia también en los tres meses más cálidos y fraccionando las series en décadas a los fines de su  
análisis comparativo. En este caso se definieron umbrales térmicos para el cálculo de probabilida ­
des de ocurrencia por encima de los mismos, correspondiendo 40ºC para enero, 38ºC para febrero 
y 36ºC para marzo.

Similares metodologías se utilizaron para el estudio de las temperaturas mínimas medias 
mensuales y las mínimas absolutas. En estos casos, se trabajó sobre los registros térmicos corres­
pondientes al mes de julio y con un umbral de -6ºC.

Resultados y discusión

En las Figuras Nº1 y Nº2 se exponen los valores anuales de precipitación de Viedma y Patagones  
respectivamente, el promedio de la serie completa y los promedios móviles en intervalos de 3 
años que permiten reflejar las tendencias observadas que devienen en ciclos “húmedos” y “secos”, 
(por encima y por debajo de la media respectivamente).
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Figura 1: Precipitaciones anuales en la ciudad de Viedma, Provincia de Río Negro

Figura 2: Precipitaciones anuales. Chacra Experimental de Patagones, Partido de Patagones, provincia de Buenos Aires.

En las Figuras Nº3 y Nº4 se visualiza la variabilidad interanual de las precipitaciones a partir de la  
media anual de cada localidad estudiada
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Figura 3. Dispersión de los valores anuales con respecto al promedio de la serie de precipitaciones de Viedma, provincia 

de Río Negro.

Figura 4. Dispersión de los valores anuales con respecto al promedio de la serie de precipitaciones de Patagones, Pro 

vincia de Buenos Aires.

En el Cuadro Nº1 se observan los valores de lluvia medios y sus respectivas desviaciones típicas  
para ambas localidades, los valores medianos y la probabilidad de ocurrencia de  eventos de se­
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quía extrema tomando como umbral la ocurrencia de precipitaciones por debajo de 200 mm anua­
les ( 50% del valor medio) tanto para la serie completa como para los últimos 10 años.

Cuadro 1. Caracterización de las precipitaciones anuales de Viedma y Chacra Experimental de Patagones. 

Los resultados obtenidos permiten avanzar en algunas consideraciones preliminares:
 La precipitaciones anuales tanto en Viedma como en Patagones y sus áreas de influencia 

son escasas en concordancia con una región semiárida como la que nos encontramos. Bas­
te señalar que precipitaciones anuales superiores a 600 mm se dieron en el 6% de los años  
en Viedma y en el 13% de los años en Patagones. El último año que presentó esos registros 
en Viedma fue el 2004 y en Patagones en 1997.

 Lo expuesto merece una reflexión desde el punto de vista de la actividad agropecuaria de 
secano a nivel regional; debiendo priorizarse la actividad ganadera de cría por sobre las 
alternativas agrícolas de cereales de invierno como el trigo que, asociadas necesariamente 
al desmonte, tantas complicaciones ambientales han traído aparejado a la región, particu­
larmente en los últimos años.

 Además de escasas, las precipitaciones presentan una variabilidad interanual muy grande;  
si bien el filtrado a través de promedios móviles permite la visualización de ciclos húme­
dos alternándose periódicamente con ciclos secos. Dicha variabilidad descalza el valor me­
dio del mediano que refleja la división del 50% de los valores observados.

 Los años 2008 y 2009 registraron lluvias menores a 200 mm en forma consecutiva lo que 
derivó en la peor sequía de la historia en la región, hecho que parece ser congruente con 
la hipótesis de un aumento en la intensidad y frecuencia de eventos extremos. Sin embargo, 
no parece suficiente para confirmar la hipótesis relativa a una disminución de las precipi­
taciones anuales en años recientes; ya que la serie histórica revela ciclos por encima y por 
debajo de la media sucediéndose en el tiempo.

En las Figura Nº5 se observa la tendencia ascendente de la temperatura media anual a medida que 
los períodos analizados se acercan a la actualidad. En el Cuadro Nº2 y en la Figura Nº6  se percibe 
un aumento en los registros térmicos que corresponden a la temperatura máxima media mensual 
de los meses de enero, febrero y marzo mientras el Cuadro Nº 3 indica el aumento significativo de 
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las temperaturas máximas absolutas de dicho trimestre (especialmente en el mes de enero) a me ­
dida que nos acercamos a la actualidad particionando la serie en décadas.

1965-2010 1965-1980 1981-1990 1991-2000 2001-2010
Temp. media anual (ºC) 14,1 13,5 14,2 14,12 14,4

Figura 5. Tendencia de la temperatura media anual de Viedma, Provincia de Río Negro.

1965-2010 1965-1980 1981-1990 1991-2000 2001-2010
Enero 28,9 28,3 28,9 28,7 30

Febrero 27,8 27,3 28 27,5 28,5
Marzo 25 24,9 24,3 25,5 25,5

Cuadro 2. Tendencia de la temperatura máxima media mensual de enero,febrero y marzo en Viedma, 

Provincia de Río Negro. 
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Figura 6. Tendencia de la temperatura maxima media mensual de enero,febrero y marzo en Viedma.

1965-2010 1965-1980 1981-1990 1991-2000 2001-2010
Enero >40ºC 8,7% 6,2% 0% 0% 0%

Febrero >38ºC 26% 12,5% 30% 30% 40%
Marzo >36ºC 8,7% 0% 0% 30% 10%

Cuadro 3. Probabilidad de ocurrencia de temperaturas máximas absolutas para los meses de enero, 

febrero y marzo en Viedma 

Los resultados parecen ser congruentes con la hipótesis de un aumento de las temperaturas me­
dias, máximas a medida que nos acercamos a la actualidad.

Sin embargo, en el caso de las temperaturas mínimas medias mensuales del mes más frío 
(julio) la tendencia se invierte, y en alguna medida contradice trabajos recientes que indican au­
mentos en la temperatura invernal para la región (Pascale y Damario, 2004 – temperaturas de la 
ciudad de Cipolletti), ya que a medida que la serie particionada en décadas se acerca a la actuali ­
dad, los registros medios mensuales disminuyen (Figura Nº7) y la probabilidad de ocurrencia de  
valores extremos de bajas temperaturas (temperatura mínima absoluta del mes de julio≤ -6ºC) au ­
menta, especialmente en la última década Figura Nº8.

1965-2010 1965-1980 1981-1990 1991-2000 2001-2010
Temp. Min. Julio (ºC) 2,1 2,5 2,5 1,5 1,5

Figura 7. Temperatura mínima media del mes de julio en Viedma, Provincia de Río Negro.
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1965-2010 1965-1980 1981-1990 1991-2000 2001-2010
Prob <-6 ºC 17,40% 6,25% 30% 10% 30%

Figura 8. Probabilidad de ocurrencia de temperaturas mínimas absolutas ≤ - 6ºC en el mes de julio en Viedma, 

Provincia de Río Negro.

Lo expuesto corresponde a una primera aproximación a la problemática planteada. Futuros trabajos 

deberán profundizar lo descripto en la presente contribución que, a pesar de tratarse de una experien­

cia de Cátedra permite obtener una primera caracterización de la variabilidad y de las carencias hídri­

cas regionales así como de los límites térmicos que impone el ambiente nor patagónico en especial a  

las actividades agropecuarias.  
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Prevalencia de asma y síntomas indicadores en tres barrios 

de la ciudad de Bahía Blanca en el marco de una encuesta 

de propósitos múltiples

Carlos Carignano, Lilian Elosegui, Paula Abrego, Silvina Spagnolo, 
Eugenia Esandi, Ramiro Frapichini y Omar Reising
Municipalidad de Bahía Blanca, Área de Epidemiología Ambiental.

Introducción

Las enfermedades respiratorias, y en especial el asma, representan un problema de gran relevan­
cia para la salud pública. Según datos publicados recientemente por la OMS, se estima que a nivel 
mundial, entre 100 y 150 millones de personas podrían estar padeciendo la enfermedad, la que a  
su vez, ocasionaría una mortalidad directa anual de 2 millones de personas. 

El European Community Respiratory Health Survey (ECRHS, 1996), realizado en población 
adulta joven, y el International Study on Asthma and Allergies in Children (ISAAC, 1998) constitu ­
yen las iniciativas internacionales más importantes para al estudio de esta enfermedad. Ambas in­
vestigaciones han puesto de manifiesto una gran variabilidad en la distribución espacial del asma.  
Distintos autores han estudiado la prevalencia de esta enfermedad en Latinoamérica (Barraza y 
col 2001). 

En la Argentina, en un estudio publicado en 1984 se reportó una prevalencia de asma de 5% 
en niños y 3.4% en adultos (Asrilant, 1984). Sobre 12.000 niños encuestados en las ciudades de Ro ­
sario y Buenos Aires la prevalencia estimada para sibilancias en el último año fue de 16.4% para 
los niños de 6–7 años y de 10.9% para los de 13–14 años (ISAAC, 1998). 

En la ciudad de Córdoba sobre 3000 adolescentes encuestados, la prevalencia de asma se es ­
timó en 11.2% (Baena Cagnani y col. 1998). En uno de los estudios más recientes, realizados en va­
rias ciudades de Argentina con la metodología de ISAAC, en una muestra de 2435 niños entre 6–7  
años, la prevalencia de “sibilancias o chillidos en el pecho en el último año”,  fue de 15%. Sin em­
bargo, se observó una gran variabilidad en la frecuencia de este síntoma, en un rango que iba de 
5.6% en Balcarce a 35.3% en Tucumán (Salmún y col 1999; Burney 1999). Teniendo en cuenta que 
se aplicó la misma metodología, otros factores, como por ejemplo los ambientales, podrían expli­
car esta variabilidad. Si bien está claramente establecido el efecto deletéreo que tienen los conta ­
minantes ambientales sobre la función respiratoria, la relación  causa–efecto  con la aparición de 
asma es aún motivo de gran debate (Burney, 1999). Distintos contaminantes del aire exterior y del  
interior en los hogares se han relacionado con la aparición de esta enfermedad y/o con el agrava ­
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miento de sus síntomas. Como contaminantes del aire exterior merecen citarse a aquellos genera­
dos por la actividad industrial o por la combustión de los motores del parque automotor. Se ha re­
lacionado también la ocurrencia de epidemias de asma en Barcelona con la contaminación por  
material particulado originado en la descarga de soja en el puerto. (Tobías y col 1999)

En nuestra ciudad, se ha observado un sostenido incremento del parque automotor, que 
creció en 25.000 vehículos en los últimos 8 años (CTE, 2002), hecho que coincidió con un importan­
te desarrollo de las industrias relacionadas con la actividad petroquímica (Indicadores de Activi­
dad Económica, 2001). Estas empresas se encuentran en las proximidades del puerto, donde tam­
bién se ubican los silos pertenecientes a distintas empresas granarias. En 1998 el municipio imple ­
mentó el Programa Aire y Salud con las metas primordiales de conocer la calidad del aire y su im­
pacto en la salud de la  población. Se constituyó el Comité Técnico Ejecutivo (CTE), al que se dotó 
de la aparatología necesaria para la medición de contaminantes, y se creó el área de Epidemiolo ­
gía Ambiental. 

El monitoreo de la calidad del aire evidenció valores de partículas (PM 10) por encima del  
nivel  permitido por ley, en la zona próxima al puerto y polo petroquímico y de monóxido de car­
bono, óxido nitroso y óxido de azufre en el área céntrica (CTE, 2002). Todos estos  contaminantes 
han sido relacionados con asma e infecciones respiratorias (WHO, 2000; Andrae y col 1988; Laor y 
col. 1993; Yang y col 1998). En este sentido, en un estudio descriptivo de las consultas ambulato­
rias en dos hospitales públicos y 47 unidades sanitarias de la ciudad, pudo observarse un incre­
mento sostenido en el porcentaje de las consultas por asma respecto al total de consultas de Clíni­
ca Médica y Pediatría, hallazgo que fue más evidente en las zonas cercanas al puerto y parque in­
dustrial (Programa Aire y Salud, 2000). 

En una encuesta que empleó la metodología utilizada en el ISAAC realizada en toda la ciu­
dad en escolares de 6–7 años, se observó una prevalencia de asma de 4.3% (101/2362) y un 13.6% 
de “sibilancias en el último año”. En la zona peri–industrial y del puerto la prevalencia de este sín­
toma fue de 18.7% (52 sobre 278), 5.6% más que el resto de la ciudad (Fiore, 2000). Por estos ante­
cedentes y con la finalidad de generar información a nivel local que contribuya a caracterizar me­
jor el estado de salud de los residentes de la ciudad, el Área de Epidemiología Ambiental decidió  
realizar  una  encuesta  de  propósitos  múltiples.  Se  prefirió  esta  metodología  por  su  mayor 
costo–eficiencia en comparación con otros métodos de observación y exámenes directos; porque 
constituye una fuente complementaria a las estadísticas sanitarias tradicionales y porque permite  
caracterizar la enfermedad tal como es percibida por las mismas personas. 

Por otra parte, al abordar no sólo “el estado de salud” de las personas, sino también otros 
factores sociales, culturales, económicos y ambientales que lo condicionan, permite identificar de­
sigualdades sanitarias en la población y orientar la toma de decisiones que favorezcan a los gru ­
pos de mayor riesgo. En los últimos 50 años, un número creciente de países, incluyendo algunos 
de América Latina y el Caribe han implementado encuestas a nivel nacional para evaluar la salud  
de la población (Sadana y col 2002). 

La encuesta, en una primera etapa, se desarrolló en tres zonas: la zona A, aledaña al área in ­
dustrial–portuaria; la Zona B (ubicada a 2 Km de dicha área) y la Zona C (a 10 km) (Fig 1). Durante  
el año 2003, esta encuesta se realizará en el área céntrica y finalmente, en toda la ciudad. El pro ­
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pósito de la presente investigación fue describir y comparar la prevalencia de asma y síntomas in­
dicadores de esta enfermedad en las zonas descriptas y secundariamente identificar factores que 
podrían asociarse con su ocurrencia. 

Figura 1. Área de estudio en donde se realizó la encuesta. 

Metodología

En junio de 2002, se realizó un estudio de corte transversal en tres barrios de la ciudad: Zona A, B  
y C, considerándose a la proximidad del lugar de residencia respecto al área industrial–portuario  
como medida sustituta de la exposición a la contaminación ambiental. Para la estimación del ta­
maño muestral se utilizaron los datos del censo del año 1991. En cada zona, se realizó un muestreo  
por conglomerado con submuestreo, en el que las Unidades de Primer Etapa fueron las manzanas.  
Dentro de éstas se seleccionaron las viviendas, tomándose a todas las unidades de análisis de cada 
vivienda seleccionada. Para determinar la cantidad de manzanas y viviendas se calculó la cantidad  
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Condiciones Climáticas

Clima templado y de transición

Temperatura media = 15.3  °C ( 8.2 –43.7)

Humedad relativa media = 68%

Precipitación media = 603 mm

Presión atmosférica media = 1013.9 milibares

Velocidad media del viento = 14.8 Km por hora 

(Dirección predominante del NNO). 



necesaria de personas a encuestar, estimación que fue realizada en forma independiente para  
cada barrio. Para el cálculo del n se decidió utilizar el supuesto de máxima indeterminación (p = q 
= 0.5); un error absoluto de 3% (ER < 10%) y un nivel de confianza del 95%. La fórmula empleada 
para el cálculo del tamaño de muestra fue:

  

Los tamaños muestrales estimados para cada barrio fueron: Zona A = 1754; Zona B = 1244; Zona C = 
1809. Posteriormente se estimó la cantidad de viviendas teniendo en cuenta el promedio de habi­
tante por vivienda (3,5 aproximadamente– Encuesta Permanente de Hogares). Este cálculo se rea­
lizó dividiendo n/promedio de habitantes por viviendas: Zona A: 505 viviendas; Zona B = 400 vi ­
viendas y Zona C = 503. La unidad de muestreo fue la persona residente en los barrios menciona­
dos, pero el respondente de la encuesta (individuos “proxys”) fue el adulto responsable en cada  
una de las viviendas seleccionadas por el muestreo. 

La encuesta fue realizada por 20 entrevistadores entrenados para tal fin. Se utilizó un cues­
tionario estructurado construido ad–hoc, que contuvo 4 secciones: I. Características demográficas 
del encuestado y su grupo familiar; II. Características de la vivienda; III. Variables relacionadas 
con la atención de la salud y cobertura; IV. Presencia de Enfermedades y Consumo de Medicamen­
tos. Los datos recolectados con relación a la morbilidad específica fueron obtenidos a través de 
una pregunta abierta inicial, seguida de preguntas cerradas específicas para síntomas y enferme­
dades respiratorias; consumo actual de medicamentos; trastornos digestivos; enfermedades car­
diovasculares; enfermedades de la piel; síntomas o enfermedades relacionados con el aparato au­
ditivo y enfermedades neoplásicas. 

La presencia de enfermedades fue referida por las personas en forma espontánea en res­
puesta a la pregunta abierta: “¿Presenta  alguna enfermedad crónica o recidivante?” o en respuesta a 
las preguntas cerradas específicas para el grupo de enfermedades respiratorias. En el siguiente  
cuadro se presenta la definición utilizada para “enfermedad respiratoria”. 

Se consideró que la persona presentaba una enfermedad respiratoria (ER) cuando 
refería presentar por lo menos una de las siguientes categorías: 
1. Presencia de Síntomas Indicadores de Asma (SIA): Cuando refería por lo menos 
uno  de los siguientes: a) Presencia de 3 ó 4 síntomas (tos, fatiga, silbido y/ó broncoes­
pasmo); b) Presencia de 2 síntomas, debiendo ser por lo menos uno de ellos broncoes­
pasmo o silbido; c) Presencia de 1 síntoma (broncoespasmo ó silbido);
2. Presencia de Asma (A): Referida por la persona ya sea en la pregunta abierta y/o 
en la pregunta cerrada;
3. Presencia de por lo menos una o más de las otras enfermedades respiratorias 
enunciadas en el cuestionario (OER): enfisema, Enfermedad Pulmonar Obstructiva 
Crónica (EPOC), bronquitis y neumonía (referida en la pregunta abierta y/o en la pre­
gunta cerrada);

28 Ambiente, sociedad y producción

n =
N Z2 p q

(N − 1 ) E2 + Z2 p q



4. Presencia de Enfermedad del Tracto Respiratorio Alto (ETRA):  cuando, en la 
pregunta abierta, la persona manifestaba presentar alguna de las siguientes: sinusitis, 
rinitis, resfrío común.
5. Presencia de Enfermedad Respiratoria No Especificada (ERNE): cuando, en la 
pregunta abierta, la persona manifestaba la presencia de una enfermedad respiratoria 
pero cuyo diagnóstico de certeza no podía precisar. 

En todos los casos se utilizó un período de referencia de un año. Como variables indepen­
dientes se consideraron: la edad, sexo, el nivel de educación, ingreso, ocupación, lugar de residen­
cia –barrio–, años de residencia en el barrio y tabaquismo. La edad fue tratada como variable nu ­
mérica continua y como variable categórica (grupos etáreos). El ingreso y años de residencia fue­
ron tratadas como variables numéricas continuas. El nivel de educación se clasificó en las siguien ­
tes  categorías:  (0)  “sin  instrucción”;  (1)  “instrucción  mínima”  (personas  con  primario 
incompleto); (2) “primario” (personas con primario completo o secundario incompleto); (3) “se­
cundario” (personas con secundario incompleto o terciario o universitario incompleto); (4) “ter­
ciario” (personas con secundario completo y universitario incompleto); (5) “universitario” (perso­
nas con universitario completo). 

El tabaquismo fue clasificado en: “No tabaquista” (persona que refería no fumar actualmen­
te y en cuyo grupo familiar no había ningún fumador activo); “Tabaquista Pasivo” (persona que 
refería no fumar actualmente pero que convivía en su hogar con una persona fumadora activa †); 
“Tabaquismo activo” (persona que refería fumar en la actualidad‡). Para establecer la significación 
estadística entre variables categóricas y de las diferencias de las prevalencias entre zonas se utili­
zó el Test de 2.  En este último caso, se aplicó también el 2 el para tendencias.  Para la compara­
ción de medias de variables continuas se utilizó el t–test. Para identificar los predictores indepen­
dientes de la presencia de asma y síntomas indicadores se realizó una regresión logística múltiple.  
Todos estos cálculos fueron realizados con el Programa Epi–Info 6.  

Resultados

Se contactaron y aceptaron participar 1399 viviendas, lográndose un n = 4807 personas. El total de  
viviendas visitadas por los encuestadores fue de 1965, debiéndose sustituir 566 viviendas por dife­
rentes motivos (por ejemplo, rechazo a participar, falta de respuesta al llamado del encuestador, 
viviendas deshabitadas). La tasa de respuesta fue mayor en la Zona A (92% vs. 87.4% en Zona B vs.  
84.9% en Zona C). La población de individuos “Proxy” estuvo constituida en su mayor proporción 

† Este categoría se subdividió a su vez en leve o grave, según la cantidad de cigarrillos que fumaba la/s persona/s con  

la que convivía (<5 o > 5 cigarrillos/día, respectivamente).
‡ Este categoría se subdividió a su vez en leve, moderada o grave, según la cantidad de cigarrillos que fumaba las per ­

sona (<10 = leve; 10–20 = moderado; > 20 = grave). 
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por las madres y padres de familia (82% – 1148/1408), siendo las madres el grupo más numeroso  
(55% del total – 771/1408). En la tabla 1 se presentan las principales características de la población  
encuestada en cada uno de los barrios de referencia. 

Características Zona A
(n = 1754)

Zona B
(n = 1809)

Zona C
(n = 1244)

Significación 
Estadística

Edad en años (media ± DS)
Cantidad por grupo etáreo
Niños y adolescentes (%)
Adultos - >18 y <65 años – (%)
Gerontes - > 65 años- (%)

34.5± 21.8

29.1% (510)
60.4% (1058)
10.6% (186)

33.97± 21.7

30.5% (552)
59.6%(1077)
10.0% (180)

40.83±33.2

20.5% (255)
60.3% (751)
19.1% (238)

< 0.001 †

Sexo (% mujeres) 50.3% (882) 51.9% (939) 51.8% (644) NS ¶

Años de Residencia (mediana– RI)* 15 (19) 14 (18.5) 18 (24.8) < 0.001 **

Grado de Instrucción (> 18 años)
S/ Instrucción o Mínima
Primario
Secundario
Terciario
Universitario

n = 1280
5.0% (64)

57.1% (731)
31.1% (398)

5.0% (64)
1.8% (23)

n = 1294
7.4% (96)

49.1% (635)
35.4% (458)

5.4% (70)
2.7% (35)

n = 1008
7.3% (74)

41.9% (422)
39.3% (396)

7.9% (80)
3.6% (36)

< 0.001 ¶

Ingreso en $ (<18 años e ingreso > 0)
Mediana (Rango Intercuartílico) 

n = 404
400 (425)

n = 310
400 (395)

n = 212
390 (212) NS 

Tabaquismo
No tabaquista 
Tabaquista Pasivo 
Tabaquista Activo

43.3% (760)
32.2% (564)
24.5% (430)

45.7% (827)
33.4% (605)
25.6% (319)

57.5%(715)
25.6%(319)
16.9% (210)

< 0.001 

Referencias: 
† = Para la comparación de medias de tres muestras independientes se utilizó ANOVA;¶ = Para la comparación de propor 

ciones de tres muestras independientes se utilizó la prueba de 2  ; * = Como la distribución de la variable era marcada 

mente asimétrica, se utilizaron la mediana y el rango intercuartílico como medida de tendencia central y de dispersión, 

respectivamente; ** = Para la comparación de la distribución de esta variable se utilizó el Kruskal–Wallis. 

Tabla 1. Características demográficas de la población de estudio  

Las enfermedades respiratorias, junto con las cardiovasculares, fueron los tipos de enferme­
dades  más  frecuentemente  reportadas  por  la  población  encuestadas  (10.4% -498/4807  IC95% 
[9.54%–11.26%] y 9.3% –445/4807– IC95% [8.48–10.12], respectivamente). Tanto las enfermedades 
respiratorias, como las dermatológicas y los trastornos del oído presentaron una prevalencia ma­
yor en Zona A con relación a las otras zonas, siendo estas diferencias estadísticamente significati ­
vas. En el caso de las enfermedades respiratorias y de la piel se encontró también una tendencia 
positiva estadísticamente significativa al disminuir la distancia del barrio al complejo industrial 
(Tabla 2). 
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Zona C
(n =1244)

Zona B
(n = 1809)

Zona A
( n = 1754)

Significación 
Estadística

Enfermedades Prev OR Prev OR Prev OR X 2 de 
tendencias

X 2

Respiratorias 6.6% (82) 1.00 8.7% (157) 1.35 14.8% (259) 2.45 <0.001 <0.001
Cardíacas 2.8% (35) 1.00 2.4% (44) 0.86 2.2% (38) 0.76 0.26 0.52
HTA 8.8% (110) 1.00 8.0% (144) 0.89 7.0% (122) 0.77 0.06 0.16
Digestivas 6.4% (79) 1.00 6.6% (120) 1.05 5.8% (101) 0.90 0.45 0.54
Piel 6.0% (75) 1.00 6.5% (118) 1.09 8.7% (152) 1.48 0.009 0.004
T. Oído 4.8% (60) 1.00 4.0% (73) 0.83 6.0% (105) 1.26 0.09 0.027
Cáncer 1.0% (13) 1.00 0.8% (14) 0.74 1.2% (21) 1.15 0.58 0.43

Tabla 2. Prevalencias de las distintas enfermedades referidas según barrio.

La presencia de SIA y asma fueron los tipos de enfermedades respiratorias referidos con 
mayor frecuencia por toda la población (4.8% –230/4807– y 3.3% –157/4807–, respectivamente), 
sin embargo, en el caso de los SIA, existió una gran variabilidad en su distribución según la edad 
de las personas (Figura 1). Estos síntomas fueron más prevalentes en los niños (7.7%; 60/778) se­
guidos por las personas mayores de 65 años (5.8%; 35/104); en el caso del asma, la distribución por 
edades fue más uniforme, con un ligero predominio en los menores de 18 años (3.8%; 49/1268). La  
distribución por sexo fue similar tanto para asma como para SIA, con un ligero predominio en el  
sexo masculino, aunque estas diferencias no fueron estadísticamente significativas (3.5% vs. 3.1% 
-P = 0.46- y 5.0% vs. 4.5% -P = 0.42, respectivamente). 

Figura 1. Distribución de casos de Asma y SIA según grupos etáreos.

Se observó una tendencia mayor de SIA y asma con la disminución de la distancia del barrio 
al complejo industrial, aunque sólo en el caso de los SIA esta tendencia fue estadísticamente signi ­
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ficativa (Tabla 3) y presentó una evidente consistencia en los resultados de los distintos análisis 
estratificados por sexo, edad, nivel educacional y tabaquismo (Tabla 4). 

Tipo  de  Enfermedad 
Respiratoria

Zona C
(n = 1244)

Zona B
(n = 1809)

Zona A
(n = 1754)

Significación 
Estadística†
(Valor P)PP ‡ OR PP ‡ OR PP ‡ OR

SIA (total) 2.3% (29) 1.00 4.1% (74) 1.74 7.2% (127) 3.19 <0.001
SIA (1) 1.0% (12) 1.00 1.7% (31) 1.79 3.3% (58) 3.51 <0.001
SIA (2) 1.0% (13) 1.00 1.1% (20) 1.06 1.8% (32) 1.76  0.05
SIA (3) 0.1% (1) 1.00 0.7% (13) 9.00 1.3% (22) 15.79 <0.001
SIA (4) 0.2% (3) 1.00 0.6% (10) 2.30 0.9% (15) 3.57 0.028
ASMA 2.9% (36) 1.00 3.2% (57) 1.06 3.6% (64) 1.24 0.28

Tabla 3. Prevalencias para cada tipo de enfermedad respiratoria.

Considerando en forma independiente los dos síntomas indicadores de asma, “broncoespas­
mo”  fue reportado con mayor frecuencia: de las 230 personas que presentaron SIA, 163 (70.8%)  
refirieron presentar “broncoespasmo”, mientras que 115 (50%) declararon presentar “silbidos”.  
La prevalencia en toda la población  de “broncoespasmo o silbidos en el pecho en el último año” 
en  las  edades  de  6–7  años  y  de  13–14  años  fue  6.5% –7/108–  IC95% [1.85%–11.14%]  y  3.16% 
–5/158–  IC  95%  [0.3%–6.06%],  respectivamente.  En  el  caso  del  asma,  la  prevalencia  fue  2.7% 
–3/108– IC95% [0%–5.75%] en el primer grupo y 2.5% –4/158– IC95% [0.1%–4.93%] en el segundo. 
En los niños de 6–7 años residentes en la zona A la prevalencia de sibilancias y broncoespasmo fue  
de 9.3% –4/43–IC95% [0.62%–18.48%] y no se declararon casos de asma. 
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Prevalencia SIA Prevalencia Asma
Zona C Zona B Zona A SE Tend. Zona C Zona B Zona A SE Tend.

Sexo 
Hombres 2.0% 4.9% 7.2% <0.001 2.3% 3.6% 4.1% 0.07
Mujeres 2.6% 3.3% 7.3% <0.001 3.4% 2.8% 3.2% 0.84
Edad (años)†
 <12 2.8% 7.9% 10.6% 0.003 5.0% 2.4% 4.2% 0.98
12–18 1.8% 3.6% 7.0% 0.022 3.5% 3.1% 5.0% 0.43
18–35 1.3% 2.2% 2.8% 0.15 2.9% 2.4% 3.7% 0.44
35–65 2.7% 3.7% 8.2% <0.001 2.5% 3.4% 3.5% 0.39
>65 2.9% 5.6% 9.7% 0.003 2.1% 5.6% 1.6% 0.89
Nivel Instrucción 
S/Instrucción 2.3% 6.4% 10.5% <0.001 3.7% 2.3% 3.6% 0.92
Primario 2.3% 4.0% 7.9% <0.001 2.9% 3.2% 3.2% 0.76
Secundario 3.0% 2.3% 3.6% 0.57 2.5% 3.8% 4.6% 0.11
Terciario 0.0% 1.4% 3.1% 0.11 2.5 2.9% 1.6% 0.73
Universitario 2.8% 2.9% 4.3% 0.75 5.6% 0.0% 4.3% 0.66
Tabaquismo
No tabaquistas 2.0% 4.7% 5.7% <0.001 3.6% 4.0% 2.2% 0.12
Tabaquistas pasivos 2.2% 3.6% 8.9% <0.001 2.2% 3.0% 5.3% 0.011
Tabaquistas activos 3.8% 3.4% 7.9% 0.010 1.4% 1.6% 4.0% 0.029

Ref: † La edad y el tabaquismo se presentaron con menor número de categorías para facilitar la lectura de los resultados  

Tabla 4. Significación estadística de la tendencia de casos de SIA y Asma según zona en los análisis estratificados según 

las principales variables demográficas. 

En la Figura 2 se representa la distribución de la presencia de SIA según grupos etáreos conside­
rando categorías de 5 años, en donde puede observarse que la tendencia mayor de casos en la 
Zona A ocurrió en prácticamente todas las edades. 

Figura 2. Frecuencia de SIA según edad y barrio
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En el caso del asma, esta tendencia no fue tan uniforme: la mayor frecuencia de casos según 
barrio fue diferente en los distintos grupos etáreos (Figura 3). 

Figura 3. Frecuencia de Asma según edad y barrio.

Si bien la prevalencia de SIA y asma fue mayor en Zona A, la proporción de personas en tra­
tamiento fue más elevada en los otros dos barrios. En el caso de SIA, en Zona C, 82.8% (24/29) de 
las personas afectadas declararon recibir tratamiento; 81.1% (60/74) en Zona B y sólo un 62.2% 
(79/127) en Zona A (Valor P = 0.006). Del grupo de personas que refirieron presentar asma, en  
Zona C el 72.2% (26/36) declararon recibir tratamiento, 70.2% (40/57) en Zona C y sólo 50% (32/64) 
en Zona A (Valor P = 0.028). De las personas que refirieron SIA,  14.8% (34/230) declararon el tipo  
de medicamento utilizado y de los que refirieron asma, el 35% (33/157).

Se identificaron por medio del análisis multivariado, distintos factores de riesgo indepen­
dientes asociados a la presencia de SIA y  de asma. Como puede observarse en la tabla 5, las perso­
nas residentes en Zona A presentaron 2,4 veces más riesgo de presentar SIA que aquellas que resi ­
dían en Zona C; el riesgo en Zona B también fue mayor al de Zona C, aunque menor al observado 
en Zona A. Esta asociación con el lugar de residencia no fue observada en el caso del asma. De las  
restantes variables demográficas, se constató asociación entre SIA y tabaquismo (las personas con 
exposición pasiva y activa al tabaco evidenciaron un riesgo mayor de presentar SIA) y entre SIA y  
educación (las personas con menores niveles de instrucción evidenciaron un riesgo mayor de pre ­
sentar SIA que aquellos con niveles más elevados). En el caso del asma, la prevalencia fue indepen­
diente de todas las variables demográficas consideradas en el análisis. Con respecto a la comorbili­
dad, la presencia de SIA se asoció con la presencia de ERNE, OER y enfermedad cardíaca.  En el  
caso del asma, esta asociación solo fue evidente para OER. Como era esperable, se observó asocia­
ción entre SIA y asma. 
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Variables
independientes

SIA Asma
OR* IC 95% SE (Valor P) OR IC 95% SE  (Valor 

P)
Lugar de Residencia†

Residencia en ZONA A
Residencia en ZONA B

3.05
1.67

1.93–4.85
1.03–2.71

<0.001
0.037

0.98
0.94

0.62–1.54
0.59–1.48

0.94
0.80

Cobertura Médica‡
Poseer cobertura pública
Poseer cobertura mixta

1.00
1.08

0.63–1.61
0.74–1.59

0.96
0.66

1.26
0.92

0.77–2.08
0.60–1.42

0.34
0.72

Edad 1.00 0.99–1.00 0.69 0.99 0.98–1.00 0.18
Sexo masculino 1.01 0.74–1.36 0.93 1.10 0.78–1.56 0.56
Exposición al tabaco 1.14 1.04–1.25 0.003 0.92 0.82–1.02 0.14
Nivel de instrucción 0.61 0.50–0.75 <0.001 1.18 0.97–1.43 0.08
ERNE 7.11 3.12–16.19 <0.001 0.28 0.03–2.28 0.23
ETRA 2.02 0.80–5.04 0.13 0.004 0.00–2143 0.42
OER 9.31 5.78–14.99 <0.001 3.60 1.90–6.10 <0.001
Enfermedad Cardíaca 6.80 3.88–11.91 <0.001 0.44 0.14–1.33 0.14
Enfermedad de la Piel 1.57 0.96–2.55 0.067 1.10 0.60–2.02 0.74
Enfermedad Digestiva 1.36 0.80–2.31 0.24 0.63 0.03–1.38 0.25
Asma 12.95 8.49–19.7 <0.001
SIA 12.30 8.00–18.89 <0.001

Referencias: * OR ajustado (estimado en la regresión logística); † Se consideró como referencia al barrio de Zona C (se asu 

mió que por su mayor distancia al complejo industrial presentaba menor riesgo de exposición a la contaminación). ZONA A: 

Zona A. ZONA B: Zona B. ‡ Se consideró como referencia el poseer cobertura privada. 

Tabla 5. Factores de riesgo independiente de SIA y Asma 

Discusión

La presencia de SIA fue el trastorno respiratorio más frecuentemente reportado y superó de manera  
considerable la prevalencia de asma, tal como se observa en otros estudios. A diferencia del asma,  
cuya ocurrencia fue relativamente uniforme, la manifestación de SIA presentó una gran variabilidad  
en su distribución espacial y por edad. Respecto a la edad, la distribución observada fue de tipo bi ­
modal, con un predominio de casos en niños y gerontes. En la población infantil es esperable encon­
trar una mayor prevalencia de esta sintomatología y en ancianos este mayor porcentaje podría atri­
buirse  a  otros  tipos  de  enfermedades  respiratorias,  como  EPOC  y/o  enfisema,  frecuentemente  
sub–diagnosticadas. La distribución por sexo, tanto para asma como para SIA fue similar a la obser ­
vada en otros estudios (Lau y col 1998; ISAAC, 1998). La distribución espacial de estos trastornos,  en  
el caso de los SIA, evidenció además de diferencias en las prevalencias entre las zonas, una tenden ­
cia  positiva  estadísticamente  significativa  al  disminuir  la  distancia  del  barrio  al  complejo 
industrial–portuario. A pesar de que no puede descartarse la presencia de sesgos o de factores de  
confusión como explicaciones posibles de esta tendencia, es probable que la misma sea real. La lla ­
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mativa consistencia en el hallazgo de esta misma tendencia en los múltiples análisis estratificados 
realizados teniendo en cuenta las principales variables demográficas, avala esta presunción. Asimis ­
mo, el barrio fue uno de los factores de riesgo independientes asociados a la presencia de SIA. 

Existen distintas explicaciones para esta asociación. Si bien este estudio no utilizó un diseño 
apropiado para la identificación de los factores de riesgo de la morbilidad por asma, la exposición 
de las personas residentes en la zona A a contaminantes como material particulado (PM10) podría 
ser considerada como una posible explicación. Estos incrementos en el material particulado fue­
ron atribuidos principalmente a la actividad de las industrias granarias en la zona portuaria.  Dis­
tintos autores han demostrado el efecto que poseen estos contaminantes sobre la función respira­
toria y síntomas de bronquitis (Ostro y col 1998; Braun y col 1997). Otros estudios  relacionan es ­
pecíficamente la morbilidad por asma y la actividad cerealera en puertos o la presencia de silos  
(Castellsagué y col 1995; Anto y col 1986; Anto y col 1993). En un estudio realizado en la ciudad de  
Córdoba, Argentina, se observó una correlación positiva estadísticamente significativa entre los 
resultados de las IgE específicas a soja, trigo y maíz y las pruebas cutáneas y, entre éstas y la ocu­
rrencia de síntomas clínicos (Lerda y col. 2001). 

No se puede descartar la responsabilidad de otros contaminantes, aunque las mediciones in­
diquen que no superan los valores permitidos en esa zona.  

Otros resultados que refuerzan la posibilidad de un efecto en la salud por la presencia de 
contaminantes ambientales es el hallazgo de la tendencia antes mencionada en el grupo de ETRA,  
como la rinitis y, en las enfermedades de la piel (OPS, 2000).  La comorbilidad encontrada en el  
análisis multivariado entre SIA y trastornos de la piel y ERNE refuerzan esta presunción. 

Aún cuando los resultados obtenidos sugieren fuertemente la presencia de una relación en­
tre SIA y contaminación ambiental, limitaciones propias del diseño del estudio limitan la posibili­
dad de demostrar una relación causal. 

Existe una controversia acerca de cuál es la prueba de oro para la medición de la prevalen­
cia de asma (Peat y col. 2001). La utilización de cuestionarios es una metodología altamente atrac ­
tiva porque es costo–eficiente y resultan de gran utilidad para la descripción de la carga de la en ­
fermedad en la población. Sin embargo, la referencia de SIA  está sujeta a una gran variabilidad ya  
que no sólo depende de la existencia objetiva de estos síntomas y su percepción por parte de la  
persona, sino también de factores relacionados con su reporte, como por ejemplo, el error al re ­
cordar problemas de salud y la tendencia a las quejas. En el caso del asma, esto se agrava, debido a 
un subdiagnóstico de la enfermedad por parte de los profesionales de la salud, especialmente en  
los casos leves o incipientes (Rohini y col 1998). Otra fuente de imprecisión en la información re­
cabada podría ser su obtención a través de individuos “proxy” (Uriel y col 1998). A pesar de esta  
limitación, en este estudio los respondentes fueron en su mayoría el jefe o jefa de familia.

La comparabilidad de los resultados de este estudio con los obtenidos por otras investiga­
ciones (método ISAAC) se encuentra limitada por diferencias en el diseño. El instrumento emplea­
do fue construido ad–hoc, aunque se utilizaron como referencia las preguntas contenidas en el ins­
trumento del ISAAC. La modalidad utilizada limitó el uso de cuestionarios específicos para estudio  
del asma como el mencionado. Una definición sintomática que se agregó fue “broncoespasmo” 
dado que es el término habitualmente utilizado en el contexto local por los profesionales de la sa­
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lud.  Esta presunción se corroboró posteriormente con los resultados de la encuesta,  en los que se  
evidenció que “broncoespasmo” había sido el síntoma indicador más frecuentemente referido. 
Este aspecto debería ser tenido en cuenta en nuestra ciudad en las adaptaciones culturales de ins­
trumentos ya validados y específicos para la enfermedad; pudiendo extenderse a otros lugares en  
los que se perciba la utilización del mismo término. 

Estos resultados permitieron caracterizar la situación actual de la morbilidad por asma en 
las tres zonas e identificar su mayor magnitud en la Zona A, sugiriendo alguna relación entre la 
presencia de SIA y la contaminación ambiental. Esta asociación debe ser corroborada por estudios  
que empleen otros tipos de diseños más apropiados para determinar causalidad. Sin duda, la evi ­
dencia generada es suficiente para decidir la implementación de medidas preventivas y un refor­
zamiento de los controles ambientales que regularmente se realizan en las industrias petroquími­
cas y granarias. Estos resultados definen una línea de base, que contrastada con los resultados de 
investigaciones futuras permitirán identificar tendencias de incremento o disminución del asma 
y/o de los síntomas indicadores de la enfermedad en estas zonas y evaluar así el impacto de las  
medidas implementadas. 
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Calidad de vida relacionada con la salud en niños, niñas 

y adolescentes de la ciudad de Bahía Blanca

Carlos Carignano, Lilian Elosegui, María Paula Abrego, 
Silvina Spagnolo, Eugenia Esandi y Silvina Berra
Municipalidad de Bahía Blanca, Área de Epidemiología Ambiental

Introducción

En los últimos años, se ha revalorizado una nueva forma de concebir la salud basada, principal ­
mente, en la evaluación del bienestar y en la percepción del propio sujeto. En este marco, los estu ­
dios sobre  Calidad de Vida Relacionada con la Salud (CVRS) constituyeron un aporte fundamental  
para la evaluación de la salud de las personas. El enfoque empleado es de tipo multidimensional, 
en el que no sólo se jerarquiza la salud física, sino también la psicológica y social.  

Estos estudios han sido especialmente útiles en el caso de la niñez y la adolescencia. Estas  
etapas representan  períodos de gran vulnerabilidad, especialmente sensibles a factores favora­
bles y desfavorables del entorno y con un comportamiento variable ante los determinantes de sa­
lud.  A pesar de ello, con elevada frecuencia, y en particular, en el caso de los adolescentes, sus ne ­
cesidades no ocupan un lugar prioritario en la formulación de las políticas públicas o en la agenda 
del sector salud, lo que incrementa su vulnerabilidad. En estos grupos, el estado de salud está pro ­
fundamente influido por el estado de ánimo, por el apoyo social con el que cuentan y por los me­
canismos para afrontar diversas situaciones conflictivas, tan propias de esta etapa de la vida. Por  
ello, toda evaluación de su salud que sólo se centre en la presencia o no de enfermedades, sería in ­
suficiente o parcial.  Una  evaluación de su bienestar físico, psicológico y social permitiría identifi ­
car a aquellos pre–adolescentes y adolescentes en situación más desfavorable e implementar in­
tervenciones más oportunas. 

Los estudios de CVRS en niños, niñas y adolescentes son relativamente recientes. En 2001,  
un grupo colaborativo internacional condujo el proyecto Kidscreen–521 que permite evaluar la 
CVRS en niños, niñas y adolescentes de 8 a 18 años de edad. Fue desarrollado para ser auto–admi­

1 Existen otras dos versiones del cuestionario: Kidscreen–27 (versión reducida del Kidscreen–52, con una pérdida mí­

nima de información y con buenas propiedades psicométricas, evalúa 5 dimensiones) y  Kidscreen–10 (desarrollado  

a partir del Kidscreen–27, los resultados del análisis Rasch proporcionan un índice global unidimensional de CVRS 

que consite en 10 ítems que representa suficientemente a los perfiles más  extensos del Kidscreen).
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nistrado tanto en sanos como en enfermos. Se implementó en Europa y Estados Unidos, está vali­
dado internacionalmente y ha sido adaptado para Argentina.

La evaluación de la CVRS en la niñez y la adolescencia, a través de estos instrumentos, per­
mitiría aplicar un enfoque que no sólo considera la multi–dimensionalidad del concepto salud,  
sino que también se basa en los derechos de los niños y la noción de equidad. Por otra parte, a  
partir del estudio de la CVRS en distintos grupos, es posible analizar la manera en que ésta varía,  
por ejemplo, de acuerdo al género o al nivel socioeconómico.

El propósito fue contribuir al conocimiento del estado de salud de esta población y colabo ­
rar con el diseño de acciones orientadas a mejorar la asistencia y optimizar programas de preven ­
ción y promoción.

Objetivos

• Caracterizar la CVRS de niños, niñas y adolescentes de 8 a 18 años, escolarizados de la ciu ­
dad de Bahía Blanca.

• Analizar la relación entre variables sociodemográficas y la CVRS percibida.

Población y métodos

Entre abril y agosto de 2008, se realizó un estudio sobre la CVRS en escolares de 8 a 18 años, apli ­
cando el instrumento Kidscreen–52 validado para Argentina. A los efectos de este estudio se deli­
mitan dos estratos etareos: niños de 8 a 12 años y preadolescentes y adolescentes de 13 a 18 años.  
Este estudio, de corte transversal se realizó en escuelas públicas y privadas de la ciudad. 

Para la estimación del tamaño muestral se utilizaron los datos correspondientes a la matrí ­
cula escolar de 2008. Para la selección de la muestra se empleó un muestreo por conglomerados en 
dos etapas. Las unidades de muestreo de la primera etapa fueron los establecimientos educativos  
estratificados por delegación2. Las unidades de muestreo de la segunda etapa, fueron los alumnos 
de esos establecimientos, estratificados por sexo y edad. Se consideró un intervalo de confianza 
del 95% y un error máximo estimado para los parámetros de 0,02 (2%). Para el cálculo del tamaño  
total de la muestra se estimó una tasa de no respuesta del 20% y un error de diseño que consideró  
un efecto de diseño (deff) de 3. 

Para que la muestra quede bien distribuida por delegaciones y edades,  se estratificó de 
acuerdo a la participación de la matrícula de cada categoría en el total. La muestra final estuvo  
constituida por 5236 niños, niñas y adolescentes. 

2 Las delegaciones municipales son divisiones administrativas que engloban a un conjunto de barrios a cargo de un  

responsable comunal.
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La unidad de muestreo fue el niño, la niña o el adolescente, cuyos padres dieron su consen­
timiento y autorizaron por escrito la participación en el estudio. La encuesta, realizada por cuatro  
encuestadores entrenados para tal fin, fue anónima y voluntaria. 

El instrumento Kidscreen–52 contempla diez dimensiones: bienestar físico, bienestar psico­
lógico, estado de ánimo, auto–percepción, autonomía,  relación con los padres y vida familiar, 
apoyo social y relación con los pares, ambiente escolar, aceptación social o bullying 3 y recursos 
económicos.

Las encuestas fueron editadas y los datos cargados por un único data–entry en una base de 
datos diseñada para la investigación. La descripción de la CVRS se realizó de acuerdo a la meto­
dología propuesta por la organización Kidscreen. Se calcularon puntajes Rash para cada una  
de las dimensiones, los cuales son transformados en valores con una media de 50 y un desvío  
estándar de 10 (esta decisión fue arbitraria y se basó en los puntajes observados en los estu ­
dios  realizados  en la  población europea).  A  mayor  puntuación mayor  calidad de vida  (Ra­
vens–Sieberer y col 2007).

Se considera que valores menores a 40 (X   –1DS) indicarían puntuaciones bajas (2) (en 
los gráficos, las puntuaciones menores a 40 se identifican con un recuadro rojo claro) y valo ­
res entre 40 y 45 (X –1/2DS), como puntuaciones intermedias (en los gráficos, estas puntua­
ciones se identifican con un recuadro amarillo).

Se estimaron las puntuaciones medias de las dimensiones del KIDSCREEN–52 según la  
edad, el sexo, la escala FAS4 y delegación de residencia y se estimó la magnitud del efecto me­
diante el cálculo de las diferencias de medias estandarizadas (d= tamaño del efecto). Se esta­
bleció que valores del tamaño del efecto entre 0,2 y 0,5, representaban diferencias mínimas;  
entre 0,51 y 0,8, moderadas y mayores de 0,8 grandes. 

Con el propósito de identificar las características relacionadas con niños/as y adoles ­
centes con peor percepción de su CVRS se analizó la relación entre la presencia de percep ­
ción baja (presencia de puntuación menor 40 vs. puntuación ≥ 40) y variables secundarias. La  
significación estadística de la relación se estimó mediante la prueba de  χ2.  Para estimar el 
efecto independiente de cada variable se empleó la regresión logística múltiple. 

3 “El hostigamiento o bullying se define como el comportamiento prolongado de insulto verbal, rechazo social, intimidación psico ­

lógica y/o agresión física de un/os niños hacia otros que se convierten en víctimas” (Zysman y cols.,  2006. Equipo Bullying Cero 

Argentina – Grupo CIDEP).

4  FAS: Familiar Affluence Scale. Mide el bienestar económico familiar en función de diferentes variables.
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Resultados

Descripción de la población
De los 5236 niños, niñas y adolescentes seleccionados el 86% completó la encuesta. No contestaron  
por estar ausentes el día de la realización de la encuesta, 509 y por no contar con la autorización  
de sus padres, 224.  De los restantes, sólo 15 rechazaron completar el cuestionario. De los 4488 en­
cuestados, se excluyeron 84 por tener más de 18 años. De la población incluida, 44%  tenían entre  
8 y 12 años y 56%  entre 13 y 18 años. Se visitaron 28 establecimientos educativos primarios y 18  
secundarios, públicos y privados de la ciudad. El cuestionario fue aceptado y contestado con com ­
placencia por los niños, niñas y adolescentes, con menor dificultad para estos últimos.

En la Tabla 1 se describen las características socio–demográficas de los grupos de edad con­
siderados. 

CVRS en niños y adolescentes
En comparación con los adolescentes, los niños y niñas presentan puntuaciones medias más eleva­
das en las distintas dimensiones de la CVRS, con excepción de la dimensión referida a aceptación  
social (bullying) – (puntuación media (DS) en adolescentes 46 (10) vs. 45 (11) en niños y niñas; d = 
–0,12).  Las diferencias a favor de los niños son importantes en las dimensiones: “ambiente esco­
lar”, “bienestar físico” y “bienestar emocional” (d =  1,09, 0,81 y 0,78, respectivamente) (Tabla 2).

El problema de “bullying” es muy frecuente. En niños, es más frecuente que en adolescen­
tes; el 39,7% de los niños y el 33,7% de las niñas lo padecerían (valor P < 0,001); OR crudo = 1,3 
[1,14–1,47]. 

La CVRS según edad y género
No se observan diferencias según género en la niñez. La percepción sobre su CVRS es similar en 
niños y niñas.
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En contraste, en el caso de los adolescentes, las mujeres presentan puntuaciones más bajas 
en 8 de las 10 dimensiones del Kidscreen: en dos de las dimensiones, “auto–percepción” y “bienes ­
tar físico”, las diferencias son de magnitud moderada. De los cuatro grupos –niños, niñas, adoles­
centes varones y adolescentes mujeres–, los niños y las niñas constituyen el grupo con una mejor 
valoración de su CVRS, las adolescentes mujeres son las que presentan las puntuaciones más bajas  
(Figura 1).

Ref. El valor 50, representado en una línea roja, indica el valor estándar mencionado.

Tabla 1. Principales características de la población de estudio
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Ref: en verde se indican las dimensiones con puntuación más alta, en rojo las de valor más bajo y en negrita, las dimensiones 

en las que se observan diferencias por edad. 

Tabla 2. Puntuaciones medias (desviación estándar) de las dimensiones del KIDSCREEN–52 según grupo etáreo.

Figura 1. Puntuaciones medias de las dimensiones del KIDSCREEN–52 en niños, niñas, adolescentes
varones y adolescentes mujeres.
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A pesar de que tanto los niños como adolescentes de niveles socioeconómicos más bajo (FAS 1)  
presentan puntuaciones medias más bajas en todas las dimensiones, las diferencias con las pun­
tuaciones medias correspondientes a los estratos medio y alto fueron pequeñas o no significativas,  
a excepción de la dimensión relacionada con la percepción sobre la capacidad financiera de la fa­
milia. Este resultado se observa tanto en niños como en adolescentes. 

Puede observarse también que las dimensiones que presentan puntuaciones más altas y más 
bajas tanto en niños como en adolescentes son las mismas en los tres estratos socio–económicos. 

Al estratificar este análisis por edad y sexo, puede observarse que la percepción sobre la  
CVRS tiene un patrón similar en los tres estratos socio–económicos  en los 4 grupos analizados  
(niños, niñas, adolescentes varones y adolescentes mujeres).

En general, la dimensión que posee una puntuación más alta es la misma en todos los estra­
tos socio–económicos, a excepción de los niños. En este grupo, los niños de los estratos socio–eco­
nómicos más altos puntuaron más alto en la dimensión “apoyo social y relación con pares”, mien­
tras que aquellos de los estratos bajo y medio lo hicieron en la dimensión “bienestar emocional”. 

Algo similar sucede con la dimensión peor percibida. En los 4 grupos tiende a ser la misma en 
los tres estratos socio–económicos, a excepción de los adolescentes varones. En este grupo, los estra­
tos más altos otorgan una puntuación más baja a la dimensión referida a “aceptación social”, mien ­
tras que en los estratos bajo y medio, la valoración más baja corresponde a “ambiente escolar”. 

CVRS según lugar de residencia 
La CVRS presentó un patrón de respuestas similar en las distintas delegaciones en las que residen  
los niños y adolescentes encuestados. Tanto en niños (Tabla 3) como en adolescentes (Tabla 4), 
las dimensiones mejor y peor percibidas fueron las mismas. 

Dimensiones  
del Kidscreen–52

Centro
Harding 

Green
Las Villas Norte Ing. White Noroeste Villa Rosas

Bienestar Físico 53,98 53,03 53,46 53,44 56,23 53,33 52,7

Bienestar Emocional 56,27 56,46 55,82 55,92 56,88 56,17 56,48

Estado de Ánimo 50,03 47,9 48,28 48,46 47,01 48,24 47,8

Auto–percepción 55,52 54,9 53,49 54,2 52,77 54,53 51,81

Autonomía 53,54 53,38 52,5 53,54 54,57 53,18 53,14

Relación con los padres 55,43 54,75 53,67 54,33 52,91 53,13 52,64

Apoyo Social 57,92 55,2 55,41 55,94 57,62 54,95 55,86

Ambiente Escolar 58,25 57,02 56,2 57,22 54,77 57,12 57,99

Aceptación Social 45,96 45,73 44,72 44,4 40,76 44,73 44,64

Recursos Económicos 49,44 47,64 47,93 47,51 50,03 46,62 47,45

Ref: en verde se indican las dimensiones con puntuación más alta, en rojo las de valor más bajo.

Tabla 3. CVRS (puntuación media) en niños según la delegación de residencia.
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Dimensiones 
del Kidscreen–52

Centro
Harding 
Green

Las Villas Norte
Ingeniero 
White

Noroeste Villa Rosas

Bienestar Físico 46,28 47,27 44,73 45,45 46,04 46,08 44,26

Bienestar Emocional 49,19 49,29 48,74 48,74 49,48 48,31 47,81

Estado de Ánimo 44,65 44,21 44,25 44,82 41,79 43,87 43,94

Auto–percepción 48,74 49,84 48,95 50,78 48,95 49,07 50,02

Autonomía 48,79 48,3 49,51 48,98 50,45 48,4 49,53

Relación con los padres 49,19 49,17 47,44 48,29 47,44 47,46 47,86

Apoyo Social 54,53 54,44 53,53 54 53,65 53,57 54,65

Ambiente Escolar 46,91 46,87 45,92 46,15 44,88 46,11 46,7

Aceptación Social 46,22 47,9 45,4 46,27 44,74 46,27 45,54

Recursos Económicos 50,03 50,01 46,74 47,51 46,97 45,95 46,8

Ref: en verde se indican las dimensiones con puntuación más alta, en rojo las de valor más bajo

Tabla 4. CVRS (puntuación media) en adolescentes según la delegación de residencia.

El caso de Ingeniero White –zona portuaria industrial– merece un comentario aparte. Los 
niños/as y adolescentes de esta delegación presentan los valores más bajos de todos en las dos di ­
mensiones peor percibidas. Tanto en el caso de “aceptación social” en los niños, como “estado de 
ánimo” en los adolescentes, los valores fueron los más bajos observados. En ambas situaciones las 
puntuaciones medias se encuentran en valores próximos a 40. Un 62% de los niños residentes en  
Ingeniero White presentan valores < 40 en la dimensión “aceptación social” (bullying), mientras 
que 44% de los adolescentes de esta delegación presentan valores < 40 en la dimensión “estado de 
ánimo”. 

Discusión

Los niños y las niñas poseen una mejor percepción de su  CVRS en comparación con los adoles­
centes, en particular en las dimensiones ambiente escolar, bienestar físico y bienestar emocional. 
Estos resultados se corresponden con los observados por Tebe  y col. (2008) y Aymerich y col. 
(2005), en España. Esta peor percepción adolescente seguramente se relaciona con la mayor com­
plejidad propia de esta etapa evolutiva, caracterizada por un ritmo acelerado de crecimiento y 
cambio, durante la cual los adolescentes adoptan nuevas responsabilidades, experimentan nuevas 
formas de hacer las cosas, reclaman con impaciencia su independencia y se cuestionan a sí mis­
mos y a los demás, al advertir las complejidades y matices de la vida (UNICEF, 2002).

La valoración del entorno escolar fue la que presentó las puntuaciones más altas entre los  
niños y las niñas. Ello ratifica la transcendencia que este ámbito posee en el desarrollo infantil, en  
el que los niños/as no sólo incorporan conocimientos sino también la manera de vincularse con 
sus pares y con las autoridades. En la infancia, el entorno escolar constituiría un factor clave a te­
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ner en cuenta, no sólo como medio para garantizar el derecho a la educación, sino también como 
medio en el que se promueve el bienestar físico, el bienestar emocional y en definitiva, la calidad 
de vida de los niños y las niñas. 

En la adolescencia, se observa una situación inversa. La dimensión ambiente escolar presen­
tó una de las puntuaciones más bajas. Si bien esta diferencia podría en parte explicarse por el pro­
pio comportamiento adolescente, cabe también preguntarse cuál es el rol de la escuela y su con­
tribución específica en este sentido. Cada escuela debería reflexionar acerca del marco que deter­
mina los vínculos propios de su comunidad educativa y la manera en que los distintos actores de 
esta comunidad ejercitan su rol y se relacionan entre sí. 

En contraste, la relación con los pares adquiere una significancia particular. Esta dimensión 
también presentó valores elevados en los niños, pero en el caso de los adolescentes fue la dimensión  
de puntuación más alta y la única que se encontró por encima de la media. En la adolescencia, el grupo 
de pares constituye uno de los ejes alrededor del cual se estructura y modela el comportamiento ado­
lescente. Los pares influyen positiva o negativamente en la manera en la cual el adolescente piensa, se 
comporta y/o toma decisiones. En una encuesta sobre los comportamientos y percepciones de adoles­
centes realizada en Bahía Blanca y Puan en el año 1997, más del 40% de los adolescentes refirió que 
“estar con los amigos” era la actividad preferida en su tiempo libre (Nigro y col 2004). 

De todos los grupos analizados, las adolescentes mujeres son las que poseen la peor aprecia­
ción respecto de su CVRS, siendo el bienestar físico y la auto–percepción  las dos dimensiones con 
una valoración marcadamente desfavorable. Resultados similares se observaron en estudios reali­
zados en España, Chile y Colombia (Urzua y col 2009; Tuesca Molina y col 2008). Esta  situación 
constituye una señal de alerta para autoridades sanitarias, ya que indicaría la presencia de facto­
res de riesgo reconocidos para padecer bulimia y/o  anorexia (Stice y col 2002). 

Otro de los resultados que representa una señal de alerta muy intensa es el relacionado con el 
problema del “bullying”. Especialmente, cuatro de cada diez niños y niñas de la ciudad serían vícti­
mas de algún grado de violencia; en Ingeniero White asciende a seis de cada diez. Estos resultados 
representan una frecuencia muy elevada en comparación con lo observado en otros estudios. En el 
estudio de Analitis y col. (2005), la frecuencia de “bullying” fue medida también a través de esta di­
mensión del Kidscreen, encontrándose porcentajes muy variables en los distintos países europeos. 
El porcentaje de niños víctimas de bullying fue de 20,6% para toda la muestra, pero varió desde pre­
valencias de 10,5% en Hungría a 29,6% en el Reino Unido (Pratt y col 2002). Otra investigación reali­
zada en Gran Bretaña, registra que el 37% de los alumnos de colegio primario y secundario admiten 
haber sufrido bullying, por lo menos 1 vez por semana (ABRAPIA). En Bahía Blanca, en el año 2007, 
se realizó un estudio cuyo objetivo fue estimar la frecuencia de bullying en instituciones escolares 
de Bahía Blanca, Benito Juárez y Puan. En este caso, la presencia de bullying se midió por medio del 
instrumento adaptado de Cuestionario Sobre Intimidación y Maltrato Entre Iguales CIMEI, Avilés 
1999, reportándose una frecuencia de 20%. Es probable que las diferencias en las prevalencias pue­
dan explicarse por diferencias metodológicas, pero igualmente son llamativas. 

La dimensión estado de ánimo presentó puntuaciones más bajas  entre los adolescentes.  
Nuevamente, la Delegación de Ingeniero White mostró los valores más bajos en comparación con 
el resto de la ciudad. A pesar de evidenciar un fuerte localismo, la baja puntuación probablemente  
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se deba, entre otros factores, a un estado de tensión y angustia de su población por el riesgo de un  
accidente industrial, como los escapes de  amoníaco y cloro ocurridos en los años 2000 y 2001, res ­
pectivamente. Los olores desagradables y ruidos molestos permanentes, como las deficiencias de 
infraestructura (casas agrietadas y zonas anegadas en los días lluviosos) contribuirían a incremen­
tar esta situación.

La variable nivel socio–económico no parece modificar sustancialmente la percepción sobre 
la CVRS en niños, niñas y adolescentes de ambos sexos. Diversos trabajos realizados sostienen la 
idea del efecto homogeinizador de la escolarización, que se refleja en una menor desigualdad en la  
salud percibida según la clase social durante la niñez y la adolescencia.

En los adolescentes la construcción de su propia identidad esta vinculada a la relación que 
establecen con sus pares, que sustituye al mundo familiar. Se debe intervenir en su continuo desa­
rrollo hacia la edad adulta, en una sociedad que, generalmente, no muestra modelos adecuados y 
se imponen falsos valores a través de la propaganda comercial.

Las contradicciones en el núcleo de la familia y los valores compartidos tienen una confron­
tación permanente. La crisis en el seno familiar, los afecta provocando stress, depresión y falta de  
expectativas de vida. Los acelerados cambios económicos, la inequidad y la falta de igualdad de 
oportunidades dificultan la movilidad social.  El alcoholismo, el tabaquismo, el uso de drogas ile­
gales y las enfermedades de transmisión sexual, como la pandemia de HIV, plantean considerables  
desafíos que instan a reestablecer valores y conductas saludables.

Conclusiones

Los  niños  y  las  niñas  puntuaron  más  alto  en  todas  las  dimensiones,  excepto  en  “aceptación  
social”. Las diferencias más notorias se encuentran en las dimensiones “ambiente escolar”, “bie­
nestar físico” y “bienestar emocional”.

En el grupo de 8 a 12 años, la puntuación más alta fue “ambiente escolar” y la más baja fue 
“aceptación social”. En el grupo de 13 a 18 años, la puntuación más alta fue para “aceptación so­
cial y relación con los pares” y, la más baja para “estado de ánimo”.

El bullying es más frecuente en el primer grupo etáreo con mayor porcentaje entre los niños.
Las mujeres adolescentes presentaron puntuaciones bajas en 8 de las 10 dimensiones, espe­

cialmente “auto–percepción” y “bienestar físico”.
En la localidad de Ingeniero White, las dimensiones “aceptación social” en los niños y “esta­

do de ánimo” en la adolescencia presentaron los valores más bajos comparados con los del resto 
de la ciudad.

En general, el nivel socioeconómico parece no influir en la percepción de la CVRS.
Las características sociodemográficas de la población encuestada, indica un mayor porcentaje  

del sexo femenino, de alumnos que concurren a establecimientos públicos, de padres y madres con  
estudios secundarios y terciarios o universitarios, de un nivel socio–económico intermedio a bajo, y  
el lugar de residencia que prevalece en la zona céntrica de la ciudad y la Delegación Las Villas.
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En niños, la dimensión referida a “ambiente escolar” es la que presenta puntuación más  
alta; en adolescentes la dimensión mejor valorada se relaciona con “apoyo social y relación con 
los pares”. En niños, la dimensión referida a “aceptación social o  bullying” es la que presenta la 
puntuación más baja; la dimensión mejor percibida se refiere al “ambiente escolar”.

La dimensión “ambiente escolar” es la mejor percibida en las niñas, mientras que en los ni­
ños lo es el “apoyo social y la relación con los pares”. En adolescentes, tanto en mujeres como va ­
rones, el “apoyo social  la relación con los pares” es la dimensión mejor valorada. 

En niños y niñas, la dimensión “aceptación social” es la que presenta la puntuación más  
baja. En adolescentes mujeres la percepción del “estado de ánimo” recibió la menor puntuación,  
mientras que en varones esto se observa la dimensión “ambiente escolar”.

La dimensión  “ambiente escolar” es la mejor valorada entre los niños y las niñas. En Inge­
niero White se destaca la dimensión “apoyo social” por su alta valoración. La dimensión “acepta­
ción social” asume las puntuaciones más bajas y en Ingeniero White esta dimensión posee valores 
cercanos a la zona de riesgo (40 puntos). La dimensión “estado de ánimo” es la peor valorada por  
los adolescentes. 

La Delegación de Ingeniero White registra el valor más bajo, acercándose a la zona de riesgo 
(40 puntos). Las puntuaciones referidas a la dimensión mejor valorada “apoyo social” son regula­
res en todas las áreas de la ciudad estudiadas.
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Introducción 

El Hidroarsenicismo Crónico Regional Endémico (HACRE), es conocido en extensas regiones del 
planeta, especialmente en algunos países como Estados Unidos, India, Bangladesh, Chile, Argenti­
na, China y México. Las poblaciones han dispuesto de aguas aparentemente potables que, sin em­
bargo, estaban contaminadas con arsénico proveniente de formaciones hidrogeológicas naturales 
subyacentes. Las aguas subterráneas solubilizan en mayor o menor grado los compuestos arseni­
cales  del subsuelo. Al ser extraídas para su consumo en la mayoría de los casos tienen efectos so­
bre la salud humana.

El ejemplo más claro y concreto lo constituye el caso de Bangladesh, donde la utilización de 
aguas subterráneas contaminadas con arsénico condujo a la intoxicación global de más de 35 mi ­
llones de personas.

Estudios realizados en Chile, manifestaron concentraciones de arsénico en el río Tocose de 
hasta 0,80 mg/l de arsénico. Esto provocó casos de HACRE en Antofagasta. En 1970 comienza la  
descontaminación de las aguas logrando reducir  la cifra a 0,08 mg/l.

Las primeras investigaciones en la Argentina realizadas a principios de siglo XX permitie­
ron identificar lo conocido como enfermedad de Bell Ville, ciudad de la llanura cordobesa, donde  
se había observado la mayor cantidad de afectados. A a, el incremento de enfermos dio la pauta  
que la zona afectada era más extensa de lo inicialmente pensado. En el año  1970 se detectaron 
más de 130 localidades donde se consumía agua con elevados porcentajes de arsénico en territo­
rios más allá de los límites jurisdiccionales de la provincia de Córdoba. Hacia finales de 2001, el  
área endémica incluía todo el ambiente chaco pampeano.

Trabajos realizados por el Profesor Doctor Santiago Besuschio (Besuschio, 2005), en la pro­
vincia de Córdoba, auspiciado por la UNESCO, en torno al tema del HACRE es representativo de la  
temática. La zona de la provincia de Córdoba afectada más radicalmente por el hidroarsenicismo 
corresponde al área de llanura pampeana y no a la zona serrana (Río Cuarto, Bell Ville, Marcos  
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Juárez y San Francisco). Se acepta que el basamento cristalino subyacente a la formación aluvional 
de la pampa, está formado por grandes bloques o unidades separadas por líneas de fractura o fa ­
llas longitudinales, cuyos caracteres se van conociendo gracias a los perfiles de perforaciones pro­
fundas. La dislocación de estas unidades ha permitido su afloramiento por elevación de las Sierras  
de Córdoba y su hundimiento hacia el este, el que se efectuó en forma de escalones cubiertos por 
enormes depósitos aluvionales. 

Los primeros hallazgos de arsénico en las aguas fueron seguidos de determinaciones más 
precisas de trazas de elementos por activación neutrónica, confirmando exceso de arsénico, sele­
nio, uranio y molibdeno en la provincia de Córdoba. Los movimientos del subsuelo han obstaculi­
zado el drenaje de la superficie y capas subyacentes, determinado la salinidad del agua.

El HACRE no se limita a esa provincia, sino que afecta a otras áreas como las pertenecientes  
a la provincia de Chaco, Salta, Santiago del Estero, Santa Fe, San Luis, La Pampa, Buenos Aires y  
Río Negro. 

A su vez, a escala regional, se han desarrollado investigaciones al respecto. En la localidad 
de Coronel Dorrego (Provincia de Buenos Aires), un estudio sobre el agua que consume la pobla­
ción urbana, llevado a cabo por el Departamento de Agronomía de la Universidad Nacional del Sur  
y profesionales de CONICET, reveló que sólo un 16,5% de las muestras obtenidas carecían de la 
presencia de arsénico. De las restantes más del 50% poseen valores que llegan a los 0,50 mg/l. Por  
su parte el flúor se reconoció en la totalidad de las muestras. Más del 90% de ellas mostró valores 
superiores a los límites de tolerancia propuestos para las aguas potables. Solamente el 3% de las 
muestras presentó valores aptos para el consumo humano según el Código Alimentario Argentino, 
mientras que solo el 2% no observó restricciones de ningún tipo.

Las enfermedades derivadas del consumo de agua contaminada, representan un problema 
de gran relevancia para la salud pública. 

El flúor existe en forma natural en el agua y en alimentos, en forma de fluoruro. Las concen­
traciones más altas se relacionan con aguas subterráneas. A bajas concentraciones no se recono­
cen efectos adversos. El fluoruro que se absorbe se distribuye por el organismo, depositándose en 
huesos y dientes. La eliminación es urinaria y los efectos nocivos están determinados por el enlace 
con calcio. La Organización Mundial para la Salud (WHO) en las Normas Internacionales para Agua 
Potable, establece un valor guía de 1,5 mg/l.

Con respecto a las manifestaciones clínicas,  pueden ser:
 Agudas: naúseas, vómitos, dolor abdominal, diarrea, gastroenteritis hemorrágica, he­

pato y cardiotoxicidad, nefritis tóxica aguda.
 Crónicas: moteado de dientes, esqueléticas (tipo osteosclerótico y osteoclástico), afec­

tación sistémica (anemia, trastornos digestivos, alteración renal, alteración de glucóli­
sis con afectación muscular).
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El arsénico, es un metaloide presente en el suelo, agua, aire y alimentos. Se encuentra en to ­
dos los organismos vivos, aunque no es esencial para el hombre. La intoxicación alimentaria por  
arsénico, se relaciona con los residuos de los plaguicidas, los aditivos alimentarios, la ingesta de  
productos marinos, la destilación ilegal de bebidas alcohólicas, y por la contaminación natural y 
artificial de agua de consumo. 

Las alteraciones vasculares periféricas como acrocianosis y síndrome de Raynaud son mani­
festaciones comunes en algunas regiones (Enfermedad del Pie Negro de Taiwán). También atravie­
sa la placenta dando lugar a recién nacidos de bajo peso con malformaciones y/o toxicidad fetal.  
Por otra parte, es un carcinógeno reconocido (piel, hígado). Las  manifestaciones clínicas son:

 Intoxicación aguda:  vómitos y diarreas coleriformes,  y sensación quemante en todo el 
tubo superior.

 Intoxicación crónica: disminución de apetito, debilidad, naúseas, vómitos, diarrea, males­
tar gástrico y anemia.

La localidad de General Daniel Cerri (Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires) y sus alrede­
dores no escapan a esta problemática. Los  análisis del agua de algunos pozos de la zona rural  (Al ­
férez San Martín, Sauce Chico y Paraje la Hormiga), realizados por la Cooperativa Eléctrica del lu ­
gar, demostraron la presencia de flúor, arsénico y bacterias, con valores superiores a los permiti­
dos por el Código Alimentario Argentino, siendo para  Flúor: 1,2mg/l y para Arsénico: 0,05 mg/l.  
Cabe aclarar que la Organización Mundial para la Salud establece un límite máximo permitido de  
concentraciones de arsénico de 0,010 mg/l. Por otra parte, es dable destacar que la población resi­
dente en el lugar se dedica a tareas hortícolas y carece de cloacas y provisión de agua de red. 

Las autoridades municipales de salud y medio ambiente, deciden realizar un estudio para 
determinar la calidad del agua de los pozos y el estado de salud de la población apuntando, especí­
ficamente,  al probable impacto por el uso de agua contaminada.

El presente trabajo tiene por objetivos conocer la composición físico química y bacteriológi­
ca del agua de los pozos, y el estado de salud de la población.

Materiales y métodos

En mayo y junio de 2005,  tomando como base el censo de 2001 y con la colaboración de personas  
conocedoras del lugar, se efectuó un estudio de corte transversal, por modalidad de encuesta de 
propósitos múltiples, en hogares, en la zona rural (Sauce Chico y Alférez San Martín ) de la locali­
dad de General Daniel Cerri, partido de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires. Encuestadores  
entrenados visitaron todas las viviendas del sector. Un adulto responsable respondía las pregun­
tas sobre todo el grupo familiar. Se utilizó un cuestionario elaborado ad–hoc y utilizado en  en ­
cuestas previas, al que se agregaron preguntas cerradas sobre síntomas y/o enfermedades asocia­
das a arsenicismo o fluorosis. Conjuntamente, dos inspectores del Departamento de Bromatología 
municipal, tomaron muestras del agua de los pozos, para su posterior análisis en el laboratorio.  
Para todas las características y sustancias, se consideraron los valores máximos permitidos por el  
Código Alimentario Argentino actualizado, Ley 18284, Decreto 2126, Capítulo XII, Art. 982: Agua 
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Potable de Suministro Público de Uso Domiciliario. Los datos fueron cargados por dos data entry, 
en un programa diseñado para estas investigaciones.

En una segunda etapa, el grupo de trabajo se abocó a la certificación de caso y a la compro ­
bación de la exposición individual.  Por tal motivo personal municipal de las áreas de Bromatolo ­
gía y Salud recorrieron el sector para tomar muestras de orina en aquellas personas que en la en­
cuesta hubieran referido alguna enfermedad asociada a arsénicismo y/o fluorosis, y residiese en el 
sector hace más de cinco años. Los análisis pueden realizarse en sangre, orina o en cabellos por  
métodos diversos. Las valoraciones de mayor importancia corresponden a cabellos y orina. Para  
esta investigación se seleccionó el método por absorción atómica por generación de hidruros en 
orina.

Resultados

Fueron censados 82 hogares, 309 personas (148 mujeres y 161 hombres), y analizados 54 pozos de 
agua. La tabla 1 describe las variables independientes: sexo, lugar de nacimiento, educación, ocu­
pación, cobertura social y lugar de atención. Cabe destacar los altos porcentajes referidos a la au­
sencia de cobertura social (81.92%) y ocupación privada en tareas hortícolas (29,77%). 
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TOTAL

Variables Independientes 309 Personas %

Sexo
Masculino
Femenino 

161
148

52.1%
47.89%

Lugar de Nacimiento
Bahía Blanca
Cerri
Pcia. Buenos Aires
Países limítrofes
Resto

164
4

36
50
52

53.07%
1.29%

11.65%
16.18%
16.82%

Educación Completa (>18)
Primario
Secundario
Terciario
Universitario

73
26
5
4

23.62%
8.41%
1.61%
1.29%

Ocupación
Empleado Privado
Empleado Público
Programa Empleo
Pasante
Ama de casa
Cuenta Propia 
Trabajador s/salario
Otra ocupación
Desempleo
Jubilado–Pensionado
Estudiante

92
4
1
0

28
7

24
0
9
3

92

29.77%
1.29%
0.32%

0
9.06

2.26%
7.76%

0
2.91%
0.97%

29.77%

Cobertura Social
Posee 
No posee

58
251

18.77
81.22

Tabaquismo
Inhalan humo
No inhalan humo

74
235

23.94
76.05

Tabla 1: Características de los hogares censados, General Daniel Cerri.

La Tabla 2 muestra los porcentajes de acceso al agua y disposición de excretas en las viviendas 
censadas. En cuanto a la disposición de excretas solo un 35.36% (29/82) posee pozo ciego y cámara 
séptica.
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Acceso al Agua

Por cañería dentro de la vivienda
50%

(41/82) 

Disposición de excretas

Sólo pozo ciego Pozo ciego + cá 
mara séptica

Sin sistema de dis 
posición

44,28%
(32/82)

35,36%
(29/82)

19,51%
(16/82)

Tabla 2: Acceso al agua y disposición de excretas (N= 82 viviendas) en la localidad de General Daniel Cerri, Bahía Blanca.

La Tabla 3 refleja el uso exclusivo de las fuentes de suministro de agua y consumo. La mayor parte  
de la población accede a fuentes de riesgo y 86.73%.

Agua de consumo (309 personas)

Perforación, surgente, arroyo o aljibe Agua de red exclusivamente

268/309 86,73% 41/309 13,26%

Uso de fuentes de provisión de agua

Perforación con bomba o motor Red pública por transporte propio

48/82 58.53% 29/82 35.36%

Tabla 3: Uso de fuentes de provisión de agua y consumo en la localidad de General Daniel Cerri, Bahía Blanca.

En la Tabla 4, el análisis físico químico de las muestras de agua realizadas evidencia que el 70, 37%  
poseen  arsénico  y  flúor.  El  análisis  microbiológico  excede  los  parámetros  permitidos  en  un 
77.77%. 

Análisis de agua %

Análisis Físico–Químico

Exc. Flúor 2 3,7

Exc. Arsénico 6 11,11

Ambos 38 70,37

Análisis de agua %

Análisis microbiológico
No Cumple 42 77,77

Cumple 12 22,22

Tabla 4: Muestras de agua (N= 54 pozos) para el análisis de los datos.
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La Tabla 5 revela que un 79.47% de las personas accede agua contaminada con ambos com­
ponentes o con uno de ellos.

Con F, As o ambos*
79,47%

213/268 

Con bacterias 
(E. Coli–Pseudomona spp)

Junto a otros contaminantes
65,29%

175/268 

Sólo contaminada con bacterias 76,86%
206/268

*As: Media 0.25mg/l; Moda 0.1mg/l F: Media 4.77 mg/l/Moda 1.8 mg/l

Tabla 5: Uso de agua Contaminada (N = 268 personas) ) en la localidad de General Daniel Cerri, Bahía Blanca

La Tabla 6 resume aquellas enfermedades o síntomas referidos por los personas que consumían 
agua de riesgo contaminada con arsénico y/o flúor. 

Por otra parte, la encuesta permitió recabar otro tipo de datos. Por ejemplo, con respecto a la 
exposición a productos tóxicos un 16% (49/309) manifiesta estar expuesta, especialmente a venenos. 

213 Personas

Enfermedades de Piel* 25 11.73%

Otras enfermedades** 76 35,68%

*Incluye: Prurito, Acrocianosis, Queratodermia.

**Incluye: Alteraciones dentarias, Sensación de hormigueo en extremidades, Dolores o envaramiento de co­

lumna, Poliartralgias, Rigidez articular.

Tabla 6: Enfermedades o Síntomas Asociados a F y/o As en la localidad de General Daniel Cerri, Bahía Blanca.

Enfermedades
En el orden de las enfermedades, se detectaron 10 casos de chagas (3.23%), y 3 casos de tuberculo­
sis (0.97% ). 

No se hallaron diferencias significativas entre las prevalencias de las enfermedades Cardio­
vasculares, respiratorias, endocrino–metabólicas, gastrointestinales y las prevalencias encontra­
das en la población de la ciudad.

Análisis de orina (n=12)
Se realizaron doce análisis de orina en pacientes seleccionados por el tiempo de residencia en la 
zona y por los síntomas referidos. En cinco de ellos, se encontraron valores de As y F entre 45 y 90  
mg/gr de creatinina.
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Conclusiones

La mayoría de la población es gente joven con pocos años de residencia en el lugar.
El análisis del agua de los pozos revela que la mayoría de estos posee exceso de Flúor, Arsé­

nico y bacterias (Escherichia coli y/o  Pseudomona). Más de la mitad de la población que consume 
agua contaminada refiere algún síntoma o enfermedad asociada a F y/o As. A pesar de ello, en un 
primer análisis no se encontró asociación entre exposición y enfermedad. Es probable la influen­
cia de sesgos de información. La imprecisión sobre la cantidad y el tiempo de uso de agua conta­
minada, los valores hallados de los contaminantes, y los síntomas no específicos manifestados, re ­
lacionados con As y F, abonan esta presunción. La hipótesis de que todos están o estuvieron ex­
puestos es posible, teniendo en cuenta la migración regional. La comprobación de casos, el conoci ­
miento más aproximado a la realidad de la exposición individual y el análisis multivariado, permi­
tirán contar con datos más confiables sobre la existencia o no de asociación.

Salvo los casos de Chagas y TBC, no se encontró ninguna enfermedad con una prevalencia  
superior a la de la población general.

La falta de cobertura social y la asistencia casi exclusiva en las instituciones públicas de la  
salud, hacen necesario optimizar los programas existentes, modificando la táctica y la estrategia 
en el sector. 

Recomendaciones
• Provisión de agua potable a las familias, a cargo de la municipalidad. 
• Asesoramiento para la construcción de pozos y cámaras sépticas.
• Programa de Educación Sanitaria y entrega de instructivos.
• Examen clínico y análisis específicos para las personas expuestas.

Logros
Se extendió la provisión de agua de red en Sauce Chico hasta la EGB Nº 44, y se instaló una planta  
potabilizadora por ósmosis inversa en la EGB Nº 41, para abastecer la misma y la zona de Alférez 
San Martín. De esta forma se provee a los vecinos de agua potable a través de un circuito de distri ­
bución, a cargo de la delegación municipal de la localidad.

Por los resultados en salud, el móvil sanitario del Centro de Salud General Cerri visitó los  
hogares cuyos habitantes demostraron carencias asistenciales o inaccesibilidad al sistema. 
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Hay un concepto que después fue tomado en una convención muy importante que se desarrolló en 
el año ’92, que fue la Cumbre de Río. En esta reunión internacional es donde aparece normativiza­
do, consagrado como una noción vinculante para los países, el concepto de desarrollo sustentable.

El ambiente preocupó antiguamente, preocupó siempre, lo que sucede es que se lo vinculaba  
con las cuestiones de salud. Los romanos, ustedes saben, contaban con un sistema de acueductos  
muy importante, pero no se trataba de una cuestión ambiental sino de preservación de la salud.

En la Biblia, incluso, podemos encontrar también referencias,  por ejemplo al cuidado de  
bosques. 

Pero verdaderamente la conciencia de protección del ambiente se instaló en la sociedad,  
surgió como una cuestión de interés de la comunidad, después de la Segunda Guerra.

¿Por qué después de la 2º Guerra?  Por que fue entonces cuando fueron diezmados los recur­
sos a un grado increíble, si bien se tuvo una dimensión más aproximada de la devastación produ­
cida cuando cuando debieron iniciar el proceso de recuperación.

La exigencia de reiniciar un proceso industrializador, y –más aún– la necesidad de alimen­
tar a la población hambrienta, llevó a la reflexión. “Bueno –dijeron–, si explotamos el ambiente en  
la forma que la situación demanda,va a ser algo verdaderamente irracional, por eso tenemos que  
preocuparnos por conservarlo”.

Es entonces cuando comienza a nacer la idea de proteger jurídicamente al ambiente, de dic­
tar normas que luego conformarían esta rama joven del Derecho, como lo es el derecho ambiental. 

¿Cuándo hablamos de  derecho ambiental?  Cuando instrumentamos normas legales  para 
proteger el ambiente. Lo hemos consagrado en leyes, en documentos, en instrumentos que sean 
reconocidos como válidos por las personas que los suscriben.

El primero de ellos de mayor reconocimiento y alcance es la declaración de la Conferencia  
en Estocolmo, celebrada en al año 1972.

Luego, 20 años después, se realizó la Cumbre de la Tierra –en Río de Janeiro–, siguió la reu­
nión en Johannesburgo el año 2002, y otra destacada en el año 2009,en Copenhague, si bien esta  
última conferencia internacional –muy importante– constituyó un verdadero retroceso en mu­
chos aspectos importantes.

Lo que vemos es una brevísima introducción al concepto de derecho ambiental. Sabemos lo  
que es el ambiente, sabemos que el ambiente naturalmente se degrada por razones de la propia 
existencia e interacción de los seres humanos, y sabemos que a partir de la 2da. guerra se comen ­
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zó a legislar, a decir  “nos tenemos que preocupar por el ambiente porque está vinculado nuestra  
propia subsistencia”. Se vincula al concepto antropocéntrico de ambiente que mencioné al princi­
pio. El ambiente para que nosotros podamos vivir.

Vamos avanzando al motivo central de esta exposición. 

Interrogante 1:

¿Existe legislación ambiental suficiente y adecuada?

Tenemos una legislación que es útil y suficiente. Uno escucha en medios de comunicación, en me­
dios de prensa y en sectores que son críticos, afirmar “nos falta legislación ambiental, no tenemos  
leyes ambientales  adecuadas”.

Eso es lo que me lleva a avanzar en la exposición con diferentes interrogantes.
Uno de ellos es: ¿Contamos con legislación adecuada? 
A partir del año 1994, fue incorporada a la Constitución Nacional la llamada cláusula am­

biental, específicamente en el artículo 41. 
Se trata de una herramienta muy importante  para quienes trabajamos con el Derecho, pero  

también para los que no lo hacen, pero en algún momento deben defender o plantear o llegar a la 
mesa de negociación, de trabajo o de discusión cuestiones vinculadas al medio. 

El ambiente lo tenemos que tener en cuenta como variable. 
Al momento de presentar un proyecto para determinada obra , al diseñar una política de Es­

tado, estemos en el gobierno provincial, municipal o nacional, o inclusive trasnacional también,  
supranacional; a la hora de diseñar un presupuesto, la cuestión económica, la ecuación de una em­
presa ya no puede dejar de tener en cuenta la protección del ambiente porque le va a generar cos ­
tos, y si no atiende en su ecuación económica a lo que es necesario para la protección del ambien ­
te, es probable que en poco tiempo los controles, las infracciones, las multas y en definitiva la  
obligación de adecuarse al sistema, lleve a que surjan problemas en ese punto.  

Entonces tenemos la cláusula del artículo 41 de la Constitución Nacional, los Pactos Interna­
cionales, y luego leyes, decretos y ordenanzas, que son normas de distinta jerarquía.

El artículo 41 de la Constitución Nacional prevé que todos nosotros, todos los habitantes go­
zamos de derecho al ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano. Y para que las 
actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las generaciones 
futuras. Hoy podemos usar lo que tenemos pero debemos pensar en el futuro. Y tenemos el deber  
de preservarlo.

El daño ambiental genera prioritariamente la obligación de recomponer según lo establezca 
la ley. En relación a este punto, el derecho ambiental modificó el enfoque de una enorme cantidad 
de conceptos previos y tradicionales que teníamos anteriormente. En materia de daños, y en lo 
que se ve todos los días,  cuando ustedes –por ejemplo– chocan el auto, inmediatamente piensan 
en el seguro, en la indemnización, en los daños y perjuicios. 
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En el caso del medio ambiente, la prioridad no es resarcir, no es indemnizar por el daño,  
sino procurar volver las cosas al estado en que se encontraban con anterioridad. Eso es recompo­
ner en la medida de lo posible. Es así, entonces, que cuando se verifica un perjuicio al medio am­
biente, el derecho, la ley, la Constitución nos dicen que la obligación de la autoridad pública y  
también de aquel que haya incurrido en un acto contaminante, es recomponer.

Tenemos un segundo párrafo en el artículo 41 que se refiere a las autoridades. Antes hablaba 
de los habitantes. Las autoridades deben hacer lo necesario para que este derecho sea efectivo, así lo 
enuncia: proveer a la protección del derecho a un medio ambiente sano, a la utilización racional de  
los recursos naturales, volvemos al concepto de desarrollo sustentable, a la preservación del patri­
monio natural, cultural, a la diversidad biológica y a la información y educación  ambientales. Estos  
últimos dos términos que utiliza ya la Constitución, son fundamentales, en tanto la legislación infe­
rior no puede desconocer lo establecido por el Texto Superior. Serían inconstitucionales. Los legisla­
dores que se incorporan al Congreso no podrían decidir el desconocimiento de la educación ambien­
tal. La Constitución lo establece y está por encima de toda otra disposición interna.

Y lo mismo ocurre con la información ambiental, vamos a ver que no es suficientemente co ­
nocido el derecho que tenemos de acceder a la información ambiental. Nosotros, ciudadanos co­
munes y corrientes, podemos concurrir a una empresa y decirle: señor, usted me tiene que infor­
mar cuanto descarga; señor, usted, gobierno municipal, provincial o nacional, me tiene que decir 
cuál es el contenido de la evaluación del impacto ambiental de este proyecto que va a llevar ade ­
lante. Esto se está discutiendo ahora en Bahía Blanca con la cuestión de el Dragado, Bahía Blanca  
es una ría y hay un proyecto importantísimo, una inversión que ronda los200 millones de dólares  
para extender el frente portuario  hacia el sector interno de la ría. Allí se encuentra un ecosistema 
que es único en el mundo. Es un humedal, un cangrejal, que así fue reconocido. Los especialistas 
afirman que este proyecto puede comprometer esta zona. Y hay una evaluación de impacto am­
biental que muchos están reclamando conocerla en detalle, es una evaluación de muchas páginas,  
muy importante, muy extensa, proporcional a la inversión que se piensa hacer. Una de las grandes 
quejas por las que se está debatiendo es porque no se tiene al información necesaria y la gente re­
clama el derecho a  conocerla.

Tomemos la Constitución, vamos a mencionar algunos conceptos. Dos años antes de la re­
forma constitucional del `94 se promulga la Ley de Residuos Peligrosos. El dictado de esta ley si ­
guió un criterio estratégico, porque en ese momento interesaba llegar a la Cumbre de Rio del 
´92con una ley ambiental ya aprobada e incorporada a la legislación interna.

Se trata de una ley que se definió con algo de apresuramiento, pero es una buena ley. Es una 
ley mixta, mixta. Tiene contenidos administrativos, establece pautas de control, si se transportan 
residuos, cómo se tienen que transportar, cómo tienen que estar registrados los transportistas, a 
que tipo de residuos se refiere. Excluye de sus prescripciones a los residuos domiciliarios–que lue­
go tuvieron una ley especial–, a los radiactivos –que también cuentan con una regulación específi ­
ca, la Ley 25.018–, y también quedan fuera de ella los residuos derivados de las operaciones de los 
buques. 
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En todos los demás casos esta Ley es operativa. Es de aplicación, inclusive, a los residuos de ­
nominados patológicos, que en el caso de Río Negro se encuentran regulados por una ley especial, 
que incluye referencias a la responsabilidad civil, por daños.

¿Qué sucede con la descarga de efluentes en un rio? 
Cuando se efectúa una descarga contaminante, por ejemplo ,en un río que cruza una ciudad 

unos diez kilómetros más adelante, y perjudica a los vecinos, será necesario recomponer, pero 
también debe resarcirse por ese daño. 

Cuando hablamos de responsabilidad civil, nos referimos al derecho a ser indemnizado por 
los perjuicios causados. 

Hay sanciones de carácter administrativo, por ejemplo, el pago de una multa; y si se sigue 
continúa funcionando mediante procesos que contaminan –por ejemplo, descargando residuos en 
concentraciones indebidas–, podrá clausurarse la fábrica hasta por 60 días, obligándosela a imple­
mentar un sistema que permita liberar efluentes debidamente tratados. 

Es un problema que conocen ustedes en la provincia de Río Negro, en localidades que tienen 
lagos contaminados por descarga de residuos cloacales crudos.

Es importante generar el debate, es necesario educar, conocer, tomar conciencia de la pro­
blemática del medio ambiente. 

¿Saben cuándo nos damos cuenta de las consecuencias de una afectación ambiental? No es  
en lo inmediato. Puede ser en uno, dos, en cinco años. Es poco probable que asumamos el perjuicio  
ahora. 

Se trata de una de las características del daño ambiental, la exteriorización de los efectos  
del acto contaminante, a mediano o largo plazo. 

Lo último que podría destacar dela 24.051,es que consagra un régimen penal, es decir, qué 
conductas son consideradas delitos. 

Él que hace esto, el que contamina con residuos peligrosos está cometiendo un delito, come­
ter un delito significa que el contaminador puede ir preso. 

Otra norma que conviene mencionar, es la Ley de Presupuestos Mínimos. 
¿Qué significa “presupuestos mínimos”? De esa forma se alude a aquellas garantías recono­

cidas por la Ley, que no pueden ser desconocidas por la restante legislación inferior, es decir, de 
orden local.

Tenemos una ley nacional que dice “vamos a tener en cuenta en materia ambiental el prin­
cipio de precaución y el principio de  prevención”. Eso implica que las disposiciones provinciales 
no los pueden dejar de considerar, porque esta ley consagra bases mínimas a partir de las cuales  
es posible comenzar a trabajar, podemos dar mayores concesiones, podemos reconocer más dere­
chos. Pero nunca menos. Eso es un presupuesto mínimo. Es un piso, pero no un techo, para el lo­
gro de un desarrollo sustentable, de la tutela del medio ambiente, de la preservación y protección  
de la diversidad biológica. Acá recordamos la noción de desarrollo sustentable, que, como señala ­
mos, consiste en compatibilizar el desarrollo económico con la protección del ambiente. 

Hay algunos principios que son fáciles de entender, parecen de sentido común, si no estu­
vieran legislados, difícilmente uno podría ignorarlos. Otros, que han sido consagrados expresa­
mente, fue oportuna su mención. Estos principios –que tienen origen en la Declaración de Río de 
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1992, están enumerados en el art. 4 de la Ley 25.675: principio de congruencia, que significa que las 
leyes inferiores deben adecuarse a las otras de superior rango; principio de prevención, que consa­
gra la necesidad de anticiparnos al daño, vale decir, si advertimos que puede llegar a verificarse 
un perjuicio, debo anticiparme  y evitarlo; además, se cuenta con la vía judicial para hacerlo efec ­
tivo. Por ejemplo, sabemos que una empresa va a liberar “X” sustancia que es propia de la activi­
dad de la empresa, una pavimentadora o una  fábrica de acumuladores, que arrojan residuos peli ­
grosos. Esa empresa debe tener previsto un sistema de tratamiento de los desechos. Si no lo tiene,  
podremos interponer una acción de amparo invocando el principio de prevención. 

El otro principio importante es el de precaución, es un ‘comodín’, porque permite actuar aún 
cuando carezca de certeza científica plena acerca de la entidad contaminante de alguna sustancia  
o actividad. Basta con la verosimilitud, con las “sospechas” fundadas.

La operatividad del principio la traducimos en un ejemplo: En el año 2009 concurrieron a la  
Defensoría Federal un grupo de personas refiriendo que “tenemos unas antenas de telefonía celu­
lar en la manzana, al lado esta AYUDALE (Asociación de Ayuda al leucémico), ¿esto no es peligro­
so?” En la justicia provincial habían interpuesto amparo hacia años, aunque sin resultados. ¿Por  
qué razón? Porque si ustedes buscan en Internet, encontrarán una parte de la biblioteca que dice 
que sí, que las antenas generan gravísimos trastornos, y otra parte que dice “yo no estoy seguro  
que sea así”. Los mal pensados dicen que esta segunda mitad de la biblioteca están solventada por  
empresas de telefonía celular. La realidad es que en esta materia ambiental la ciencia está en deu­
da con nosotros. La ciencia nos tiene que dar certeza, pero cuando no tenemos certezas, el princi­
pio precautorio es fundamental para trabajar. La historia de las antenas de telefonía celular es que  
cuando interpusimos el amparo que resultó favorable y ordenó que desinstalen las antenas no 
apuntamos a esto como objeto de la acción, sino a que la autoridad que debería controlarlas, no 
las controlaba, apuntamos al deber de control de la autoridad pública, a quienes han sido elegidos  
electoralmente para que nos representen. Esa autoridad pública tiene a su cargo el deber de velar  
por y de cumplir con los controles. Como nosotros demostramos que esos controles no se estaban  
realizando el amparo tuvo favorable recepción por parte de la autoridad judicial. Pero cuando hay  
que litigar en materia ambiental, ya les digo, el principio precautorio, que no se exija esa absoluta  
certeza, es muy útil. Es diferente a una condena penal, en tanto para poder condenar a alguien 
porque cometió un delito, el beneficio de la duda lo favorece, no es posible condenar a alguien si  
tiene beneficio de la duda. Acá es al revés, invierte la carga de la prueba, cuando tengo la sospe ­
cha, el presunto contaminador tiene  que demostrar que no contamina.

Estos son algunos de los otros principios: equidad intergeneracional, sustentabilidad –se re­
fiere al desarrollo sostenible–, progresividad –que confirma que en materia ambiental no es posi­
ble lograr resultados inmediatos, de un momento para el otro, vamos avanzando de a poco–. En 
realidad la consagración de este principio es algo natural, porque la realidad indica que los objeti ­
vos no se pueden obtener de un día para el otro  educar a la gente en materia ambiental, no se  
puede lograr de un momento para el otro; imponer a empresas controles totales tampoco se ins­
trumentaría de inmediato, es natural que sea progresivo. Otro de los principios es el de subsidia ­
riedad, que alude a la responsabilidad del Estado, que debe velar –y en su caso, responder– por el 
cumplimiento de las normas ambientales. Principio de solidaridad, que implica la existencia de 
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una responsabilidad compartida y concurrente. El principio de cooperación, aplicable básicamen­
te a supuestos de emergencia; es decir que es necesario ayudar en el supuesto de haber ocurrido 
una catástrofe ambiental, y ello, por estar comprometido el interés de todos. Es como cuando al­
guien viene con el auto y encuentra a una persona que se lastimó o accidentó, existe el deber de 
ayudarlo. En ese caso, además, si no ayudamos estaríamos cometiendo un delito. 

Vamos con otro ejemplo: hace unos cuantos años se había anunciado que barcos que trans­
portaban residuos radiactivos iban a venir de Japón cruzando el Atlántico; pasaban el estrecho de 
Magallanes, para llegar a Francia, donde iban a ser tratados. Se generó un movimiento popular  
muy grande, porque pese a no cruzar  por el mar territorial, si el barco se hundía o tenía un per­
cance generaría consecuencias.  Con estos residuos radiactivos, cuyos efectos nocivos no solamen­
te se expanden por varios kilómetros sino que duran en el tiempo, el planteo que se hacía era ¿no  
hay derecho a pedir medidas de resguardo? Esto significa que en materia ambiental no es posible  
atenernos a límites políticos del Estado, en razón de que el daño ambiental se extiende más allá de  
los limites políticos, que son –en definitiva– límites artificiales creados por el hombre. No respon ­
den a los patrones de una situación ambiental. 

El principio de responsabilidad que implica que el que contamina, paga. Y ese resarcimiento 
incluye –por ser materia ambiental– todas aquellas acciones de tipo preventivo y correctivo: pre­
ventivo implica anticiparme a una afectación; correctivo, lo que debo modificar en adelante. 

Este principio de responsabilidad también lo consagra esta Ley General del Ambiente, que 
es una ley vertebral del sistema legislativo nacional en materia ambiental.

Si ustedes avanzan en la lectura del texto la ley, que tiene varios contenidos de diversa índole,  
además de los principios mencionados, van a encontrar referencias a la evaluación de impacto am ­
biental, a la educación ambiental, a la información ambiental –que estaban incluidos en el 2do pá­
rrafo del art 41 de la Constitución Nacional– y al ordenamiento territorial y audiencias públicas. 

Las audiencias públicas constituyen un mecanismo novedoso para nuestro derecho y que es 
importante porque permiten discutir proyectos que pueden llegar a tener –al menos– incidencia 
en la sociedad, y lleva a que las objeciones que se hagan a ese proyecto sean vinculantes; ello, en 
tanto obliga a que quien lleva adelante el proyecto, deba responder fundadamente a esa objeción. 
No es que la audiencia pública sea, como dicen algunos,  un “centro donde se hace catarsis” , don ­
de cada uno viene, dice, se explaya y habla de sus problemas. No es ése el sentido ese de la audien­
cia pública. El sentido es: “venga, expóngame su proyecto, luego nosotros opinaremos, y eventual­
mente formularemos las objeciones que entendamos corresponden. Entonces usted, que va a lle­
var adelante el proyecto, para mantenerlo idéntico va a tener que fundamentar de qué modo des­
carta  la objeción efectuada”. En ese sentido la audiencia pública es vinculante.

Río Negro tiene una importante normativa ambiental no solamente en estos aspectos que 
están mencionados acá en materia de residuos peligrosas, patológicos,  no biodegradables, gestión 
ambiental minera, sino también cuenta con leyes y disposiciones específicas sobre la protección 
de especies vegetales,  especies animales,   explotación  de ciertos sectores y demás. Río Negro 
cuenta con una normativa ambiental muy rica.

Esto nos lleva de la mano a plantear otros varios interrogantes. 
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Interrogante 2:

La cuestión ambiental, ¿Constituye una política de Estado?

La cuestión ambiental constituye una política de Estado, a esta altura debe constituir una política  
de Estado. La pregunta es ¿la tutela del ambiente constituye ciertamente una política de Estado? 

Desde el momento que tenemos una provincia con una legislación ambiental rica, importan­
te, evidentemente en los sistemas provinciales ES una política la situación ambiental. 

En el plano nacional también. Tenemos algunos cuadros que son tomados de publicaciones 
en Internet  la página del organismo nacional de medio ambiente. Son estadísticas que refieren  
por ejemplo: en materia de acceso a la información pública, más allá que fuera discriminado entre  
pedidos de particulares, empresas, periodistas, lo que interesa es que en el año 2004 se reclamó el  
acceso a la información pública ambiental en 190 casos; y que a medida que van pasando los años,  
la gente demuestra un mayor compromiso. Puntualmente, son los actores sociales los que se van 
comprometiendo, toman mayor grado de injerencia, el hecho de que el Estado cuantifique estos 
datos, efectúe un relevamiento, implica que lo están advirtiendo, lo están mirando, y debe supo­
nerse que genera algún tipo de  reflexión posterior. 
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En otro ejemplo, advertimos que los recursos humanos dedicados a la investigación y desa ­
rrollo en esta materia, tienen una tendencia marcadamente creciente. 

Como contrapartida tenemos que hasta el año 2006 ha venido descendiendo la superficie de 
bosques nativos, pero justamente en el año 2007 –ante esa tendencia– se promulga la Ley de Pro­
tección de Bosques Nativos, lo cual permite inferir que se tienen en cuenta las variables y se actúa  
en consecuencia.

El gasto público en ambiente y saneamiento hasta el año 2006, la franja bordó es la que se  
refiere a ecología y medio ambiente, la franja azul es la que se refiere a aguas, aguas potables y de ­
más, la franja clarita es la que suma el total; y si bien vemos que hay alguna baja en el 2001 yen el  
año 2006, estamos en los mismos niveles que en el año ‘97-’98. Recordemos, que en el año ‘92 se 
dictó la ley de residuos peligrosos, que en el año ‘94 se reformó la Constitución, y vemos que en 
esa época hubo una suba, luego una cierta distracción de recursos hacia otros sectores y hacia el  
2006 se ha revertido esa tendencia y la variable ha vuelto a crecer.

Interrogante 3

El sistema administrativo, ¿Es eficaz en esta materia?

Tercer interrogante: ¿Cómo funciona el sistema administrativo? ¿Por qué  hacemos hincapié en el  
sistema administrativo? Quienes estamos en la función sabemos que tan importante como el dic­
tado de normas, es el control de que esas pautas y líneas de acción se cumplan. 

La tarea de control de gestión es fundamental para que esa gestión sea efectiva. Por eso, ve­
rificar si un sistema administrativo es eficiente es un punto central.
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Sabemos, o intuimos, que hay algunas asignaturas pendientes en lo administrativo. Algunos 
sostienen que los controles no son suficientes, otros dicen que hay controles, pero no pasa nada 
porque las sanciones son irrisorias; varios más prefieren seguir trabajando, contaminando, y des­
pués pagar la multa porque lo que produce contaminando le cuesta un precio, y le es más que sufi­
ciente para cubrir el costo de la multa, lo que da cuenta de la incongruencia del sistema. 

En Bahía Blanca se cuenta con un polo industrial petroquímico muy importante y hasta 
hace pocos años existía un solo delegado de la Secretaria Provincial de Medio Ambiente para con­
trolar la totalidad de ese polo petroquímico. De esa manera, parece poco posible que los controles 
sean todo lo efectivos que deberían ser. 

Por lo demás, es necesario que haya autorizaciones y habilitaciones previas. Eso significa 
imponer requisitos para que puedan funcionar. El control anterior y sanciones eficaces ante el in­
cumplimiento normativo. 

La otra arista a la implementación de un sistema administrativo, tiene que ver con que se 
suministre información ambiental, se promueva la participación en las audiencias públicas y se 
difundan desde la educación básica todo lo que tenga que ver con la protección del ambiente.

Interrogante 4

El sistema de justicia, ¿Da respuesta a los conflictos ambientales?

Interrogante 4: ¿Cómo funciona el tema de la justicia? Porque es usual la crítica a la administra ­
ción, pero en el ámbito de la justicia no anda muy lejos el problema. La Ley de Residuos Peligrosos  
instrumenta un régimen penal. Ahora, ¿cuántas condenas se registran desde el año 92? Creo que 
alcanzan los dedos de las manos para constatar las pocas condenas que hubo en materia de  resi­
duos peligrosos. No obstante, esto no es necesariamente indicativo de cómo funciona el sistema, 
porque una sola condena puede ser tan disuasiva y suficientemente ejemplificadora. Normalmen­
te, al que le es indiferente una sanción penal es aquel que recurrentemente comete delitos o viola  
el sistema normativo, eso es algo difícilmente evitable. Ahora, al empresario, al industrial, al res­
ponsable del control que no lo cumple, le genera un “cosquilleo” una condena penal.

En España hay una ‘movida’ desde hace unos años que tiene que ver con los delitos urbanís­
ticos, que acá, en Argentina, todavía no tenemos.

¿Qué son los delitos urbanísticos? Construir en lugares que no se debe construir o más de lo  
que se debe construir. ¿Por qué? Porqué es turísticamente rentable. Entonces edifican tremendos 
complejos en lugares que están preservados. Resulta que cuando se daban cuenta, el complejo está 
terminado y funcionando. Bien, la legislación española primero autoriza la demolición; pero ade­
más de ello lo mencionaba como ejemplo porque detectaron  un mecanismo novedoso para evadir 
la ley, que consiste en que el funcionario público que debe dar autorización para la construcción, 
no la da, no se expide. 
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El empresario que quiere llevar adelante esa construcción presentó planos, proyecto, pre­
sentó todo,  y el silencio de la administración en determinado tiempo permite presumir un con ­
sentimiento, una tácita aprobación. Es así que el funcionario corrupto deliberadamente no se ex­
pide, y el empresario quedaba eximido de responsabilidad porque había presentado todo y se en­
tendía tácitamente habilitado. Se daba una connivencia y esa connivencia es lo que ahora ha aten­
dido el legislador español, justamente se ha ocupado de este tema y ha procurado modificarlo.

Bien, para ver cómo funciona el tema justicia y si funciona o no la justicia tenemos que te­
ner en cuenta este concepto de daño ambiental. 

El daño ambiental tiene características peculiares, particulares, que no tiene otro tipo de 
daño. La indemnización que le debo al empleado que estoy despidiendo no tiene nada que ver con  
el daño ambiental. Si hoy hablamos de un choque de automotores, el resarcimiento por la rotura 
de dos faroles del auto no tiene nada que ver con el daño ambiental. 

El daño ambiental en primer lugar tiene un ámbito territorial de afectación particularmente 
difuso; además, perdura en el tiempo; tiene una cantidad de afectados indefinida; tampoco es po­
sible determinar con precisión las secuelas y los alcances. 

Daños ambientales

• Ámbito territorial difuso
• Perdurabilidad en el tiempo
• Pluralidad de afectados
• Indeterminación de secuelas
• Compromete generaciones futuras
• Su mera eventualidad autoriza a accionar

Formas de actuación: podemos actuar con una finalidad punitiva, que alude a la imposición de 
unasanción penal; reparadora, que apunta a obtener indemnizaciones; o preventiva, que nos lleva 
a interponer una acción de amparo para evitar que se produzca un determinado daño.

¿Cuáles son las dificultades o cuestiones pendientes?
Una de ellas es la recién aludida, debe tenerse en cuenta que el daño ambiental es distinto a  

los otros, y en función de eso habrá que trabajar. 
En segundo lugar, es necesario considerar que la prueba es difícil. ¿Cómo probamos el daño 

ambiental? Es una prueba compleja y generalmente hay disparidad de fuerzas. La gran industria  
contra el vecino. La gran industria o empresa cuenta con un ejército de abogados y de técnicos y 
de expertos, y frente a ellos hay un grupo de vecinos que intuyen la afectación por razones medio­
ambientales. Es difícil, por eso en materia de derecho ambiental se está comenzando a aplicar el 
concepto de cargas probatorias dinámicas, tendientes a que la autoridad de justicia haga lo que 
entienda conveniente, oportuno o necesario para compensar ese desequilibrio. Es un concepto  
muy técnico. 
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Hoy hablaba de la deuda que tiene la ciencia con nosotros, laciencia tiene que buscar certe­
zas. También la deuda es de la  justicia en general, en cuanto a que parece faltar la suficiente capa­
citación. No podemos actuar en materia ambiental con los mismos principios que usamos siempre, 
para un choque para un despido o para algún tema de familia.

Sabemos que tenemos una Corte Suprema de Justicia que está comprometida con el ambien­
te, así lo vemos en la causa Riachuelo –es la causa Mendoza en realidad–, donde ese Tribunal ha 
asumido una intervención formativa muy importante. 

Cierro yo desde la óptica de los que trabajamos en este tema, en cuanto que el hecho que us ­
tedes estén acá es indicativo de un cambio saludable. Si estas jornadas se hubieran realizado quin ­
ce años atrás, seguramente  seríamos muchos menos. 

Hoy existe en muchos de nosotros un compromiso, un interés en que el ambiente sea prote­
gido, preservado y bien tratado por todos. Esperemos que siga creciendo. 
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Introducción

“Quizás lo más importante que ha de ser rescatado de la historia de la naturaleza sea su di­
námica: la combinación y recombinación de ingredientes, eso es la biodiversidad, la eterna  
posibilidad de renovarse para dar –en cualquier contexto– una nueva respuesta al viejo  
drama de la vida. En esa historia lo más valioso que el hombre ha logrado es el talento para  
“leer” en la naturaleza, su riqueza; y “pintar” en ella, su destino”5. 

Conservar la biodiversidad es conservar no sólo sus elementos sino más bien la aptitud de estos  
–su inclinación– a recombinarse ante el desafío ambiental y por ello, fundar un nuevo escenario,  
cada vez más lúcido, cada vez más sofisticado, cada vez más fuerte, porque contiene desde antes,  
desde siempre esa capacidad y no porque la innovación supere esencialmente lo que ya es, sino 
porque el continuum sólo posibilita su aparición o expresión evidente, el recuerdo de lo olvidado. 
Quizás el único elemento irrepetible y esencial de esa biodiversidad que se intenta desesperada­
mente proteger y conservar, sea –por lejos– el hombre mismo, su destreza para “cultivarla”…y 
son esas “culturas”, que han conservado una íntima relación con la naturaleza, las que pueden  
hoy enseñarnos a hablar con ella, a entablar un diálogo del que no sólo se extraigan secretos co­
merciales y científicos, sino la sabiduría necesaria para vivir en ella y con nosotros mismos. 

No obstante que la cuestión aparece vital y sin posibles disensos, se ha considerado necesa­
rio fijar reglas, establecer categorías y precisar términos… ha prevalecido –persiguiendo claridad 

5 Zamudio, T. The Convention on Biological Diversity in Latin America. En Scovazzi, T. (ed.)  The Protec­

tion of the Environment in a Context of Regional Economic Integration.  Giuffré Ed. Milán, Italia 2001
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y honestidad– el criterio de “[…] cambiar la práctica de "hacer amigos" por la de "firmar contratos", tan 
apreciados por los occidentales bien intencionados"6

Así las cosas, el intento de definir el conocimiento tradicional como categoría jurídica –y  
por tanto, vinculante para su consideración política y económica– se viene dando simultáneamen­
te en diferentes escenarios y niveles. 

Las discusiones, que intentan superar las llamadas “desigualdades fundamentales” entre los 
actores de las transacciones de acceso a los conocimientos tradicionales, puntualizan que  un régi­
men socialmente responsable para implementar un proceso de construcción de definiciones sobre 
los derechos de propiedad sobre tales conocimientos, de diseño, desarrollo y puesta en práctica, 
sólo podrá darse con la amplia participación de los grupos y comunidades indígenas y locales7. 

Por otra parte, más allá de que su regulación es considerada ora un aspecto de la soberanía 
de los Estados, ora una condición para la negociación de un activo cuyo intercambio no debería  
variar de otros supeditados a la libre voluntad de sus titulares; los líderes indígenas consideran la  
disposición de este recurso como un aspecto de su auto–determinación y un reconocimiento a sus  
derechos fundamentales sobre su propiedad y su cultura. Por lo tanto, mientras los gobiernos in­
tentan conservar el tema bajo la egida de sus incumbencias internas y los investigadores, acceder  
a estos saberes mediante las reglas comunes del mercado de bienes; los grupos indígenas intentan 
expandir, ampliar el discurso para así incluir sus intereses y expectativas, puestas en la readquisi­
ción del control sobre sus territorios, recursos y herencias culturales8. 

“Lo que aquí está en juego es más una determinación socio–política que un derecho patrimonial”9, el 
que en definitiva mucho puede costar balancear, en algunos casos, cuando tan diferentes tempe­
ramentos, trasfondos e intereses se ponen en juego.

Reconociendo lo parcial e, incluso, exiguo, este trabajo se centrará en esas relaciones y en 
pasar revista al estado del debate en los ámbitos, internacional y nacionales, más relevantes o de­
sarrollados hasta el momento.

6 La frase corresponde a Jorge Ishizawa, PRATEC, reproducida por  Mulligan, Shane. For Whose Benefit? 

Limits to Sharing in the Bioprospecting  Regime. Environmental Politics, Vol. 8, Nº 4, 1999, p. 35–65.
7 Conclusiones extraídas del Informe del Multistakeholder Dialogue on Trade, Intellectual Property and 

Biological  and  Genetic  Resources  in  Latin  America,  Cusco,  Peru,  2001,  pp  22–24.  Fuente: 

www.ictsd.org/dialogueweb/texts/report2.htm (Consultada en junio de 2010)
8 Bratspies, Rebecca. The New Discovery Doctrine: Some Thoughts on Property Rights and Traditional Knowledge. 

American Indian Law Review, University of New York – CUNY School of Law. 2007 Fuente: http://papers.ssrn.com  

(Consultada en junio de 2010)
9 Rodríguez Zeballos, Alberto. Co–autor del borrador de Ley de Derechos Colectivos (para Bolivia). Extraí­

do de la entrevista realizada por Giovanna Tassi para el programa Cabina Pública de Radio Nacional de 

Ecuador, Quito, Ecuador (Abril, 29 – 2010)

74 Ambiente, sociedad y producción



2. Definiciones y objetivos

“Reconociendo la estrecha y tradicional dependencia de muchas comunidades locales y pobla­
ciones indígenas que tienen sistemas de vida tradicionales basados en los recursos biológicos, y  
la conveniencia de compartir equitativamente los beneficios que se derivan de la utilización de  
los conocimientos tradicionales, las innovaciones y las prácticas pertinentes para la conserva­
ción de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes” 

Convenio sobre la Diversidad Biológica10

Hace casi dos décadas se apuntó que la, ya entonces, creciente atención prestada a los conoci­
mientos tradicionales, reflejaba la ampliación de los objetivos entorno del tema y, por ende, ello 
se tradujo en la necesidad de aclarar la terminología, tanto para identificar la materia para la que 
se deseaba protección, como para aclarar la pertinencia y la función de la propiedad intelectual en 
relación con los conocimientos tradicionales11. 

Entre otras, se los caracterizó como: medicina tradicional12; expresión cultural13; patrimonio 
indígena14… y si bien los términos resultan –más o menos– apropiados de acuerdo con algunas (de 

10 Considerando 12° del Preámbulo del Convenio sobre la Diversidad Biológica. Firmado en Río de Janeiro Brasil, el 5  

de Junio de 1992
11 WIPO/GRTKF/IC/3/9 § 17 y siguientes.
12 “se entenderá por “medicina tradicional” el conjunto de conocimientos, habilidades y prácticas basadas 

en teorías, creencias y experiencias indígenas de distintas culturas, que, pudiendo explicarse o no, se  

utilizan para preservar la salud, y para la prevención, el diagnóstico, el mejoramiento o el tratamiento 

de las enfermedades físicas y mentales. En algunos países, las expresiones medicina complementaria/al­

ternativa/no  convencional  se  utilizan  en  forma  indistinta  con  la  de  medicina  tradicional” 

WHO/EDM/TRM/2000. Reproducido en WIPO/GRTKF/IC/3/9 § 18
13 “[…] la cultura tradicional y popular es el conjunto de creaciones que emanan de una comunidad cultu­

ral fundadas en la tradición, expresadas por un grupo o por individuos y que reconocidamente respon­

den a las expectativas de la comunidad en cuanto expresión de su identidad cultural y social;  las nor­

mas y los valores se transmiten oralmente, por imitación o de otras maneras.  Sus formas comprenden, 

entre otras, la lengua, la literatura, la música, la danza, los juegos, la mitología, los ritos, las costumbres,  

la artesanía, la arquitectura y otras artes” Recomendación de la UNESCO sobre la Salvaguardia de la Cul ­

tura Tradicional y Popular, 1989. Reproducido en WIPO/GRTKF/IC/3/9 § 18
14 “[…] el patrimonio de los pueblos indígenas incluye […]  todo tipo de trabajos literarios y artísticos, tales  

como danzas, canciones, ceremonias, símbolos y diseños, narraciones y poesía y todas las formas de do ­

cumentación sobre los pueblos indígenas;  todo tipo de conocimientos científico, agrícola, técnico, me­

dicinal, relacionado con la diversidad biológica y ecológico, incluyendo innovaciones basadas en dichos 

conocimientos, cultivos, remedios, medicinas y el uso racional de flora y fauna;  restos humanos;  pro­

piedades culturales inmuebles, tales como lugares sagrados, sitios de significación cultural, natural e 

histórica y sitios funerarios” Daes Irene–Erica, Principios y Directrices para la Protección del Patrimo­
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las numerosas) perspectivas que muestran la diversidad de grupos interesados y  preocupaciones 
político–económicos, el proceso de escoger una definición que goce de unanimidad político–acadé­
mica parecería menos significativo que determinar la materia protegible que debería abarcar el tér­
mino y la forma de protección que se desearía conceder15; no obstante, una tarea no podría andar 
mucho camino sin cumplimentar la otra, u ocasionar efectos –por defecto– de importancia práctica.

Más allá de los conceptos doctrinarios ensayados, en los fora internacionales quizás la pri­
mera  enunciación, suficientemente concisa y vertebrada, de los conocimientos tradicionales fue 
adoptada por la Cuarta Conferencia de las Partes (COP4) de la Convención de Lucha contra la De­
sertificación (ICCD) que los caracterizó como aquéllos que “…constan de conocimientos prácticos (ope­
racionales) y normativos (facilitadores) acerca del entorno ecológico, socio–económico y cultural. Los conoci­
mientos tradicionales se centran en las personas (son generados y transmitidos por personas en su condición  
de protagonistas conocedores, competentes y con derecho a ello), son sistémicos (intersectoriales y holísti ­
cos), experimentales (empíricos y prácticos), se transmiten de una generación a la siguiente y tienen un va­
lor cultural. Este tipo de conocimientos promueve la diversidad; asigna valor a los recursos locales (internos)  
y los reproduce”16. Y, la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) agregó: “… cuando  
su empleo tiene resultados exitosos y confiere a sus usuarios una ventaja tecnológica o comercial…”17. Fren­
te a estos conceptos, cabría hacer dos acotaciones iniciales, en el contexto del presente trabajo.

A la definición de la ICCD, que podría ser considerada la más precisa y clara de las generadas 
en este tipo de documentos jurídico–políticos, se le debería excluir la referencia a los entornos so­
cial, económico y cultural, toda vez que el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) sólo alude a 
los “(…) conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y locales que entra­
ñen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de la diver­
sidad biológica (…)”18(el resaltado es mío). Esta referencia puntual es la mantenida en los documen­
tos de los trabajos generados en el proceso del Convenio sobre la Diversidad Biológica; sin embar­
go, en el terreno concreto, se debe admitir lo difícil de dislocar y discriminar –de las demás expre­
siones– los saberes y las prácticas tradicionales, dado lo holístico de estos19.

nio de los Pueblos Indígenas, Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorí­

as E/CN.4/Sub.2/2000/26, §13. Reproducido en WIPO/GRTKF/IC/3/9 § 18
15 WIPO/GRTKF/IC/3/9 § 22
16 ICCD/COP(4)/CST/2, § 30. Ver también ICCD/COP(3)/CST/3. Conocimientos Tradicionales. Informe del 

Grupo Especial. Comité de Ciencia y Tecnología.
17 OMPI/GRTKF/IC/7/5, Principio B.1, § 3, y OMPI/GRTKF/IC/8/5, § 1.3(iv)
18 Artículo 8. Conservación in situ; del Convenio sobre la Diversidad Biológica. “Cada Parte Contratante, en la 

medida de lo posible y según proceda: […] j) Con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y 

mantendrá los conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y locales que 

entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de la di­

versidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la participación de quienes 

posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y fomentará que los beneficios derivados de la utili­

zación de esos conocimientos, innovaciones y prácticas se compartan equitativamente; […]”
19 Daes Irene–Erica, ob.cit.
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En cuanto al concepto incluido por la OMPI (referido al valor comercial y tecnológico), el de­
talle no es menor pues, específicamente y desde un punto de vista legal, brinda al instituto un ele­
mento económico definitorio, y por ende, crematísticamente mensurable, cuya pertinencia e impor­
tancia no se cuestionan; pues justamente, el interés de los investigadores en acceder a los conoci­
mientos tradicionales es significativo por la enorme reducción –en tiempo y en costos– que la guía 
que tales conocimientos proporciona20. Pero –a fuer de ser puristas– se resultarían excluidos los co­
nocimientos “sagrados" que, por su naturaleza y esencia, quedan fuera de comercio21 y por lo tanto 
la protección jurídica no debería asignar sobre ellos un título de propiedad [concepto netamente 
económico] sino más bien debería imponer una “veda” al acceso, a su  apropiación e, incluso, a su 
difusión más amplia [esto último claramente contrario a la letra y el espíritu del CDB]. 

Lo cierto es que ni las mencionadas definiciones, ni ninguna otra intentada, entorno de los 
conocimientos tradicionales [relacionados con los recursos biológicos] parecería poder incorporar 
cabalmente la cosmovisión indígena o sus metas más importantes y relevantes; como tampoco se 
ha podido enunciar las preocupaciones de los poseedores de conocimientos tradicionales o –por lo 
menos– no de todos ellos. 

No creo que, como se ha resumido22, ellas sean  cuestiones de equidad (como contemplación 
hacia los encargados de custodiar los conocimientos tradicionales deberían recibir una compensa­
ción justa si de estos conocimientos se deriva un beneficio comercial); ni cuestiones de conservación 
(por la contribución de los conocimientos tradicionales al objetivo más amplio de preservar el me­
dio ambiente); tampoco el de hacer de sus prácticas sostenibles (en especial, agrícolas) un uso más ex­
tendido y difundido; ni crear un  sistema de protección contra el uso no autorizado… Estas razones no 
atienden más que a percepciones unilaterales (de los interesados en acceder al saber tradicional)  
o, en el mejor de los casos, tienen a la vista exposiciones gubernamentales articuladas en aquellas 
regiones donde los proveedores han alcanzado un grado de aculturación que les permite hacer su­
yos los patrones de intercambio de mercado23 y las metas ecológicas occidentales. 

20 Se ha dicho que, cuando una investigación se hace al azar, debe hacerse un análisis de unas 10 mil 

muestras para encontrar una que sea susceptible de entrar en el mercado (y se calcula que un laborato ­

rio moderno puede analizar 150 mil muestras por año). No obstante cuanto un especialista indígena es  

consultado, las oportunidades de encontrar una molécula pasa a uno sobre dos. de la Cruz, Rodrigo. Vi ­

sión de los Pueblos Indígenas en el contexto de las decisiones sobre ABS y 8(j): Impacto de las decisiones  

de la CDB/COP sobre el mandato de la IGC de la OMPI; en Policy, Biodiversity and International Agree ­

ments Unit. Suiza, 2004
21 Debiéndose ser excluidos de la difusión que, tanto el CDB [véase el Artículo 8, inciso j) del Convenio]  

como cualquier modo de la propiedad intelectual, promueven. WIPO/GRTKF/IC/3/9, § 12.
22 Correa,  Carlos  “Traditional  Knowledge  and  Intellectual  Property”,  QUNO,  Ginebra.  2001  Fuente: 

http://www.quno.org/geneva/pdf/economic/Discussion/Traditional-Knowledge-IP-English.pdf  (Con­

sultada en junio de 2010)
23 Imaginarse a un chamán de un remoto lugar –aún quedan– de la selva recibiendo miles o millones de 

dólares o euros por su conocimiento puede ser una imagen extraña, pero más nos golpearía pensar en el  

uso que el sabio hombre le daría a ese montón de papeles… podría, como alguien sugirió, “dejar el oficio  
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La calzada de las definiciones se torna aún más sombría al intentar fijar sus alcances opera­
tivos. Cualquier ejemplo permite advertir cuan ingenuos e insuficientes pueden ser los  empeños 
realizados. 

Por una parte, la definición vinculante24 contenida en el CDB está referida exclusivamente a 
los conocimientos que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización  
sostenible de la diversidad biológica, por lo que debe ser establecido cual es el grado de asociación o de 
relación a partir del que un conocimiento va a ser considerado “protegido” por la consecuente defi­
nición de tales conocimientos, que podría no abarcar a todos ellos (¿quedarían excluidas las cancio­
nes, los diseños, etcétera?). Los conocimientos tradicionales vinculados a los recursos biológicos es­
tán íntimamente relacionados con formas tradicionales de vida y prácticas consuetudinarias; las 
formas de la diversidad biológica (genes, especies, ecosistemas) y las de la diversidad cultural (len­
guaje, etnicidad, religión, etcétera) están agnadas, son interdependientes y evolucionan juntas25; por 
ello ha sido enfatizada la importancia de las prácticas socio–culturales (en especial del lenguaje) en 
la retención del conocimiento sobre el entorno ambiental como proveedor de la llave para explicar 
los divergentes caminos por los cuales el medio ambiente influencia y penetra en las sociedades hu­
manas y vice–versa26. Como ya se dijo, los conocimientos son holísticos y difícilmente puedan escin­

de chamán y mudarse a vivir en una gran ciudad…”.
24 Al menos para las 192 entidades político–administrativas que ratificaron el CDB; esto es: los 191 países y la Unión 

Europea.
25 Zent Stanford Traditional Environmental Language, Knowledge, Practice, and Biodiversity in Venezuela: Looking  

at Linkages, Transmission Processes, Current Trends, and Conservation Actions (la traducción nos pertenece). 

Más aún, usando un consenso matemático y un análisis de regresión lineal, se ha determinado que (a) 

hay un patrón de drástico declinación del conocimiento etnobotánico con la edad entre los individuos 

por debajo de los 30 años; (b) las variables sociales de bilingüismo y educación formal fueron también 

observadas como una condición  negativa que afectaba el conocimiento etnobotánico. Ver  también del 

mismo autor Acculturation and ethnobotanical knowledge loss among the Piaroa of Venezuela: Demonstration of  

a quantitative method for the empirical study of TEK change, en Maffi, L. (ed.) On Bio–cultural Diversity: Linking  

Language, Knowledge, and the Environment, 190–211, Smithsonian Institution Press, Washington DC. 2001. 

(la traducción me pertenece).
26 Sin perjuicio el texto que se anota, la literatura sobre el tema apunta que  ejemplos bien documentados de  

tal interpenetración y las posibles relaciones y sus efectos, son relativamente pocos y limitados. Así, el  

mismo autor citado en la nota anterior ha afirmado recientemente una nueva tesis que postula que “la ero­

sión del conocimiento tradicional ambiental no es necesaria e inevitablemente producida por los procesos de moderni ­

zación y por el contrario se enfatizan el papel de la transmisión intergeneracional de dicho conocimiento como medio  

de protección y conservación de la diversidad biocultural a través del tiempo" Zent, Stanford. Traditional ecological  

knowledge (TEK) and biocultural diversity: a close–up look at linkages, de–learning trends & changing patterns of  

transmission by. En UNESCO, 2009, Learning and Knowing in Indigenous Societies Today. Editado por P. Bates, M. 

Chiba, S. Kube & D. Nakashima, UNESCO: Paris, 128 pp. (la traducción me pertenece).
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dirse sus variadas expresiones; al menos no, si lo que se está persiguiendo es una interface de nego­
ciación entre proveedores y receptores27 y asegurar su conservación. 

En las sinuosidades del tema aún pueden plantearse más disquisiciones. Debería tratarse si 
sólo quedarían comprendidos los conocimientos directamente vinculados al recurso genético28; o 
los vinculados con el resultado o uso que, finalmente, se dé al recurso o principio activo 29; o, en 
este último orden de ideas, quedaría incluido (o excluido) el conocimiento tradicional que no tie­
ne registro del uso que finalmente se daría al recurso genético, pero que “alertaría” sobre la exis­
tencia de un principio activo30. 

27 Imagínese que después de arrancar una hoja de un árbol determinado el chamán la quiebra y la deja re ­

posar sobre una piedra cercana mientras canta y baila rítmicamente a su alrededor, luego toma la hoja  

y la exprime sobre el ojo del dolido paciente. ¿cuál es el conocimiento que se considerará “asociado” y 

por ello “comprendido en la norma?: (a) el que conduce a la variedad que contiene el principio activo;  

(b) el del tiempo de exposición a la recombinación del principio con los microorganismos del ambiente;  

(c) el de la administración para evitar efectos adversos en el tracto digestivo y acortar el tiempo de lle ­

gada a los centros que registran el dolor. El ejemplo es propio pero la idea surge de un caso expuesto 

por E. Russo respecto del uso dado a la  Psychotria sp. Rubiaceae entre los Machiguenga. Russo, Ethan. The 

plants of the Machiguenga.  http://manu.montana.com/plants.html (Consultada en junio de 2010)
28 O al recurso biológico, pues la conciencia que los sabedores tengan sobre genética nunca será la que hoy 

la ciencia y la tecnología entienden por tal, por lo que la alusión  ha de ser a lo biológico por ser más 

compresiva y comprensible en el contexto donde se aplica. Dejo aquí de lado las argumentaciones de al­

gunos países sobre esta distinción, aunque no las desconozco, como tampoco sus consecuencias; pero 

entiendo que las mismas exceden el escueto marco de este trabajo. Así, Brasil ha argumentado en el 

proceso ante la OMC que “El CDB reconoce que "[d]e conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con los  

principios del derecho internacional, los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos ...".  

Por tanto, la potestad de los Estados no se limita a regular los recursos genéticos;  de ahí que no deba interpretarse  

que el hecho de que el artículo 15 del CDB se refiera al "acceso a los recursos genéticos" impide a los Estados regu ­

lar el acceso y la distribución de los beneficios de los recursos biológicos. Además, la expresión "recursos biológi ­

cos", que es más amplia, pretende garantizar que estén cubiertos todos los casos posibles de biopiratería, así como  

seguir el ritmo de la evolución tecnológica, especialmente en lo que se refiere a la biotecnología.  Esta terminología  

es similar a la expresión "material biológico", utilizada en anteriores comunicaciones y que, por ejemplo, figura en  

el considerando número 27 de la Directiva sobre Biotecnología de la UE (Directiva 98/44, de 6 de julio de 1998), en  

cuyo artículo 2 aparece definida” IP/C/W/475 26 de julio de 2006 (06–3596) 
29 Sólo a título de ejemplo: el Ibenkiki  (Cyperus sp. Cyperaceae) puede tener variedades que estarían infecta­

dos con un hongo Balansia, que probablemente es la fuente de varias propiedades medicinales. Los Ma­

chiguenga tienen numerosas cepas, con usos muy variados: atrayentes de peces, ayudas de caza, incluso 

uno que calma disputas domésticas. Russo, E. loc.cit.
30 Aunque ya algo antiguo y anterior a la vigencia del CDB, el ejemplo de la secreción de la Epibatodopes tri­

color es muy ilustrativo. Usada por las comunidades indígenas del sur de Ecuador como veneno para po ­
tenciar el efecto de los dardos durante la cacería, fue el comienzo para la detección del principio activo 
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También podría ocurrir que los mismos recursos fueran conocidos y usados con diferentes 
propósitos por diferentes grupos indígenas o locales31 y, en ese caso, se debería establecer si sería 
necesaria la autorización de ambos pueblos indígenas, de uno de ellos (el que se aborda, aunque se 
conozca la existencia y el conocimiento del otro), o el del que tuviese el conocimiento más afín  
con el uso que se daría al recurso genético32. El tema ha sido planteado, tangencialmente, al tra­
tarse la cuestión en las zonas transfronterizas, afirmándose de un modo muy global y teórico que 
la titularidad en tales circunstancias debe ser considerada compartida y el consentimiento ha de  
ser solicitado a todas las comunidades involucradas, de modo que los beneficios sean compartidos  
entre ellas de acuerdo con sus leyes consuetudinarias. No creo que esta aparentemente salomóni­
ca propuesta pueda ser considerada una respuesta fundamentada, más bien resulta un descargo 
de responsabilidad. Pero la cuestión transfronteriza no es menor cuando los confines estatales  
“parten” y dividen pueblos y someten a distinta legislación a un mismo grupo cultural. En las re­
giones de fronteras es quizás donde los tratados internacionales y procesos de integración regio­
nal más podrían ayudar en análisis de la confluencia de las “artificiales” divisiones político–admi­
nistrativas entre los Estados, en un intento por integrar las realidades culturales de los pueblos in­
dígenas previos al establecimiento de dichos límites en una extensa cuenca geográfica33. 

En el panorama apuntado, la frustración jurídica puede ahondarse hasta niveles prácticos 
intolerables. 

usado para la elaboración de un poderoso analgésico que, justamente, lleva el nombre de Epibatidine, ver 
Zamudio, T. Biodiversidad y Conocimiento tradicional. Hacia un marco normativo de protección Actas 
del Simposio: Ecuador Santuario Regional: la Salvaguardia del Patrimonio genómico y cultural. Quito, 27 
al 30 de noviembre de 2008

31 Así, por ejemplo: “la  Fittonia sp. Acanthaceae es usada por las tribus del pueblo Kofan y Siona Secoya de la Amazo­
nia ecuatoriana –quienes pertenecen a la clasificación lingüística Tucana– para el tratamiento del dolor de cabeza.  
Los Machiguenga, en la selva lluviosa peruana que pertenecen a la lenguas Arawak, la conocen como alucinógeno y  
fue usada ampliamente como pate de la mezcla para el ‘kamarampi’ en anteriores generaciones antes que sus miem­
bros dominaran conocimientos sobre la  Psychotria sp para el mismo propósito” Russo, Ethan B. Headache treat­
ments by native peoples of the Ecuadorian Amazon: a preliminary cross–disciplinary assessment. En Jour­
nal of Ethnopharmacology, 36:192–206, 1992. El autor trae otro ejemplo: Un cactus epifito de la jungla 
(tentativamente clasificado como   Epiphyllum sp.) fue llevado por él como una cura para los malestares 
musculares, en su momento no prestó mucha atención hasta que en su laboratorio y examinando la litera­
tura advirtió que los Kofan empleaban una especie similar del mismo modo. Es de remarcar que ambos 
pueblos que pertenecen a familias lingüísticas incompatibles y habitan regiones distantes unas de otras  
por más de 1500 km, tuvieran tales coincidencias. (las traducciones me pertenecen). 

32 UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 22. 
33 Donnan, Hasting & Wilson, Thomas (ed.) Border identities. Nation and estate at international frontiers. Cam­

bridge University Press. 1998 Citado en López Garcés, Claudia Leonor Ticunas brasileros, colombianos y pe­

ruanos: Etnicidad y nacionalidad en la región de fronteras del alto Amazonas/ Solimões  Tesis de Doctorado ante 
Centro de Pesquisa e Pós–graduação sobre América Latina e Caribe –CEPPAC de la Universidad de Brasí­

lia– UnB. Publicada en  http://www.tesis.bioetica.org/tic.htm (Consultada en junio de 2010)

80 Ambiente, sociedad y producción



3. Acceso a los conocimientos tradicionales. Pertinencia del derecho 
consuetudinario para su regulación.

Desde el CDB se ha postulado el reconocimiento y la aplicación del derecho consuetudinario de las  
comunidades indígenas y locales; si bien se ha insistido que ello debe ser interpretado en el con ­
texto y con el alcance de las metas del Convenio34. No obstante, se observa que la cuestión de 
cómo proveer reconocimiento a los derechos consuetudinarios [o mejor dicho, hacerlo respecto 
de los principios relevantes a la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica conteni­
dos en los ordenamientos consuetudinarios] puede variar, de país en país, dependiendo de los  
marcos constitucionales y de la observancia –en los sistemas legales internos– de los compromisos 
internacionales asumidos35.

Abonando la pertinencia de su adopción, se debería estimar aplicables –durante el proceso 
de acceso– las reglas de atribución de derechos y beneficios que, dentro de cada comunidad o pue­
blo indígena, se observen habitualmente. Así, por ejemplo, son especialmente sensibles y vigentes 
en estas instancias, los principios de reciprocidad y equilibrio36. La “reciprocidad” significa que lo que 
se recibe debe ser devuelto en igual medida; incluye el principio de la equidad y provee las bases  
para la negociación y el intercambio. El “equilibrio” está referido al balance y la armonía entre la 
naturaleza y la sociedad (el hombre). Por ejemplo, “[…] en el mundo andino se produce un intercambio  
de influencias en reciprocidad. Esta continuidad genera un movimiento permanente, expresado en las fases  
lunares, las estaciones climáticas y los ciclos agrícolas. El concepto de tiempo se asocia al conocimiento como  
experiencia vivida (pasado) y por vivir (futuro) con la palabra ñaupa que sirve para denominar las dos si­
tuaciones en un continuum del tiempo y el espacio. De ahí que el concepto fundamental sea la coexistencia  
e interdependencia del ser humano con el mundo en su totalidad, sin que pueda darse el dominio sobre la  
naturaleza con la producción o explotación de la tierra. Ésta, la Pacha Mama, brinda, da y ofrece sus frutos  
en un continuo y recíproco intercambio con el ser humano”37. Plantear, entonces, un acceso a los cono­

34 “[…] lo cual no significaría la adopción de los usos y costumbres normativos completos sino que se ceñiría al respe ­

to y reconocimiento de ciertos elementos particulares de tales costumbres, en la medida que fueran relevantes  

para el conocimiento tradicional que se abordase en cada caso”. UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 17
35 Así, en los países que han ratificado y depositado el Convenio 169 de la OIT, la Declaración de las Nacio­

nes Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, el Tratado Internacional sobre los Recursos Fi ­

togenéticos para la Agricultura y la Alimentación de la FAO –entre otros–, existen reglas expresas que 

mandan incorporar y observar el principio señalado. UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 25
36 Documento preparado por el Instituto Internacional para el Ambiente y el Desarrollo (IIED) para la Reu­

nión de Expertos del CDB. UNEP/CDB/WG8J/4/INF/17.
37 Calvo, L.. Diversidad cultural y gestión de la biodiversidad en la sociedad boliviana. (Trabajo realizado 

para la Estrategia Nacional Boliviana de Conservación de la Biodiversidad). Instituto Sociambiental, La 

Paz. 2002; citado en Zamudio, T. Recomendaciones en el Composite Report on the status and trends re­

garding the knowledge, innovations and practices  of indigenous and local communities.  CBD/UNEP 

2002–2003. UNEP/CBD/COP/7/INF/37. 
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cimientos tradicionales es “insertarse” en ese continuum, y sus reglas; ello puede traer confusiones 
sobre algunas instituciones…

Algunos principios propios de nuestro sistema tal como el de la propiedad privada pueden 
entrar en conflicto con los conceptos del derecho consuetudinario indígena sobre cómo debería  
tratarse el conocimiento y los recursos38; bien que la propiedad [para el caso, sobre los conoci­
mientos tradicionales relacionados con los recursos biológicos] podría plantearse como comunita­
ria o colectiva39, los más ancianos –que son quienes guardan y transmiten esos saberes– pueden en 
algunos casos ser renuentes a compartir sus saberes con otros, aún dentro de sus propias comuni ­
dades, si perciben que quien lo recibe no lo usará de manera correcta, es decir de acuerdo con las  
reglas consuetudinarias40, lejos está esta tesitura de ser un “(legítimo) capricho del propietario”. 
Los procesos mediante los cuales el conocimiento tradicional es adquirido, usado y sostenido de ­
penden de las creencias y los valores culturales y espirituales propios y únicos de cada comuni­
dad41; los que asimismo están íntimamente vinculados a, o expresados en,  los usos y costumbres  
que regulan las conductas dentro de la comunidad en relación con los derechos y las obligaciones 
hacia los recursos biológicos42. Muchos poseedores de conocimiento tradicional creen que todos 

38 “De hecho, en no pocas culturas nativas no parece registrarse aquello que entendemos como "propiedad privada".  

La "propiedad personal" suele complementar formas de propiedad familiar o comunal que responden mas al usu­

fructo que a la mera exclusividad, son habituales la existencia de esferas de intercambio diferenciadas, en las que  

la tierra y el trabajo poseen profundas connotaciones sociales y religiosas ajenas a su mercantilización mientras  

que la relación entre individuo y sociedad tiende a desarrollarse en el marco de una "ética del compartir" que en ­

cuentra en el parentesco el principio ordenador del todo social. Es por eso que aquello que convierte al cazador en  

exitoso o al guerrero en persona virtuosa, parece ser mas su capacidad para adecuarse a las expectativas de reci­

procidad social que al reconocimiento de supuestas “habilidades” personales”. Bayardo, Rubens y Ana María 

Spadafora  Derechos culturales y derechos de propiedad intelectual: un campo de negociación conflicti­

vo. En Actas del VI Congreso Argentino de Antropología Social Identidad Disciplinaria y Campos de Apli­

cación. Mar del Plata, 14 al 16 de septiembre del 2000
39 UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 26
40 “Los derechos a usar los conocimientos y recursos a menudos no son permanentes sino condicionales al cumpli­

miento de ciertas obligaciones. Si éstas no son observadas, pueden perderse esos derechos. Muchas comunidades  

también mantienen la creencia de que un uso no autorizado del conocimiento tradicional por partes de terceros  

puede merecer –de acuerdo con su derecho consuetudinario– castigos y sanciones, no sólo para el tercero perpetra­

dor del abuso sino también para quien facilitó el acceso indebido.” UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 34
41 Ethan Russo ilustra este tipo de abordaje con una anécdota personal durante su viaje a la selva lluviosa pe­

ruana del pueblo Machiguenga: al acercarse a un ejemplar de “mamperikipini” (Fittonia sp. Acanthaceace) 

sobre el que se hallaba posado un insecto su guía Elías le explicó que en realidad el insecto era un chamán 

que había cambiado de forma al verlos a ellos acercarse, por lo que Russo le preguntó si estaba él autoriza­

do a recolectar algunas muestras. El guía interpretó que la inofensividad del insecto demostraba que eran 

bien recibidos y que sus intenciones habían sido juzgadas como correctas. Russo, Ethan B. loc.cit.
42 UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 29
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los seres vivos (entre ellos el hombre) están infundidos con espíritu y que es de ese espíritu (o 
dios) que el conocimiento es adquirido.

Lo expuesto explica porque la apropiación indebida ofende más los aspectos culturales y es­
pirituales de la comunidad que los económicos43. Por lo que la regulación del régimen de acceso a 
este recurso [cultural] y sus institutos más definitivos –el consentimiento; las condiciones mutua­
mente acordadas; la distribución de beneficios– ha de dar un espacio amplio y explícito a las nor ­
mas consuetudinarias, si es que el Derecho pretende cumplir su función social de facilitación  –y 
no la imposición– de las relaciones de prospección, y asimismo las de conservación, ya no sólo de 
los recursos genéticos, sino de los culturales también.

4. Consentimiento fundamentado previo

El texto del Artículo 8 inciso j) del CDB compromete a las Partes a implementar el acceso al conoci­
miento tradicional con la “autorización” de las comunidades proveedoras, lo cual implica que es re­
querido el  consentimiento informado previo de aquéllas, según fue interpretado por la Secretaria del 
Convenio44. El principio ha sido reconocido en numerosas declaraciones y por comités internaciona­
les: “[…] la protección del conocimiento tradicional debería respetar el derecho de los proveedores de tal cono­
cimiento a consentir o no el acceso a sus saberes y debería tenerse en cuenta el principio del consentimiento in­
formado previo”45, y si bien el acceso está finalmente garantizado por el Estado, en algunas leyes na­
cionales los titulares de los conocimientos tradicionales pueden rehusar compartirlo46.

El principio del consentimiento fundamentado previo, así como los demás institutos invocados 
(condiciones mutuamente acordadas;  distribución de beneficios), son conceptos existentes en muchos 
sistemas de derecho consuetudinario47 los que deberían ser tomados en cuenta; sino por otra ra­
zón, por la de mantener la coherencia con la finalidad misma del acceso que es, en definitiva, el 
acceso a una cultura en la que se abreva por distinguirla y valorarla. 

Determinar qué es  el  consentimiento,  libre,  previo e informado es novedoso dentro del 
campo del derecho formal aunque ya hayan trascurrido más de tres décadas desde que el concep ­
to fue acuñado en el ámbito de la bioética, bien que inicialmente para otras áreas de aplicación. 

En línea de principio, se debe interpretar que el consentimiento a cualquier acuerdo signifi­
ca que quien consiente lo ha entendido razonablemente; por ello, las consultas y la participación 
son componentes fundamentales en un proceso de consentimiento. La obtención del consenti­
miento libre, previo e informado –en el caso de marras– debe tomar en cuenta el propio proceso 

43 Ibidem. 
44 Declaración de la Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica en el Consejo Económico y Social  

E/C.19/2005/3 §33
45  WIPO/GRTKF/IC/7/5 General Guiding Principle (e) Principle of Equity and Benefit-sharing
46 Legislación Modelo Africana; Medida Provisoria 2186–16 de Brasil; Ley 7788 de Biodiversidad de Costa 

Rica; Ley 27811 de Perú; y Decreto Ley 118/2002 de Portugal.
47 UNEP/CDB/WG8J/5/6 § 31
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de adopción de decisiones de los pueblos indígenas en todas las fases del desarrollo de un proyec­
to de prospección, esto es, su: planificación, aplicación, vigilancia, evaluación y clausura.

Según la más autorizada doctrina ha establecido, libre48 implica que no hay coerción, intimi­
dación ni manipulación; en tanto  informado significa que se ha proporcionado información que 
abarque (por lo menos) los siguientes aspectos: “a. La naturaleza, envergadura, ritmo, reversibilidad y  
alcance de cualquier proyecto o actividad propuesto; b. La razón o razones o el objeto u objetos del proyecto  
y/o actividad; c. La duración de lo que antecede; d. Los lugares de las zonas que se verán afectados; e. Una  
evaluación preliminar del probable impacto económico, social, cultural y ambiental, incluidos los posibles  
riesgos y una distribución de beneficios justa y equitativa en un contexto que respete el principio de precau ­
ción. f. El personal que probablemente intervendrá en la ejecución del proyecto propuesto (incluidos los pue ­
blos indígenas, el sector privado, instituciones de investigación, gobiernos y demás personas eventualmente  
involucradas); g. Procedimientos [pasos, situaciones, experiencias, etcétera] que puede entrañar el pro­
yecto”49; y previo indica que se debería obtener el consentimiento antes del comienzo de activida­
des o de la alteración posterior de éstas o de sus fines. 

En los procesos de consentimiento libre, previo e informado, se deben tener en cuenta las  
opiniones de quienes proceda, según los usos y costumbres de cada Pueblo. La información debe 
ser precisa y dada de modo accesible y comprensible, en un idioma que los partícipes indígenas  
comprendan plenamente, y difundirse en una forma que tenga en cuenta sus modalidades tradi ­
cionales. Este proceso puede incluir la opción de retirar el consentimiento dado, en los tiempos y  
a través de modos claros y oportunos; advirtiéndose que, en estos casos, son los receptores quie­
nes han de ser debidamente informados. Para garantizar todo ello, los procedimientos deberían 
prever mecanismos de supervisión. 

Finalmente, la determinación –posterior o en cualquier etapa– de que no se ha respetado los 
elementos señalados debería conducir a la revocación del consentimiento obtenido. 

Varios documentos del Derecho Internacional brindan una plataforma para la considera­
ción positiva del consentimiento fundamentado previo de las comunidades indígenas y locales. 
Así, las Directivas de Bonn –dimanadas de una de las Conferencias de las Partes del CDB– proveen 
una clara base para ello al no vincularlo necesariamente al consentimiento para el acceso a los re­
cursos genéticos50; pero no es la única fuente. 

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo prevé que los pueblos indí­
genas deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en los procesos de desarrollo en 
lo referido a los temas que afecten sus creencias, instituciones y bienestar espiritual; y controlar 

48 Beauchamp, Tom & Childress, James ; Principles of Bioethics, fourth edition, Oxford University Press, 

1994.  Faden, Ruth & Beauchamp, Tom. A history  and theory of informed consent ; New York, Oxford, 

Oxford University Press, 1986
49 Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas  E/C.19/2005/3 §46
50  Directrices de Bonn sobre Acceso a los recursos genéticos y Participación justa y equitativa en los bene ­

ficios provenientes de su utilización. Bonn, 2001  (Decisión  UNEP/CBD/COP/6/VI/24 §37 “La autoriza­

ción de acceso a recursos genéticos no implica necesariamente autorización para utilizar los conocimientos corres ­

pondientes y viceversa”) 
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su desenvolvimiento económico, social y cultural51. La Declaración de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas52 de las Naciones Unidas adoptada por la Asamblea General en septiembre de 2007 acen­
túa los derechos indígenas a controlar y proteger su propiedad intelectual y cultural, incluyendo 
el conocimiento tradicional y recursos genéticos; el reconocimiento pleno de sus leyes e institu­
ciones de toma de decisiones; el libre consentimiento informado; los derechos colectivos así como 
individuales; y la restauración de tierras tradicionales, recursos y propiedad intelectual tomada 
sin su consentimiento libre e informado. 

Y, en el Tratado sobre Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura de la Or­
ganización de las Naciones Unidas las Partes han reconocido  “[…] la enorme contribución que han  
aportado y siguen aportando las comunidades locales e indígenas […]” y se comprometen respetar “c)  el  
derecho a participar en la adopción de decisiones, a nivel nacional, sobre asuntos relativos a la conservación  
y la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura” 53. Más aún, al­
gunos elementos de sistema mundial administrado por FAO son relevantes para las discusiones in­
ternacionales en materia de acceso y distribución equitativa de beneficios54. 

Por su parte, el Banco Mundial contiene en su Manual de Procedimientos una directiva rela­
tiva a la consulta libre, previa e informada a las comunidades y pueblos indígenas. En tales casos 
un equipo de tareas asiste al prestatario en la realización de la consulta a los pueblos indígenas  
afectados por el proyecto, antes y durante todos y cada uno de los ciclos de su realización, debién ­
dose tener especialmente en cuenta: “(a) la consulta libre, previa e informada es la consulta que ocurre  

51  Artículo 7. Inciso 1 del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales (169) Ginebra, 27 de junio de 1989 

“Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de  

desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras  

que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico,  

social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los pla ­

nes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente” ; hasta el momento se 

han logrado 20 ratificaciones, predominantemente de países de América latina.  
52 Fue adoptada con amplio respaldo, aunque significativas ausencias [a favor: 144 Estados, cuatro votos 

en contra (Australia, Canadá, Nueva Zelandia y los Estados Unidos) y once abstenciones (Azerbaiyán, 

Bangladesh, Bután, Burundi, Colombia, Georgia, Kenia, Nigeria, Federación Rusa, Samoa y Ucrania)]
53 Artículo 9. 1. Derechos del agricultor. Tratado internacional sobre los recursos fitogenéticos para la ali­

mentación y la agricultura de 2001
54 Por ejemplo el Código Internacional de Conducta para la Recolección y Transferencia de Germoplasma 

vegetal. Este instrumento no vinculante, que fue aprobado en 1993, tiene por objeto promover la reco ­

lección racional y la utilización sostenible de recursos fitogenéticos, impedir la erosión genética y pro­

teger los intereses tanto de los donantes como de los recolectores de germoplasma. El Código de Con­

ducta establece una serie de principios generales que los gobiernos pueden utilizar en la elaboración de 

su reglamentación nacional o en la formulación de acuerdos bilaterales sobre la recolección de germo­

plasma; a su tiempo, alienta la participación activa de los agricultores y las instituciones locales en las  

misiones de recolección y se propone que los usuarios del germoplasma compartan los beneficios deri­

vados del uso de los recursos fitogenéticos con el país huésped y sus agricultores.
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libremente y voluntariamente, sin ninguna manipulación externa, interferencia, o la coacción, para la cual  
las partes consultadas tienen el acceso previo a la información sobre la intención y el alcance del proyecto  
propuesto en una manera culturalmente apropiada, la forma, y la lengua; (b) la consulta debe reconocer y  
respetar a los consejos de mayores, jefes y líderes de la propia comunidad, y prestar especial atención a las  
mujeres, jóvenes y ancianos; (c) el proceso de consulta ha de respetar los modos de la comunidad ya que su  
toma de decisiones puede ser un proceso iterativo y ha de dársele un tiempo para comprender e incorporar  
acabadamente las preocupaciones y recomendaciones de la comunidad al diseño del proyecto; y (d) ha de  
elaborarse y archivarse un registro fiel del proceso de consulta”55.

En un sentido más general, pero igualmente aplicable, los Pactos de 1966 abordan el institu­
to: el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales [bien que, en el Derecho 
Internacional, la alocución “pueblos” en tanto Estados no ha sido aceptada como comprendiendo 
a las “naciones indígenas”]56; y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos [donde los 
“pueblos indígenas” se hallarían aludidos en tanto “minorías”]57. 

Asimismo, se ha informado que algunas comunidades indígenas y locales habrían obviado 
las consideraciones expuestas utilizando los “acuerdos de confidencialidad en los negocios” para dis­
poner de sus conocimientos tradicionales con terceros ajenos a sus culturas58. La firma de licen­
cias –o cláusulas especiales dentro de los contratos– entre los titulares de los conocimientos tradi­
cionales y las instituciones o empresas externas exige, previamente, que las comunidades indíge­

55 Bank Procedure 4.10: Indigenous Peoples, July 2005 (la traducción, en el texto, me pertenece) Ver en in ­

glés  http://web.worldbank.org/wbsite/external/topics/extsocialdevelopment/extindpeople/0,,con­

tentmdk:20443667~menupk:906528~pagepk:210058~pipk:210062~thesitepk:407802,00.html  (Consultada 

en junio de 2010)
56 Artículo 1 “1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libre­

mente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 2. Para el logro de sus fi ­

nes, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligacio­

nes que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del  

derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. […]”
57 Artículo 1 (ídem nota anterior) Artículo 27  “En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lin­

güísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común  

con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a  

emplear su propio idioma”
58 “Por ejemplo, es cada vez más común que las comunidades aborígenes de Canadá firmen acuerdos de confidencia­

lidad con los gobiernos y empresas que no son de aborígenes para compartir sus conocimientos tradicionales. Los  

socios comerciales y los asesores jurídicos están obligados por estos arreglos a no divulgar los conocimientos tradi­

cionales o a no obtener ganancias extracontractuales por tener acceso a los mismos. Los contratos pueden también  

ser utilizados para controlar la utilización de los conocimientos tradicionales en base de datos y para tener acceso  

a sus datos”.  Extraído del Documento  Evaluación de la eficacia de los actuales instrumentos subnaciona­

les, nacionales e internacionales particularmente de los instrumentos de derechos de propiedad intelec­

tual que puedan tener repercusiones en la protección de los conocimientos, innovaciones y prácticas de 

las comunidades indígenas y locales. UNEP/CDB/WG8J/2/7 §29 y su nota
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nas y locales sean reconocidas como una entidad legal (con personería –nacional e internacional– 
para contratar), y entonces, sus conocimientos colectivos sean tratados como un secreto comercial. 
Sin ahondar en las inadecuaciones de las instituciones jurídicas implicadas en este tipo de tran ­
sacciones, es evidente el alto grado de aculturación que estas negociaciones demandan y el eleva­
do costo en asesoramiento profesional para su concreción y eventual defensa.  

5. Condiciones actuales de su protección legal

Recientemente, dos países sudamericanos se han pronunciado sobre las culturas y los conocimien­
tos tradicionales de sus pueblos indígenas, en sus reformas constitucionales59.  Bolivia asume y 
promueve como principios ético–morales nacionales los de sus etnias precolombinas “ama qhilla,  
ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (vivir bien), ñandereko  
(vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y qhapaj ñan (camino o vida noble)”60. 
Las naciones y pueblos indígenas u originarios o campesinos gozan del derecho a “que sus saberes y  
conocimientos tradicionales, […] sean valorados, respetados y promocionados” 61 y ”la propiedad intelectual  
colectiva de sus saberes, ciencias y conocimientos, así como a su valoración, uso, promoción y desarrollo” 62, 
ordenando la creación de un “registro de medicamentos naturales y de sus principios activos, así como la  
protección de su conocimiento como propiedad intelectual, histórica, cultural, y como patrimonio de las na­
ciones y pueblos indígenas originarios campesinos”63. Además, el Estado debe proveer a “la defensa, re­
cuperación, protección y repatriación […] de los conocimientos ancestrales”64.

Por su parte, el Ecuador se hace responsable de “potenciar los saberes ancestrales, para así con­
tribuir a la realización del buen vivir, al sumak kawsay”65 y del “rescate de los conocimientos ancestrales”66. 
Se reconoce y garantiza a las comunidades indígenas el derecho a “mantener, proteger y desarrollar  
los conocimientos colectivos; sus ciencias, tecnologías y saberes ancestrales; los recursos genéticos que con ­
tienen la diversidad biológica y la agrobiodiversidad; sus medicinas y prácticas de medicina tradicional, con  
inclusión del derecho a recuperar, promover y proteger los lugares rituales y sagrados, así como plantas,  
animales, minerales y ecosistemas dentro de sus territorios; y el conocimiento de los recursos y propiedades  

59 Constitución Política de Bolivia, 2009  (en particular Artículo 30.II.9 Artículo 30.II.11, Artículo 42.II, Artí­

culo 100, Artículo 304.II.3, Artículo 381, Artículo 382). Constitución de Ecuador, 2008  (en particular Artí­

culo 57(12), 385(2), 387(2), 387(4), 388, 402).
60 Artículo 8 de la  Constitución Política de Bolivia
61 Artículo 30. II. Inciso 9 de la Constitución Política de Bolivia
62 Artículo 30. II. Inciso 11. Derecho que vuelve a ser afirmado en el  Artículo 42. II. de la Constitución Polí­

tica de Bolivia
63 Artículo 42. II. Asimismo asegurado por el Artículo 100. II, y ampliado por el Artículo 304 a “conocimientos  

de recursos genéticos, medicina tradicional y germoplasma”. Todos ellos  de la Constitución Política de Bolivia
64 Artículo 382 de la Constitución Política de Bolivia
65 “Buen vivir” en idioma quechua.
66 Artículo 387. Incisos 2 y 4 de la Constitución Política del Ecuador
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de la fauna y la flora”67. Bien que queda palmariamente claro, de acuerdo con el texto constitucio­
nal, que ningún sistema de propiedad podrá diseñarse con el objeto de respaldar legalmente la 
compensación por su uso, ya que el mismo texto constitucional prohíbe “toda forma de apropiación  
sobre sus conocimientos, innovaciones y prácticas”68; y “el otorgamiento de derechos, incluidos los de pro­
piedad intelectual, sobre productos derivados o sintetizados, obtenidos a partir del conocimiento colectivo  
asociado a la biodiversidad nacional”69.

En ámbitos regionales y nacionales varias directivas y leyes sui generis y normas sobre com­
petencia desleal han creado mecanismos para prevenir actos de apropiación indebida sobre los  
conocimientos tradicionales70

67 Artículo 57 de la  Constitución Política del Ecuador
68 Artículo 57 de la  Constitución Política del Ecuador
69 Artículo 402 de la Constitución Política del Ecuador
70 Constituciones políticas: Bolivia: Constitución Política de Bolivia, 2009  (en particular Artículo 30.II.9 Ar­

tículo 30.II.11, Artículo 42.II, Artículo 100, Artículo 304.II.3, Artículo 381, Artículo 382). Ecuador: Consti­

tución de Ecuador, 2008  (en particular Artículo 57(12), 385(2), 387(2), 387(4), 388, 402).  Leyes específi­

cas: Bután: Ley sobre la Biodiversidad de Bután, 2003  (en particular ver el Capítulo 4). Costa: Rica: Ley 

de Biodiversidad 7788  (en particular el Capítulo V).  Decreto ejecutivo  31514, Reglas generales para el  

acceso a los elementos genéticos y bioquímicos y recursos de la biodiversidad (2003)  (en particular Ar ­

tículo 19, 25, 28). Etiopia: Proclamación del 2006 sobre Acceso a los Recursos Genéticos, Conocimientos  

Comunitarios y Derechos Comunitarios. Filipinas: Ley de 1997 de Derechos de los Pueblos Indígenas.  

Kyrgyztan: Ley 116 sobre Protección del Conocimiento Tradicional de, Julio 31, 2007. Organización para  

la Unidad Africana: Ley Modelo Africana para la Protección de los Derechos de las Comunidades Locales,  

Granjeros y Mejoradores, y para la Regulación del Acceso a los Recursos Biológicos.  Panamá: Ley  20 

Del régimen especial de propiedad intelectual sobre los derechos colectivos de los pueblos indígenas, 

para la protección y defensa de su identidad cultural y de sus conocimientos tradicionales, y se dictan 

otras disposiciones. 26 de junio de 2000. Decreto Ejecutivo 257 que Reglamenta el Articulo 71 de la Ley 

41 de 1 Julio de 1998, General de Ambiente. 17 de octubre de 2006. Perú: Ley 27.811 Régimen de Protec ­

ción de los Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas. 12 de julio de 2002. Legislaciones relacio­

nadas con el registro de Conocimientos tradicionales: Perú: Ley 28.216 para la Protección del Acceso de la 

Diversidad biológica y el Conocimiento Colectivo. Decreto Legislativo 1075 Disposiciones Complementa­

rias a la Decisión 486 de la Comisión de la Comunidad Andina que establece el Régimen Común sobre 

Propiedad Industrial. Ley 29316 que modifica, incorpora y regula diversas disposiciones a fin de imple­

mentar el Acuerdo de Promoción Comercial suscrito entre el Perú y los Estados Unidos de América. Por­

tugal: Decreto Ley 118/2002 Régimen jurídico de registro, conservación, salvaguarda legal y transferen­

cia del material vegetal autóctono con interés para una actividad agraria, agroforestal y paisajística. 5 

de Abril de 2002. Tailandia: Ley de Protección y Promoción de la Medicina e Inteligencia Thai Tradicio­

nal, B.E 2542. Otras regulaciones: Brasil: Medida Provisoria 2186–16 de 2001 Regulando el acceso a la he­

rencia biológica Decreto 5.459 de 2005 regulando el  Art. 30 de la Medida Provisional 2.186–16  (en parti ­

cular Artículo 23)   China:  Regulaciones sobre la Protección de la medicina Tradicional China,  1992. 

Unión Europea: Directiva Europea 2004/24 para la Protección de los productos tradicionales de la Medi­
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Así, el borrador de la Organización Regional Africana de la Propiedad Intelectual (ARIPO) y 
de la Organización Africana de la Propiedad Intelectual (OAPI) considera un acto específico de 
apropiación indebida –que deberá ser prevenido– a “la explotación comercial o industrial del Conoci­
miento Tradicional sin una justa y apropiada compensación a los proveedores de tal conocimiento” 71. En 
tanto bajo la Legislación Modelo Africana el acuerdo de acceso garantizado por la autoridad de  
aplicación nacional deberá contener un compromiso del receptor a compartir los beneficios 72; el 
acceso deberá estar sujeto al pago de compensaciones, compartidas con las comunidades73. Igual 
tesitura adopta el borrador de la Asociación Sud Africana para la Cooperación Regional74. 

A su turno, la Decisión 391 de la Comunidad Andina de Naciones dejó la puerta abierta para 
que se dictaran normas específicas75; y exigir a partir de la Decisión 456 la presentación de las au­
torizaciones de acceso como requisito para la consideración de las solicitudes de patentes76.

cina herbolaria 2006/509 sobre Especialidades Tradicionales Garantizadas. Austria: Registro de Conoci­

mietno Tradicionales de Productos Agrícolas. 12.03.2007, Lebensministerium III/4 and Food.  Ecuador: 

Ley de Propiedad Intelectual de Ecuador, 1998  (en particular Artículo 377) India: Drugs and Cosmetics  

Act,  1940  Italia:  Attuazione  della  direttiva  92/73/CEE  in  materia  di  medicinali  omeopatici,   Legge 

Regionale 11  de la  Regione autonoma Friuli Venezia Giulia Tutela delle risorse genetiche autoctone di 

interesse agrario e forestale 22 di Aprile de 2002. Filipinas: Ley sobre medicina alternativa y tradicional 

de 1997. Fuente: OMPI/GRTKF/IC/9/INF/5. Ver textos en  http://www.wipo.int/tk/en/laws/tk.html y 

en  http://www.tk.bioetica.org/herramientas/biblioteca.htm (Consultadas en junio de 2010)
71 Artículo 5.3(iv) del borrador ARIPO/OAPI. Los países miembro de OAPI son los franco parlantes Benín, 

Burkina Faso, Camerún, República Centro Africana, Chad, Congo, Guinea Ecuatorial, Gabón, Guinea, Gui­

nea Bissau, Costa de Marfil, Mali, Mauritania, Níger, Senegal y Togo. Los países miembro de ARIPO son 

los anglo parlantes Botsuana, Gambia, Ghana, Kenia, Lesoto, Liberia, Malawi, Mozambique, Namibia, Sie­

rra Leona, Sudan, Suazilandia, Tanzania, Uganda, Zambia, y Zimbabue
72 Artículo 8(1)(vi) de la Legislación Modelo Africana 
73 Artículo 12 de la Legislación Modelo Africana 
74 Artículo 7.3(d) del borrador de la SAARC (por sus siglas en inglés) “el uso comercial o industrial del conoci­

miento tradicional sin una justa y apropiada compensación, cuando tal uso persiguiera ganancias y confiriera a su  

usuario un ventaja tecnológica o comercial, y la retribución o compensación debiera ser requerida en concordancia  

con normas relacionadas” (la traducción me pertenece)
75 Artículo 17 de la Decisión 391 Régimen común sobre Acceso a los Recursos Genéticos de la Comunidad  

Andina de Naciones “Las solicitudes y contratos de acceso y, de ser el caso, los contratos accesorios incluirán  

condiciones tales como: […] f) El fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de las comunidades indígenas,  

afroamericanas y locales con relación a los componentes intangibles asociados a los recursos genéticos y sus pro ­

ductos derivados; […]”
76 Artículo 26 de la  Decisión 456 Régimen común sobre propiedad industrial “La solicitud para obtener una  

patente de invención se presentará ante la oficina nacional competente y deberá contener lo siguiente: […] i)  de ser  

el caso, la copia del documento que acredite la licencia o autorización de uso de los conocimientos tradicionales de  

las comunidades indígenas, afroamericanas o locales de los Países Miembros, cuando los productos o procedimien­
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En Brasil, la Medida Provisoria 2186/16 reguló el acceso y su compensación mediante un con­
trato de uso cuando hubiere una utilización comercial del conocimiento tradicional77 estableciendo 
que “los beneficios emergentes de la explotación económica de un producto o proceso desarrollado a partir del  
conocimiento tradicional asociado deberá ser compartido de modo justo y equitativo entre las partes que con­
traten dicho acceso” 78; norma que se refuerza  en el Código de la Propiedad Intelectual al exigir la  
acreditación de un acceso legítimo a los insumos79. Así también, la Ley sui generis peruana 27.811 
dispone que “en caso de acceso con fines de aplicación comercial o industrial, se deberá suscribir una li­
cencia donde se prevean condiciones para una adecuada retribución por dicho acceso y se garantice una  
distribución equitativa de los beneficios derivados del mismo”80  y los contratos deberán contener “el su­
ministro de suficiente información relativa a los propósitos, riesgos o implicancias de dicha actividad, inclu ­
yendo los eventuales usos del conocimiento colectivo y, de ser el caso, el valor del mismo”81. En igual senti­
do, la Ley 7788 de Biodiversidad de Costa Rica82

Por su parte el Decreto Ley portugués 118/2002 se refiere  específicamente al derecho a una 
compensación y al derecho a compartir los beneficios, aclarando que la aplicación de multas –asi­
mismo contempladas en la norma– no impedirá que el titular exija sus derechos a una indemniza­
ción y a una participación en los beneficios83.

Tal como lo hace la Constitución de Bolivia, la ley de Derechos de los Pueblos Indígenas de 
Filipinas les garantiza “el derecho a la restitución de la propiedad cultural, intelectual, religiosa y espiri­

tos cuya protección se solicita han sido obtenidos o desarrollados a partir de dichos conocimientos de los que cual ­

quiera de los Países Miembros es país de origen, de acuerdo a lo establecido en la Decisión 391 y sus modificaciones  

y reglamentaciones vigentes; […]”
77 Artículo 16 §4 de la Medida Provisoria 2186/16 del Brasil
78 Artículo 24 de la Medida Provisoria 2186/16 del Brasil
79 Artículo 2° de la Resolución 134/06 del Instituto Nacional de la Propiedad Industrial del Brasil, de Di­

ciembre de 2006 “[…] Párrafo único. En el caso de que el objeto de la solicitud de patente ha sido debido a un ac­

ceso a la muestra de un componente genético del patrimonio nacional, el solicitante deberá declarar al INPI, que se  

cumplieron con las determinaciones de la Medida Provisional 2,186–16, 2001, indicando el número y la fecha de la  

correspondiente autorización, así como el origen del material genético y de los conocimientos tradicionales cone­

xos, en su caso” (la traducción me pertenece)
80 Artículo 7 de la Ley 27.811 del Perú
81 Artículo 27(d) de la Ley 27.811 del Perú
82 Artículo 10.6 de la Ley 7788 de Costa Rica manda “reconocer y compensar los conocimientos, las prácticas y  

las innovaciones de los pueblos indígenas y de las comunidades locales para la conservación y el uso ecológicamen ­

te sostenible de los elementos de la biodiversidad”
83 Artículo 15 del Decreto Ley 118/2002 de Portugal “La aplicación de las multas referidas en el artículo anterior  

no impiden al titular hacer valer, en relación de los estipulado en los artículos  7.º y 10.º, sus derechos a una indem­

nización compensatoria y a una participación en los beneficios” (la traducción me pertenece)
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tual abordada sin su libre consentimiento informado previo o en violación a sus leyes, tradiciones y costum ­
bres”84. Lo mismo enuncia la legislación de India85. 

Pero otros documentos son enunciaciones que, más allá del valor programático que ello sig­
nifica, no contienen precisiones acerca de la significación y el contenido que debería darse al  
mandato; un ejemplo de este tipo de declaraciones es el Protocolo Centroamericano que provee  
“reconocer, compensar y proteger a las comunidades locales por sus conocimientos, innovaciones y prácti ­
cas para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica”86

Debe apuntarse también que al menos en dos casos la legislación diferencia las condiciones 
de acceso dependiendo del propósito para el cual dicho acceso sea solicitado 87; en tanto, en otros 
dos casos se exceptúa, de la regulación de acceso a los conocimientos tradicionales, a muchos usos 
consuetudinarios de los mismos88

En resumen, algunos países legislan el acceso sobre la base de leyes sui generis de protección 
de los conocimientos tradicionales, con normas específicas aplicadas por instituciones  específi­
cas89; pero la regla es la ausencia de regulación pertinente, o la insuficiencia reglamentaria y ad­
ministrativa en su aplicación, esta actitud omisa frente a los aspectos operativos de la facilitación 
del acceso frustra el empleo de los institutos inspirados o dimanados del CDB.

Paralelamente, en los últimos años, ganó terreno la idea de que los derechos de propiedad 
intelectual podrían convertirse en un medio para aplicar los compromisos pertinentes del Conve­
nio –incluidos aquellos que corresponden al Artículo 8j)– si la observancia de los mandatos conte­
nidos en él fueran exigidos como requisitos para la consideración de una solicitud de patentes. 

84 Artículo 32 de la Ley de Derechos de los Pueblos Indígenas
85 Artículo 2(a) de la Ley de Biodiversidad de la India
86 Artículo 125 del Protocolo Centroamericano de Acceso a los Recursos Genéticos y Bioquímicos y al Co­

nocimiento Tradicional Asociado 
87 Así lo hacen las mencionadas leyes de Perú [véase más arriba –en el texto– la transcripción pertinente] 

y Portugal; Artículo 3 Conocimientos Tradicionales § 2 del Decreto–ley 118/2002 Régimen jurídico de regis­

tro, conservación, garantías jurídicas y transferencia de material vegetal de las tierras indígenas, agro­

forestal y paisaje. Abril de 2002; que en su parte pertinente reza “[…] Estos conocimientos estarán protegi­

dos contra su reproducción y uso comercial o industrial, si se verifican las siguientes condiciones de protección  

[…]” (la traducción me pertenece).
88 En este sentido, Artículo.2 (2) de la Ley Modelo Africana “Esta legislación no afectará: (i) los sistemas tradi­

cionales de acceso, uso o intercambio de recursos biológicos; (ii) el acceso, uso e intercambio de conocimientos y  

tecnologías por y entre las comunidades locales;” y Artículo.7° de Ley de Biodiversidad de la India. “Las dispo­

siciones de esta sección no se aplicarán a la población local y las comunidades de la zona, incluyendo a productores  

y cultivadores de la biodiversidad,  vaids y hakims, que han estado practicando la medicina indígena” (las tra­

ducciones me pertenecen)
89 Es regulado de este modo por: Artículo.4 (1)(xi) y 4(1)(x), Ley Modelo Africana;  Artículo 10, Medida Pro­

visoria 2186/16 del Brasil; Artículo.62, Ley 7788 de Costa Rica;  Artículo.3 (1), Ley de Biodiversidad de la  

India; Artículo.7 (1), Decreto ley 118 de Portugal.
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Varios son los países que unilateralmente, o en procesos regionales, han reformado sus legislacio­
nes de propiedad intelectual para exigir el cumplimiento de tales recaudos90.

El impulso cobró fuerza en el escenario de la Organización Mundial del Comercio donde vie­
ne dándose un debate cuyos principios van delineándose lentamente91.  Las propuestas en este 
marco plantearon la posibilidad de enmendar los ADPICs con la inclusión de una nueva norma que 
–en resumen– exigiría al presentante de una petición de patente relacionada con materiales bioló­
gicos o conocimientos tradicionales que provea, (a) declaración de la fuente y país de origen del  
recurso biológico y del conocimiento tradicional usado en la invención; (b) evidencia del consenti­
miento informado previo dado por las autoridades de acuerdo a los regímenes nacionales aplica­
bles92; y (c) evidencia de la distribución justa y equitativa conforme con el régimen nacional del  
país de origen. 

De este modo, puede interpretarse que el solicitante de una patente debería exhibir: (i) evi­
dencia del consentimiento del “país de origen”; o (ii) si el “país abastecedor” (el que concedió –en  
la práctica– el acceso) es distinto del de “origen”, la evidencia de que este último consintió opor­
tunamente el acceso al “abastecedor”; pero (iii) si el proveedor es el Sistema Multilateral adminis ­
trado por la FAO, la evidencia se limitaría a la del “acuerdo de transferencia de material” estanda­
rizado por este organismo internacional93.

90 Brasil:  Resolução  Nº  23  Estabelece  a  forma  de  comprovação  da  observância  da  Medida  Provisória  

2.186–16, para fins de concessão de patentes de invenção pelo Instituto Nacional da Propriedade Indus­

trial Novembro, 10 de 2006. Comunidad Andina: Decisión 486 de 2000 sobre el Régimen común de Pro­

piedad Intelectual.  China: Ley de Patentes 2000 Dinamarca Ley de Patentes (texto consolidado 926 22/9 

2000) Ley de reforma 412 de Mayo 31, 2000. Egipto Ley 82 para la Protección de la Propiedad Intelectual 

Marzo 6, 2002. India: Ley de Patentes (enmienda) de 2005  (en particular Artículo 23 (1)(k) and Artículo  

23(2)(k)) Noruega: Ley de Patentes  9 Diciembre. 15, 1967) enmendada por la Ley 20  de Mayo 7, 2000. Su­

dáfrica Ley de Reforma al Régimen de Patentes 20 Diciembre 7, 2005. Suiza: Ley de Patentes de 2008  (en 

particular Artículo 49a, 81a, 138).
91 Mandato 19 de la Declaración Ministerial Doha del 14 de noviembre de 2001 (WT/MIN(01)/DEC/1) , 

adoptada en el seno de la Organización Mundial del Comercio, se encomendó al Consejo de los  Acuer­

dos sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPICs)  

que, en el marco del examen previsto al párrafo 3 b) del artículo 27 y a otras normas pertinentes, exa­

mine la relación entre los ADPICs y el Convenio sobre la Diversidad Biológica.
92 Se entiende que si la legislación del “país de origen” del insumo (genético y/o cultural) fuera omiso, en 

el ámbito interno, en la debida implementación (lo cual importa no sólo la ratificación del CDB, sino su 

reglamentación y autoridad competente) su incumplimiento relevaría al etno–bio–prospector de cum­

plir –a su vez– con la carga de celebrar el contrato pertinente y de proveer la evidencia que se impon­

dría por la enmienda
93 Si el Sistema Multilateral/FAO es el origen del insumo (genético y/o cultural), los receptores –en princi­

pio– no podrán reclamar ningún derecho de propiedad intelectual u otros derechos que limiten el acce­

so facilitado a los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura (RFAA), o a sus partes y 

componentes genéticos,  en la forma en que los reciben del sistema multilateral  de acceso (Artículo 
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Obviamente, la inopia regulatoria o su deficiente aplicación, en los ámbitos nacionales, se­
ñaladas anteriormente, darían poca operatividad a este nuevo intento (la pretendida enmienda a 
los ADPICs), malogrando el desarrollo de políticas públicas sobre estos recursos estratégicos.

Definitivamente, los empeños han de proveer al sistema, de estructuras institucionales efi­
cientes, si desean validar su propia función social, de lo contrario se  desatiende legalmente por  
igual al trabajo científico y tecnológico, que aspira a apropiarse legítimamente de los resultados 
de sus progresos; y a los pueblos indígenas y locales que demandan no sólo “beneficiarse” por sus  
saberes tradicionales, sino, y prioritariamente, mantener su identidad y patrimonio. Los Estados 
están obligados frente a estos actores –sino ante todos sus ciudadanos– a un decidido e inequívoco 
ejercicio de la soberanía. 

12.3.d)). Si se comercializa un producto que es un RFAA y que incorpora material al que se accedió a tra­

vés del sistema multilateral de acceso, se exige –en el marco del Tratado– un pago obligatorio siempre  

que el producto no esté disponible para realizar nuevas investigaciones y actividades de mejoramiento 

(Artículo 13.2.d))
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Los ecosistemas terrestres poseen un alto valor para la sociedad, ya que cumplen una serie de fun ­
ciones a nivel local, regional y global, otorgando bienes y servicios que abarcan desde la recreación,  
hasta la fijación de nitrógeno. Son reconocidos por su función en la regulación del aire y del ciclo hi ­
drológico, su rol sobre la mitigación del cambio climático, su importancia en la protección de cuen­
cas y en la provisión de bienes tales como fibras y alimentos. Esto ha sido plasmado en numerosos  
tratados internacionales como la Convención sobre Biodiversidad, Convención Marco de Naciones 
Unidas sobre Cambio Climático Global y Convención de los Humedales RAMSAR, entre otros.

Los ecosistemas constituyen una fuente potencial enorme de productos químicos de origen 
vegetal útiles para el hombre. Su empleo surge, en gran parte, en las medicinas tradicionales que  
juegan un papel importante en el mantenimiento de la salud y el bienestar de las poblaciones de  
los países en vías de desarrollo. 

 Sin embargo, se estima que en todo el planeta Tierra la economía humana se está apropian ­
do del 25% de toda la producción primaria neta (microorganismos, plantas y animales), generada  
mediante la fotosíntesis en la tierra y en el mar (Vitousek et al., 1986). En los ecosistemas terres­
tres esta cifra alcanza el 40%. 

Actualmente, esta capacidad de atrapar la energía solar se ve reducida por la pérdida masi­
va de la vegetación y de la biodiversidad (Boege Eckart, 2004). Desde que el hombre comenzó a 
utilizar la naturaleza, emprendió una etapa de explorar, identificar, utilizar, transformar y do­
mesticar especies que le representaban algún tipo de beneficio. En la actualidad, esta búsqueda se  
ha intensificado generando graves impactos sobre la biodiversidad y comprometiendo la disponi­
bilidad de los recursos naturales para las generaciones futuras. Los ecosistemas terrestres  están 
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desapareciendo a un ritmo alarmante, y están sufriendo procesos de deforestación, degradación y 
fragmentación por actividad antrópica. 

Entre 1960 y 2000, la población mundial se duplicó mientras la economía global creció seis ve­
ces. En forma paralela, la demanda de alimentos y de servicios ecosistémicos aumentó significativa ­
mente. De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación  
(FAO, 2001) la producción de alimentos casi se duplicó en ese período. Por otro lado, la deforestación  
en el mundo, fundamentalmente la conversión de bosques tropicales en tierras agrícolas, ha dismi­
nuido en los últimos diez años pero continúa a un ritmo alarmante en muchos países, según advirtió  
FAO (2010), en su última evaluación mundial sobre el estado de los recursos forestales.

Conocer la biodiversidad para conservarla y manejarla en forma sustentable es una prioridad y una forma  
de sentar soberanía sobre nuestros recursos genéticos.

En tiempo reciente, la utilización de recursos biológicos y genéticos como insumo para desarrollar 
productos farmacéuticos, agrícolas, forestales e industriales, recurriendo especialmente a las bio­
tecnologías, constituye una nueva forma de uso de la biodiversidad. En este sentido, las biotecno­
logías se utilizan cada vez más como tecnologías ecológicas idóneas para apoyar procesos de bio­
prospección y escalamiento de la producción con gran potencial para solucionar problemas am­
bientales. Ya se aplican al tratamiento del agua y de los desechos sólidos (incluidos los plásticos  
biodegradables), la biominería, la agricultura (obtención de plantas resistentes a las condiciones  
ambientales más adversas), la reforestación y la lucha contra la desertificación. 

Las tecnologías emergentes son definidas como “innovaciones científicas” que pueden crear 
una nueva industria o transformar una existente. También llamadas tecnologías convergentes, 
son términos usados indistintamente para señalar la emergencia y convergencia de nuevas tecno­
logías, con potencial de demostrarse como tecnologías disruptivas. Entre ellas, se encuentran la 
nanotecnología, la biotecnología, las tecnologías de la información y la comunicación, la ciencia  
cognitiva, la robótica, y la inteligencia artificial (Bill, 2000). Se denomina Biotecnología al conjun­
to de técnicas que utilizan organismos (partes o procesos de ellos) para la producción de bienes y  
servicios. La biotecnología actual proporciona herramientas para un mejor conocimiento de las 
características genéticas de un individuo, para producir plantas en forma masiva y también para  
conservar los recursos genéticos. Las aplicaciones biotecnológicas se basan en dos grandes cam ­
pos de actividad interconectados (Primack, 1993). Por un lado, las técnicas y metodologías propias  
de la biología molecular, que han dado origen al campo de los marcadores moleculares, al de la ge­
nómica y al de la transformación genética. Por otro lado, las metodologías de cultivo de tejidos ve­
getales (CTV) que han permitido el desarrollo de técnicas de conservación de material vegetal, 
particularmente la crioconservación, así como la posibilidad de regenerar plantas completas (mi­
cropropagación).
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PROPAGACIÓN: Cultivos de Tejidos Vegetales (CTV)
CONSERVACIÓN: CTV, Marcadores Moleculares
CARACTERIZACIÓN: Bioprospección, Marcadores Moleculares, Omicas

Técnicas Biotecnológicas aplicadas en la propagación, caracterización y conservación de especies vegetales 

(Levitus et al., 2010)

A continuación se describe sucintamente algunas de las biotécnicas que se pueden aplicar  
para la caracterización, conservación y uso sostenible de la biodiversidad vegetal.

Cultivo de tejidos vegetales (CTV) (Levitus et al., 2010):
Es un conjunto de técnicas que aísla una parte de una planta (células, tejidos u órganos), se cultiva 
asépticamente en un medio artificial y se incuba bajo condiciones ambientales controladas, con el  
objeto de obtener una respuesta determinada (planta completa, cultivo de células, incremento de 
la variabilidad genética, etc). Estas técnicas permiten:

• Obtención de plantas con sanidad controlada: a partir del cultivo de tejidos meristemáticos se 
logran plantas libres de virus.

• Micropropagación: permite la propagación masiva, la clonación y la transformación genéti­
ca de especies vegetales.

• Selección in vitro: por medio de agentes selectivos adecuados (medios con presión de selec­
ción) se logra el crecimiento preferencial de células variantes o mutantes, facilitando la 
selección en gran número de células en menor tiempo y espacio.

• Obtención de híbridos interespecíficos: de importancia para la agricultura, se obtienen a par­
tir del cultivo de óvulos u ovarios fecundados o embriones cigóticos.

• Conservación de germoplasma: a partir de meristemas se logra la conservación de material 
genético a mediano y largo plazo.

• Suspensiones celulares: el cultivo in vitro de células vegetales permite la obtención de meta­
bolitos secundarios  de utilidad y la obtención de embriones somáticos a gran escala. La 
producción de metabolitos secundarios in vitro se basa en la inmovilización de células de 
especies vegetales que deben permanecer vivas durante largos períodos de tiempo para la 
producción y liberación al medio de los metabolitos secundarios que luego, por extrac­
ción, serán utilizados en las diferentes industrias como la farmacéutica, perfumería, etc. 
Esta forma de producir compuestos de química fina evita la destrucción de gran cantidad 
de biomasa vegetal, lo que atenta en algunos casos contra la preservación de la especie. 

• Cultivo de haploides: El cultivo in vitro de anteras, microsporas, óvulos y ovarios no fecun­
dados permite obtener plantas haploides que heredan sus cromosomas de un solo paren­
tal. Tiene grandes ventajas no sólo en investigación, sino también en el cultivo de plantas 
para crear líneas homocigóticas diploides, reduciéndose el número de generaciones nece­
sarias para ello. El cultivo de haploides constituye un buen complemento para los progra­
mas de mejora tradicionales obteniendo nuevas variedades en menor tiempo.
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• Rescate de embriones:  El rescate de embriones in vitro puede aplicarse en ciertas especies 
forestales en las que naturalmente por incompatibilidad el embrión aborta antes de for­
mar la semilla. Se rescata el mismo y se siembra in vitro en condiciones especiales, para 
que culmine el proceso de formación del propágulo.

• Control in vitro del estado de desarrollo: Se ha encontrado en varios casos de yemas maduras 
cultivadas in vitro una regresión hacia un estado juvenil como respuesta a técnicas y con ­
diciones de cultivo. El rejuvenecimiento in vitro puede ser una solución al enraizamiento 
deficiente y a la falta de vigor que muestran explantes provenientes de árboles adultos. El  
mantenimiento,  por técnicas clonales,  de la fase juvenil  es tan útil  para muchos fines  
como el rejuvenecimiento y podrá conseguirse mediante tecnologías como la crioconser­
vación o “coppicing”.

• Variación  somaclonal:  utilizado  en  planes  de  mejoramiento  genético  donde  se  obtienen 
plantas completas. 

• Fusión de protoplastos: permite el desarrollo de plantas híbridas imposibles de obtener me­
diante cruzamientos clásicos.

Marcadores genéticos

Se denominan marcadores genéticos a aquellas señales que indican la presencia de un gen de inte ­
rés  en  un  cromosoma  determinado.  Esta  señal  puede  ser  un  rasgo  determinado (fenotipo)  o  
bioquímico, y debe ser fácilmente identificable para facilitar la localización de uno o más genes.  
En la actualidad son utilizados en numerosas áreas relacionadas con el mejoramiento vegetal y el 
análisis de la biodiversidad tales como: identificación de  genotipos, bancos de germoplasma, ma­
pas genéticos, selección de individuos con características ventajosas (resistencia a estrés biótico, 
abiótico, etc). Tradicionalmente, la caracterización se realizaba mediante caracteres morfológicos 
(fenotípicos) que presentan, entre otras, la limitación de estar sujetos a la variación del ambiente.  
Debido a ello, se han desarrollado técnicas moleculares, que analizan polimorfismos a nivel de 
ADN (variabilidad a nivel genómico). 

Las técnicas varían en la resolución de las diferencias, en el tipo de dato que generan, en el 
nivel taxonómico en el cual es apropiado usarlos, como así también de los requerimientos econó­
micos, tecnológicos y necesidad de recursos humanos calificados. Pueden clasificarse en (Karp et  
al., 1997): 

1. No basadas en el uso de PCR
2. Basadas en el uso de PCR

• con primers al azar
• con primers conocidos o diseñados

Estas técnicas se aplican de acuerdo al nivel de información buscado, grado de similitud,  
historia evolutiva de la muestra, nivel de variación esperado, disponibilidad de primers o sondas,  
tiempo disponible e inversión.

Tienen diferentes características, que fundamentalmente son:
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 Grado de dominancia (co–dominantes/dominantes)
 Nivel de reproducibilidad
 Costo
 Cantidad y calidad de ADN necesario
 Nivel de discriminación

En la conservación de especies vegetales se utilizan para la caracterización de niveles de variabili ­
dad y estructura genética, dinámica de movimiento de alelos, índices de diversidad, número de  
alelos por locus, heterocigosidad. También se utilizan en programas de mejora genética (selección 
temprana, diseño de huertos semilleros, caracterización de material, etc).

El uso de marcadores moleculares unido a la reciente aparición de las “omicas” ha produci­
do un gran impacto. 

El sufijo “–oma” tiene origen latino y significa “conjunto de”. Es por tanto que, la adición de  
este sufijo a diferentes estudios en biología, cubre las nuevas aproximaciones masivas en las que 
se está enfocando la biología recientemente.

Bioprospección

La bioprospección se define como la exploración sistemática y sostenible de la biodiversidad para  
identificar y obtener nuevas fuentes de compuestos químicos, genes, proteínas, microorganismos 
y otros productos que tienen potencial de ser aprovechados comercialmente (Rocha, 2009). La bio­
prospección es el punto de encuentro entre la biotecnología y la biodiversidad, por lo que consti­
tuye el foco principal de acción de la biotecnología moderna. La bioprospección vegetal, animal y 
de microorganismos está siendo impactada por la biotecnología moderna y química combinatoria  
en la búsqueda de nuevas fuentes de componentes para el desarrollo de biofármacos más efectivos 
(por ejemplo, vacunas de segunda generación: virus atenuados y de tercera generación: proteínas  
virales); para la producción de proteínas de interés terapéutico (insulina, interferones, etc.); para 
el desarrollo de cosméticos; para la producción de métodos más efectivos en el diagnóstico precoz  
de las enfermedades, y finalmente para el uso de la información genómica en la aplicación de la 
medicina molecular individualizada. 

Actualmente, están en desarrollo varios proyectos de bioprospección en diferentes países. 
La Bioprospección tiene como objetivo la búsqueda sistemática de compuestos químicos, biomolé­
culas y microorganismos con potencial para ser utilizados en la generación de productos de inte­
rés para el hombre que pueden tener un valor comercial significativo en sectores como el indus­
trial, alimentario, cosmético y farmacéutico, entre otros.
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Ómicas

El concepto de ciencias ómicas recoge aquellas disciplinas como la genómica, la proteómica, la  
transcriptómica y la metabolómica. Todas ellas aportan grandes avances en el conocimiento bási­
co de los temas biológicos. Además, suponen un enorme desarrollo en el campo del análisis de la 
funcionalidad celular y en sus aplicaciones biotecnológicas. 

La genómica estudia a los genomas de los organismos. Este estudio incluye la secuenciación 
del ADN, el análisis de las secuencias para encontrar genes y su comparación con secuencias genó­
micas de otros organismos. La genómica puede ser estructural (descubrimiento, secuenciación y 
mapeo de genes y genomas) o funcional (análisis de la función de cada gen y sus mecanismos de  
control). Esto tiene importancia para el estudio de la biodiversidad, ya que no sólo se buscan cau ­
sas y control de enfermedades, sino que ayuda a comprender el metabolismo básico y secundario,  
lo que permitirá en un futuro obtener químicos y fármacos en cultivos, así como genes de resis­
tencia y tolerancia a estrés abiótico y biótico. La metagenómica, también llamada genómica am­
biental o genómica de comunidades, es una rama de la genómica en la que se estudian los geno ­
mas de comunidades enteras de microbios, sin la necesidad de aislarlos previamente. Por otro 
lado, la proteómica estudia y compara cuali– y cuantitativamente el perfil de proteínas (proteo ­
ma) presentes en un conjunto de células, tejido u organismo en un momento o condición particu­
lar. No sólo se limita a analizar el resultado de la expresión génica, sino que también estudia las  
modificaciones post–traduccionales que pueden sufrir las proteínas, así como la interacción entre 
ellas. 

La transcriptómica estudia y compara transcriptomas, es decir, los conjuntos de ARN men­
sajeros o transcriptos presentes en una célula, tejido u organismo. Al igual que los proteomas, los 
transcriptomas son muy variables ya que muestran qué genes se están expresando en un momen ­
to dado. 

Por último, la metabolómica es el estudio y comparación de los metabolomas, es decir, la co­
lección de todos los metabolitos (moléculas de bajo peso molecular) presentes en una célula, teji ­
do u organismo en un momento dado.

Conservación de la biodiversidad (Levitus et al., 2010)

A lo largo de nuestra historia, la utilización sistemática de los recursos vegetales, especialmente a  
través de diferentes técnicas agropecuarias, han favorecido la pérdida de variabilidad genética de 
las especies cultivadas. La mejor estrategia de conservación de la biodiversidad es la preservación 
del medio natural. Posiblemente existe acuerdo generalizado sobre este principio. Pero es impor­
tante resaltar que, en ocasiones, la preservación del medio natural no es una estrategia posible, al  
menos al nivel que sería deseable. Es importante reconocer que existen estrategias complementa­
rias de conservación de biodiversidad. La conservación ex situ de germoplasma a través de bancos 
de semillas, jardines botánicos, viveros, etc., no siempre puede ser aplicada. Existen especies vege­
tales que se propagan vegetativamente en forma obligada (ajo, papa, caña de azúcar, etc.) o bien  
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sus semillas pierden rápidamente viabilidad (semillas recalcitrantes). En estos casos, el manteni­
miento in vitro de germoplasma a través del cultivo de tejidos es una alternativa para la conserva­
ción a mediano plazo, basada fundamentalmente en la reducción del metabolismo celular y del 
crecimiento del  cultivo seleccionado.  En esta  última década,  han surgido  nuevas  bio–técnicas  
como la crio– conservación a largo plazo de meristemas a través de la supresión del crecimiento  
vegetal.

Biodiversidad cultural

También la diversidad cultural debe considerarse como parte de la biodiversidad. Al igual que la  
diversidad genética o de especies, algunos atributos de las culturas humanas (por ejemplo, el no­
madismo o la rotación de los cultivos) representan "soluciones" a los problemas de la superviven­
cia en determinados ambientes. Del mismo modo que otros aspectos de la biodiversidad, la diver­
sidad cultural ayuda a las personas a adaptarse a la variación del entorno. Se define la Biodiversi­
dad Cultural como diversidad de saberes que los seres humanos han desarrollado a través de la  
historia en su relación con la biodiversidad. Esto incluye creencias, mitos, sueños, leyendas, len­
guaje, conocimientos científicos, actitudes psicológicas en el sentido más amplio posible, manejos,  
aprovechamientos, disfrute y compresión de entorno natural (Reyes Naranjo, 2006). Se trata de 
comprender la evolución biológica teniendo en cuenta todos los aspectos de la intervención hu­
mana. Gran parte de la biodiversidad mundial es creada, mantenida y manejada por las comunida­
des locales, usando el leguaje, sabiduría, y puntos de vista como herramienta y marco conceptual. 
Estas interacciones, entre sociedades y actores sociales para la biodiversidad, pueden ser com­
prendidas sólo a través de un enfoque holístico e interdisciplinario (UNESCO, 2005).

Conclusiones

La biodiversidad es “la vida en la tierra”. En un nivel fundamental, nuestra vida en el planeta de ­
pende directa o indirectamente de la biodiversidad, sus recursos y componentes. La biodiversidad  
es igualmente reconocida por el Millenium Ecosystem Assessment (2005) como la base de todos los 
servicios ecosistémicos, que a su vez, apoyan y protegen la actividad humana. A pesar de la impor­
tancia socio–económica de la biodiversidad y los servicios de los ecosistemas, sus valores no se re­
flejan en las actuales políticas económicas y de desarrollo, o en las decisiones de inversión y con ­
sumo privados. La mejor manera de conservar la biodiversidad es convertirla en un instrumento 
para el desarrollo humano sostenible.  La bioprospección y las biotecnologías son un elemento 
esencial en la estrategia de conservación y uso sostenible, para promover a través del conocimien­
to generado, la valorización de la biodiversidad y con ello una razón más para cuidarla y conser ­
varla (Guevara, 2005).

Ambiente, sociedad y producción 101



Bibliografía
Bill Joy. 2000. Why the Future Doesn't Need Us. Wired. http://www.wired.com/wired/archive/8.04/joy.html

Boege Eckart. 2004. “Protegiendo lo nuestro”. Manual para la gestión ambiental comunitaria, uso y conservación de la  

biodiversidad de los campesinos indígenas de América Latina. Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am­

biente Oficina Regional para América Latina y el Caribe. Red de Formación Ambiental para América Latina y el Cari ­

be Serie Manuales de Educación y Capacitación Ambiental 3 Primera edición en Internet Edición para Internet: G. 

Vidriales Chan.

Dirección de Bosques. Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable. 2007. informe sobre Deforestación en Argentina.

http://www.ambiente.gov.ar/archivos/web/UMSEF/File/deforestacion_argentina_v2.pdf

FAO. 2010. Evaluación de los recursos forestales mundiales (FRA). http://www.fao.org/forestry/fra/es/

Guevara F. A. 2005. Taller Regional sobre Desarrollo Sostenible y Acuerdos Regionales de Comercio. Oportunidades para  

la Bioprospección. INBIO, Costa Rica. 

Karp A., Kresovich S., Bhat K., Ayad G.y Hodgkin T. 1997.  Molecular tools in plant genetic resources conservation: a 

guide to the technologies. IPGRI Technical Bulletin Nro.2.

Levitus, G; V. Echenique; Rubinstein C; E. Hopp y L. Mroginski (Eds). 2010. Mejoramiento Vegetal y Biotecnología II. Edi­

ciones INTA. 647 pp.

Millennium Ecosystem Assessment. 2005. Ecosystems and Human Well–Being: Synthesis (Island, Washington, DC).

Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). 2000. Roma, Comité Forestal. The Glo­

bal Forest Assessment 2000.

Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). 2001. FAOSTAT. FAO Statistical Data­

bases. Food and Agricultural Organisation of the United Nationas, Rome. 

Primack, R. 1993. Essentials of Conservation Biology. Sinaver Associates, Inc. U.S.A. p. 131–133.

Reyes Naranjo, E. 2006. Banco de saberes de biodiversidad de la Biorregión Macaronésica, Jardín Botánico Canario “Vie ­

ra y Clavijo”. Sección de Educación y Relaciones Externas.

Rocha P. 2009. “Propuesta para el Fortalecimiento de la Capacidad Nacional de Bioprospección con el uso de Herramien ­

tas Biotecnológicas, en áreas de interés para el desarrollo de Productos con Impacto Comercial”. Departamento Na­

cional de Planeación.

Romero Valpreda J. 2012. “La protección de los bosques nativos en Argentina a través de la Ley 26.331. Artículo Técnico  

Revista Bosque Nativo 50: 26 – 32”.

Unesco.  2005.  Convención  sobre  la  protección  y  la  promoción  de  la  diversidad  de  las  expresiones  culturales.  

http://www.unesco.org/new/es/culture/themes/cultural–diversity/cultural-expressions/the-convention/conven­

tion-text/

Vitousek P, P Ehrlich, A Ehrlich and P Matson. 1986. “Human appropiation of the products of photosyntesis”, en Bios­

cience, vol. 34, núm. 6, pp. 368–373.

102 Ambiente, sociedad y producción

http://www.unesco.org/new/es/culture/themes/cultural-diversity/cultural-expressions/the-convention/convention-text/
http://www.unesco.org/new/es/culture/themes/cultural-diversity/cultural-expressions/the-convention/convention-text/
http://www.fao.org/forestry/fra/es/
http://www.ambiente.gov.ar/archivos/web/UMSEF/File/deforestacion_argentina_v2.pdf
http://www.wired.com/wired/archive/8.04/joy.html


Impacto de las modificaciones antrópicas en la ecología trófica 

de un carnívoro nativo: el zorro pampeano (lycalopex 

gymnocercus)

Diego Birochio1 y Pablo Asaroff2

(1) Profesor Adjunto de Biología y Zoología en la  Licenciatura en Ciencias del Ambiente en la Sede Atlántica 

de la Universidad Nacional de Río Negro, Viedma, Río Negro

(2) Estudiante de Doctorado en el Laboratorio de Anatomía Comparada y Evolución de Vertebrados. Museo 

Argentino de Ciencias Naturales Bernardino Rivadavia Buenos Aires, Argentina.

Introducción

El grupo de los carnívoros incluye a aquellos mamíferos que poseen importantes adaptaciones 
morfológicas y comportamentales que les permite alimentarse de otros animales. Se trata de un 
grupo de 270 especies (número que varía según la definición de especie que se considere) y que es  
posible encontrar en todos los continentes y en casi todos los tipos de hábitats, aún los urbanos  
(Ridley y col. 2003, Contesse y col, 2004).

Desde el punto de vista ecológico, los carnívoros juegan un importante rol en la estructura­
ción de los ecosistemas al limitar el número de sus presas, lo que lleva a considerarlos, con frecuen­
cia, como modeladores de la biodiversidad (Berger y col 2001; Miller y col 2012). Sin embargo, resta 
aún mucho por conocer de estas especies, en particular de las que se distribuyen en la Argentina.

Recientes estudios indican que, en términos generales, los carnívoros se encuentran entre 
las especies de mamíferos más amenazadas (Ceballos y col., 2005; Schipper y col., 2008). Estas ame­
nazas surgen, por un lado, como consecuencia de la degradación de su hábitat, pero también por 
tratarse de especies  perseguidas como responsables del ataque al ganado, por transmisión de en­
fermedades ó aún por causar algunas muertes a los seres humanos (Sillero Zubiri, 2004). 

Dentro de los carnívoros, se encuentran los cánidos. Se caracterizan por ser un grupo de  
gran variabilidad en varios aspectos de su biología. Así, existen especies con un peso superior a los  
60 kg, como los lobos, y aquellas en las que este no supera el kilogramo (Vulpes zerda). También es 
posible encontrar especies que forman grupos sociales (Canis lupus,  Speothos venaticus) y otras en 
donde sus individuos son de hábitos solitarios (Vulpes vulpes y la mayoría de los cánidos sudameri­
canos). Por último, en lo que a su rango de distribución geográfica se refiere, también se presen ­
tan fuertes variaciones. Por ejemplo, el zorro de Darwin (L. fulvipes), se encuentra limitado a la Isla 
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de Chiloé (Wayne y col., 2004); en el otro extremo, se encuentra el zorro colorado europeo (Vulpes 
vulpes), que tiene la distribución más amplia, luego del ser humano, encontrándose en todos los  
continentes, menos Antártida, cubriendo una superficie de 70 millones de kilómetros cuadrados  
(Macdonald y Sillero–Zubiri, 2004).

Una vez presentadas algunas de las características más sobresalientes del grupo de los car­
nívoros, centraremos nuestra atención en uno de los representantes de la familia de los cánidos:  
el zorro pampeano (Lycalopex gymnocercus), una de las especies más habituales en el paisaje de la 
región pampeana.Se trata de un animal caracterizado por su pequeño porte (4,2 a 6,5 kg; Luengos 
Vidal, 2003) y que presenta una amplia distribución en Argentina, así como en el sur–este de Bra ­
sil, sur de Bolivia, Uruguay y Paraguay (Redford y Eisenberg, 1992; Lucherini y col., 2004). Si bien 
muchos de los aspectos ecológicos son escasamente conocidos,  se ha podido establecer que L.  
gymnocercus prefiere ambientes compuestos mayormente por pastizales y bosques abiertos, aun­
que se adapta de hecho a vivir en áreas muy antropizadas (Lucherini y col., 2004). 

La manera en que son consumidos los alimentos por parte de los carnívoros, es un aspecto 
muy importante de su biología ya que domina varios semblantes de esta. En coincidencia con 
otras especies de cánidos, las escasas investigaciones llevadas a cabo sobre el zorro pampeano 
mencionan la presencia de una importante variedad de alimentos entre los que se encuentran mi­
cromamíferos, vegetales e insectos (Vuillermoz y Sapoznikow, 1998; Farías, 2000; García y Kittlein,  
2004, Asaroff, 2005, Birochio, 2008). 

En muchos puntos de su rango de distribución geográfica, el ecosistema original de  L. gym­
nocercus ha sufrido fuertes modificaciones. Para la Región Pampeana –uno de los ecosistemas de la 
República Argentina más modificados donde solo el 0,1% de su superficie original tiene algún gra­
do de protección (Vila y Bertonatti, 1993)– la principal causa de tales alteraciones son la agricultu­
ra y la ganadería, que causan importantes cambios en las características de la vegetación, en una 
corta escala temporal y en una gran escala espacial (Jepsen y col., 2005). Asociados a estos cambios  
de los productores primarios, surgen otros que se corresponden con distintos componentes del 
ecosistema, como son los invertebrados, roedores y aves. Ahora bien, considerando, las fuertes 
modificaciones del ecosistema pampeano, es llamativo la escasez de estudios en los que se compa­
ran áreas con distintos tipos y grados de alteraciones ambientales. Al respecto, sólo Farías (2000) y  
Farías y col (2007) incorporan en cierto grado esta variable, señalando que la presencia de campos 
privados influye de manera importante en el tipo de alimentos que consume esta especie. Para el 
sudoeste de la provincia Buenos Aires, importante región agricolo–ganadera, los estudios sobre la 
composición de la dieta del zorro pampeano se limitan a los trabajos de Castillo (2002) y Birochio  
(2008), situación que ha sido registrada también para otras especies de carnívoros (Borcowski y  
col 2011). Si bien los datos existentes hacen alguna referencia, de manera implícita, a esta influen­
cia, no hay hasta el momento datos sistemáticos que permitan arribar a algún tipo de conclusio ­
nes.Uno de los objetivos de este trabajo es, entonces, evaluar los efectos de las modificaciones del  
ambiente en la ecología trófica del zorro pampeano.

Los estudios sobre las abundancias de las especies de carnívoros son muy importantes, ya 
que permiten la generación de información sobre distintos aspectos de la biología de las especies. 
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La abundancia es una variable se ve afectada por las alteraciones ambientales. Tanto la agricultu­
ra como la ganadería  producen fuertes disturbios,  afectando particularmente a estas especies, 
dado que son muy sensibles a la fragmentación y pérdida de hábitat (Noos y col. 1996; Gittleman y  
col.,  2001).  Sin  embargo, las  especies  de  hábitos  generalistas  –como  es  el  caso  del  zorro 
pampeano– suelen tener ventajas sobre las de hábitos especialistas, dado que pueden hacer uso de 
hábitats y de distintos tipos de alimentos (Gehring y col. 2003). Por esta razón, es que en este tra ­
bajo también se analizarán los posibles efectos de estas alteraciones sobre la población local del  
zorro y se compararan estos datos con los originados en un área natural protegida, en donde estas  
actividades están ausentes.

Área de estudio

A los fines comparativos de este trabajo, se analizarán datos provenientes de dos áreas con fuertes 
diferencias en sus características ambientales. Por un lado, el área La Toma Barrancas (LTB,) ubi­
cada dentro de los límites del Parque Provincial Ernesto Tornquist, en Sierra de la Ventana, sudo ­
este de la provincia de Buenos Aires (Mapa 1) y que constituye uno de los últimos relictos del pas ­
tizal pampeano (Bilenca y col 2004) El área se caracteriza por un relieve levemente ondulado y  
que ocupa la mayor superficie del área, correspondiente al ambiente de planicie y en algunos sec­
tores del área existen pequeños cañadones por donde discurren arroyos temporarios (ambiente 
de cañadón). La vegetación predominante son las gramíneas (Poa spp., Stipa spp. y Paspalum spp.,  
entre otras).

Una característica a tener en cuenta es que LTB limita con otra área del PPET donde se en­
cuentra una población de caballos cimarrones, (Equus caballus), que al momento del registro de 
los datos que se presentan, era de unos 600 animales (A. Scorolli, com. pers). Todo el PPET se en­
cuentra rodeado por campos privados donde se practican la agricultura y la ganadería en forma  
extensiva.

La segunda área la constituye la Estancia San Mateo (ESM), establecimiento agrícola–gana­
dero de 1700 has. de superficie, ubicada en el Partido de Coronel Dorrego, distante del PPET unos 
150 km (Mapa 1). La información sobre la fauna es escasa (Galliari y col., 1991; Narosky y Di Giaco­
mo, 1993). Toda el área se ubica en los 100 msnm. y las modificaciones del paisaje permiten identi ­
ficar tres ambientes: cultivo, ganadería y vía, que presentan las modificaciones típicas introduci­
das por las actividades de cultivo y ganadería, constituyendo la vía un espacio geográfico libre de  
estas acciones. La vegetación predominante se relaciona con los cultivos que se realizan en la zona 
trigo, (Triticum sp.); maíz, (Zea mays) y cebada, (Hordeum vulgare), mientras que en vía es posible 
encontrar sectores con escasa vegetación original siendo las gramíneas las plantas dominantes (D. 
Birochio, obs. pers.).
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Mapa 1: Ubicación de las áreas de estudio en relación a la distribución de las ecorregiones de Argentina. Elaboración 

propia. Referencias: PPET: Parque Provincial Ernesto Tornquist, donde se ubica el área La Toma–Barrancas (LTB), ESM: 

Estancia San Mateo.

Materiales y métodos

1. Estudio de la dieta del Zorro pampeano

La composición de la dieta se estudió a partir del análisis del contenido de heces colectadas en el  
campo. Las muestras fueron obtenidas a partir de recorridos fijos en las dos áreas de estudio que 
procuraron cubrir todos los ambientes identificados en las mismas. Cada hez, fue debidamente ro­
tulada y, una vez en el laboratorio de la Cátedra de Fisiología Animal de la Universidad Nacional 
del Sur, se procedió a secarla en estufa por espacio de 24hs, posteriormente se la pesó y, mediante  
un protocolo ya establecido, se realizó su disgregación y análisis bajo lupa, contabilizando e iden­
tificando los distintos tipos de alimentos en ella presentes hasta su nivel taxonómico más bajo po­
sible. Este tipo de análisis de la dieta es frecuentemente empleado en los estudios ecológicos de 
carnívoros, ya que no implica el sacrificio del animal, es relativamente económico de llevar a cabo  
en el laboratorio y los datos que se obtienen permiten tener un acceso importante a las relaciones  
de los carnívoros con los demás componentes bióticos dentro de los ecosistemas.
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Los resultados se presentan como frecuencia de ocurrencia (%FO) la que se obtiene contabi­
lizando el número de veces que un determinado ítem alimenticio aparece sobre el total de heces  
analizadas. Esta forma de expresión da una aproximación a la importancia que tiene un determi­
nado alimento, en la dieta. 

Para estimar la diversidad de la dieta en las distintas áreas, así como en las distintas estaciones,  
se empleó el índice de Shannon (Jethva y col., 2004) que tiene la siguiente expresión:

Donde PI es la frecuencia de ocurrencia del ítem i en la dieta. Este índice tiene valores que 
oscilan entre 0 y el número m de ítems identificados en la dieta. 

Finalmente la superposición del nicho trófico de L. gymnocercus mientras que la superposi­
ción entre áreas se evaluó mediante el índice de Pianka (1975) que tiene la siguiente expresión:

Donde O representa el grado de solapamiento entre las estaciones (ó áreas) I y J; PIx Pj son  
la ocurrencia relativa del ítem alimenticio I utilizado en J y K, respectivamente. Los valores de 
este índice oscilan entre 0 y 1 indicando, respectivamente, nula o total similitud en el uso de las 
presas.

2. Análisis de las abundancias del  zorro pampeano en el área de estudio

Una de las técnicas más económicas y rápidas que permite evaluar la abundancia de los carnívo­
ros, es la búsqueda y registro de las evidencias indirectas de su presencia. El conteo de heces se 
enmarca dentro de los métodos indirectos empleados para la estimación de estas abundancias  
(Cavallini, 1994; Webbon y col, 2004; Luengos Vidal, 2003). Se procedió, a contabilizar el número 
de heces por kilómetro de transecta recorrido en cada uno de los ambientes, dentro de cada área, 
como un índice de abundancia relativa. Se aplicó el test no paramétrico de Mann Whitney para  
evaluar diferencias entre las frecuencias de registro de las evidencias.
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Resultados

1. Composición general de la dieta del zorro pampeano 

En LTB se colectaron y analizaron un total de 105 heces, que tuvieron un peso promedio de 6,38 ± 
4,59 g y que contenían 3,21 ± 1,25 items por hez con un 26% de ellas conteniendo dos ítems (Figura 
1). Fueron registrados 32 alimentos diferentes, siendo los vertebrados los más frecuentes ya que 
estuvieron presentes en el 74% de las heces analizadas siendo los micromamíferos los ítems más 
consumidos dentro de esta categoría y en particular Oxymycterus rufus y Calomys spp. Las aves 
fueron registradas en 14% de las heces, mientras que la carroña de caballo estuvo presente en 5 de 
estas. Entre otros frutos, se encontraron con elevada frecuencia los correspondientes a Prunus 
spp., (presentes en 17 muestras). Finalmente los Invertebrados estuvieron presentes sólo en el 
9,9%  de  las  heces  y  fueron  los  coleópteros  los  más  importantes  (Tabla  1).  El  índice  de  
Shannon–Wiener, que indica la diversidad de la dieta, tuvo un valor de 1.24.

Por su parte, en ESM fueron colectadas y analizadas 82 heces, que tuvieron un promedio de 
8,31 ± 4,71 g y de las cuales el 42% estuvieron compuestas por 3 ítems presa (Figura 2).  En esta 
área, la dieta de L. gymnocercus estuvo compuesta fundamentalmente por ítems de la categoría 
vertebrados, siendo el roedor Calomys spp. el ítem más frecuente; también fueron importantes los  
restos de vaca (Bos Taurus) y oveja, (Ovis orientalis aries) (Tabla 1). Es importante destacar la pre­
sencia en las muestras de dos especies de roedores no registradas en La Toma Barrancas: Graomys 
sp. y Reithrodon auritus. Otra categoría de mucha relevancia fueron los invertebrados también,  
con una alta frecuencia (62,2% de FO), particularmente los coleópteros. Dentro de los Vegetales,  
en 5 y 3 muestras se determinaron cereales (Tabla 1). La dieta tuvo una menor diversidad que en 
La Toma, siendo el Índice de Shannon de 1.11.
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LTB ESM
Nº Heces % Frecuencia Nº Heces % Frecuencia

Vertebrados N= 78 74,29 N = 67 81,71
1. Mamíferos
Marsupiales Peq. No Ident. 2 1,90
Thylamys sp. 3 2,86
Akodon azarae 1 0,95
Akodon molinae 9 8,57
Calomys spp 12 11,43 18 21,95
Cavia sp. 3 3,66
Ctenomys sp 4 4,88
Ctenomys sp 3 2,86
Graomys sp 1 1,22
Oligoryzomys sp 3 3,66
Oligoryzomys sp 1 0,95
Oxymycterus rufus 32 30,48
Reithrodon auritus 1 1,22
Micromamíf No Ident 7 6,67 9 10,98
Lepus europaeus 1 0,95 2 2,44
Edentado No Ident 1 0,95
Equus caballus 5 4,76 2 2,44
Bos taurus 2 1,90 16 19,51
Ovis aries 4 3,81 12 14,63
Macromamíf No Ident 9 8,57 5 6,10
2.Aves
Aves No Identificadas 15 14,29 12 14,63
3.Reptiles
Reptil No Ident. 4 3,81
Tupinambis tupinambis 1 0,95
4. Peces
Peces No identif 2 1,90
Invertebrados N= 51 48,57 N = 51 62,20
Gastrópodos 1 0,95
Coleópteros 37 35,24 45 54,88
Ortópteros 26 24,76 12 14,63
Larvas 6 5,71 9 10,98
Escorpiones 2 1,90
Himenópteros 6 5,71
Ácaros 2 1,90
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Tabla 1 (continuación)

LTB ESM

Nº Heces % Frecuencia Nº Heces % Frecuencia

Vegetales N= 73 69,52 N = 37 45,12

Frutos No Ident. 21 20,00 7 8,54

Passiflora sp 4 3,81

Prunus sp 17 16,19

Restos Vegetales 38 36,19 27 32,93

Rosa canina 13 12,38

Salpichroa sp 7 6,67

Helianthus sp 5 6,10

Triticum sp 3 3,66

Tabla 1: Composición de la dieta del zorro pampeano en La Toma Barrancas (LTB) y Estancia San Mateo (ESM) sudoeste de la 

provincia de Buenos Aires expresada como porcentaje de frecuencia de ocurrencia (% Frecuencia). NI: ítem no identificado.

Figura 1: Número de ítems presente (en%) por hez de zorro pampeano para las muestras colectadas en el área La Toma 

Barrancas (Parque Provincial Ernesto Tornquist, Provincia de Buenos Aires).

Figura 2: Número de ítems presente (en%) por hez de zorro pampeano para las muestras colectadas en Estancia San 

Mateo, Partido de Coronel Dorrego, Provincia de Buenos Aires.
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2. Abundancia del zorro pampeano en el área de estudio

En el área La Toma Barrancas, veintidós heces (21%) fueron registradas en los recorridos de las 
transectas y fue necesario recorrer 3,4 kilómetros en el ambiente cañadón y 10,1 km en planicie 
para lograr el registro de una evidencia. Si bien el mayor número de muestras se colectó en Caña­
dón (Figura 3) no se encontraron diferencias significativas en la frecuencia de registros en rela­
ción con Planicie (U = 39,00; p = 0,40; n = 20). 

En la Estancia San Mateo el 90% de las heces registradas en transectas se colectaron en vía;  
en promedio se hallaron 3,7 fecas por kilómetro de transecta en este ambiente y 0,07 en Cultivo  
(Figura 4).  Fueron necesarios 27,7 kilómetros en ambiente Cultivo, 14 en Ganadería y 1,3 en Vía 
para lograr el registro de una feca. El número promedio de heces por kilómetro de transecta fue  
distinto entre Vía y Cultivo y entre Vía y Ganadería (Tabla 2).

Figura 3: Número promedio de heces registradas (± DE) en las transectas a pie durante el período de muestreo en los 

ambientes de La Toma Barrancas, Parque Provincial Ernesto Tornquist (Provincia de Buenos Aires).

Figura 4: Número promedio de heces registradas (± DE) en las transectas a pie durante el período de muestreo en los 

ambientes de Estancia San Mateo, Dorrego (Provincia de Buenos Aires).
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Comparación Resultado Test Mann Whitney
Cultivo–Ganadería U = 40,5; p = 0,71; n = 19 
Cultivo–Vía U = 18,5; p = 0,03; n = 19 **
Ganadería– Vía U = 18,5; p = 0,01; n = 20 **

Tabla 2: Resultados del test de Mann Whitney para el número promedio de heces de zorro pampeano colectadas en ESM 

en la ejecución de transectas a pie.

Discusión

Un primer resultado que surge de nuestros datos, es que el zorro pampeano se comporta como un 
carnívoro generalista, consumiendo una gran variedad de alimentos. Estos datos coinciden con los  
reportados por otros autores en distintos puntos de la distribución (Farias y col 2000; Farias y col 
2007). También, los tipos de alimentos consumidos por L. gymnocercus en nuestra zona de estudio 
son similares a los registrados en estos y otras investigaciones (Pradella Dotto y col 2004). Sin em­
bargo, en el sudoeste bonaerense, sobresale el elevado consumo de O. rufus, que constituyó la ma­
yor parte de la dieta en LTB, y que hasta el momento no había sido registrado en porcentajes tan 
elevados.

Se pone también en evidencia importantes diferencias en la composición de la dieta entre 
las dos áreas. Mientras que en LTB los alimentos son básicamente de origen natural –y compuesto 
en mayor medida por micromamíferos–, en ESM sobresalen restos de animales domésticos, en 
particular vaca y oveja y que habrían sido consumidas en forma de carroña. Esto se deduce por la 
presencia de larvas de dípteros halladas con frecuencia en las heces colectadas en las cercanías de 
los cadáveres de estos animales Este tipo de comportamiento estaría relacionado con la disposi­
ción sistemática de los restos de animales colocados en un sitio ubicado en cercanías del ambiente 
vía de ESM. De esta forma, en el establecimiento ganadero, el zorro pampeano tiene un aporte ali ­
menticio relativamente fácil de utilizar, tanto en términos energéticos como en términos de pre­
decibilidad. Este tipo de respuesta por parte del zorro, ya ha sido puesto en evidencia en estudios  
llevados a cabo en el norte de Buenos Aires (Farias y col 2007), pero también en estudios llevados a  
cabo sobre otros cánidos (Lovari y col 1996 ;Eide y col 2004)

Los carnívoros generalistas son capaces de modificar su hábitos alimenticios hacia otros ti ­
pos de presas cuando la disponibilidad de su presa más frecuente se ve alterada por alguna causa 
(Delibes Mateos y col 2008) La teoría del forrajeo óptimo establece que un predador elegirá aque ­
llos alimentos haciendo un balance entre los costos y beneficios energéticos que dicho alimento 
implica (Perry y col, 1997). En sintonía con esta predicción, nuestros datos sugieren que el zorro 
pampeano se comporta como un organismo oportunista, cambiando la composición de su dieta en 
virtud de los alimentos que el ambiente le ofrece. Así, los restos de vaca y oveja, que significaron 
un importante componente de la dieta del zorro pampeano en ESM, si bien pueden resultar menos  
redituables en términos energéticos, el costo de su búsqueda y manipulación sería menor que el 
necesario para la captura de los roedores, que resultaron escasos en ESM (D. Birochio, datos no 
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publicados). Este comportamiento ha sido mencionado con alguna frecuencia para otras especies 
de carnívoros (Meriggi y Lovari, 1996; Novaro y col., 2000, Dumond y col. 2001).

Los invertebrados fueron otra fuente importante de alimento para el zorro pampeano. Tam­
bién, fueron más frecuentes en las heces colectadas en ESM. Nuestros datos se semejan a los pre­
sentados por otros autores que evaluaron la composición de la dieta en zonas con distintos tipos  
de manejo (Hayward y col 1997; Pia y col 2003). Es posible que este comportamiento se relacione 
con la menor abundancia de roedores en el área, de esta manera los invertebrados representarían  
una forma de equilibrar su alimentación. En este sentido, algunos estudios dan cuenta que los ar ­
trópodos poseen un elevado contenido de agua así como una mayor cantidad de grasa por unidad  
de masa corporal (Konecny, 1987). Alternativamente, la presencia de una mayor cantidad de in­
vertebrados en ESM también podría estar relacionada con los cambios introducidos por la agricul­
tura y la ganadería. El pisoteo constante así como el movimiento estacional de la tierra para la  
siembra de los cultivos, tiene un efecto negativo sobre la estructura de la vegetación, importante  
hábitat para una gran variedad de artrópodos. También, estas alteraciones  afectarían las pobla­
ciones de roedores explicando así, su menor aporte a la dieta del zorro pampeano en ESM. 

La presencia de una elevada frecuencia de frutos de Prunus sp. en la dieta dan cuenta de su  
importancia como alimento para el zorro pampeano especialmente en LTB. Además, puede tomar­
se como indicador de la capacidad de modificar su dieta en función de los recursos alimenticios 
presentes en el ambiente. El consumo de distintos frutos por el zorro pampeano ha sido mencio­
nado en otras investigaciones (Varela y col 2008). El consumo de frutos se encuentra relacionado 
con los hábitos generalistas del zorro pampeano así como de otros carnívoros (Lucherini y col.,  
1995, Martinoli y col., 2001), ya que no representarían un elevado costo de forrajeo para los ani­
males, dada la disposición agrupada de los árboles de Prunus sp. en el PPET. Además, este tipo de 
alimento es consumido principalmente durante el verano (D. Birochio, obs. pers.), lo que estaría 
indicando un cambio en la composición de la dieta en forma estacional, comportamiento que se  
corresponde con los estudios llevados a cabo sobre otras especies de cánidos (Pascale Contesse y  
col., 2004). Si bien los frutos son pobres en su aporte proteico (Herrera, 1987), el consumo de ar­
trópodos en la estación estival puede suplir esta carencia. 

Los datos del presente trabajo indican que la abundancia de zorro pampeano se vería afec­
tada por las actividades de agricultura y ganadería. En ESM esta situación se pone de manifiesto 
en el registro de la casi totalidad de evidencias en vía, el único ambiente libre de modificaciones  
agrícolas y que se puede suponer guarda cierta similitud con ecosistema original. Si bien no se  
presentan aquí, la evidencia colectada en esta área sugiere que en vía la abundancia de algunos 
alimentos importantes para el zorro son mayores y en particular la de los roedores (Birochio, da­
tos no publicados). En consonancia con otras investigaciones que han demostrado que la actividad 
de los carnívoros es mayor en aquellos sitios donde existe mayor cantidad de alimentos y refugios 
(O’Donoghue y col., 1998; Hilty y col., 2004; Zub y col., 2008; Salek y col., 2010; Svobodova y col.,  
2011). Por otro lado y si bien el número de registros fue escaso, la ausencia de diferencias en los 
ambientes de LTB permiten sugerir que este área tendría mejores condiciones para el zorro pam ­
peano, y que podría deberse, a una mayor cobertura del pastizal que se traduciría en una mayor 
abundancia de alimentos, en especial roedores. También este mejor estado de conservación del  
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pastizal proveería a L. gymnocercus un sitio para refugiarse. Sin embargo, quizás el factor deter­
minante sea la presión de caza a la que el zorro pampeano es sometido en ESM, situación que deri­
va de disposiciones anuales emitidas por el Ministerio de Asuntos Agrarios de la Provincia de Bue ­
nos Aires; por el contrario, en LTB esta actividad se encuentra prohibida ya que se trata de un 
área protegida.

Un resultado emergente de nuestro trabajo se puede extraer. Los aportes de alimentos ex­
tras, como es la carroña de animales domésticos, esto no se vería reflejado en una mayor abun­
dancia de animales. El zorro pampeano es una especie que se encuentra categorizado como de 
preocupación menor a nivel nacional (Ojeda y col 2012), sin embargo, no debe ser esto un argu­
mento para no encarar algún tipo de medidas de manejo en el contexto de la fuerte pérdida de 
biodiversidad en la región pampeana, ya que no solo la disponibilidad de alimentos es el factor 
que afecta la vida silvestre en los agroecosistemas, sino que también el impacto causado por las  
actividades humanas debe ser considerado (Sillero Zubiri y col 2004; Novaro y col 2005) En este 
sentido es importante mencionar la falta de datos sistemáticos de densidad y tendencias poblacio­
nales de la especie en gran parte de su distribución nacional. Esto es un requisito esencial a la  
hora de implementar medidas de manejo. 

Por lo expuesto, resulta evidente que las modificaciones presentes en las dos áreas de estu ­
dio tienen importantes consecuencias para la ecología trófica del zorro pampeano. También, que 
sus abundancias son de alguna manera afectadas. Estos son aspectos importantes a tener en cuen ­
ta para la conservación de la especie. 
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